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S U M A R I O  
Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la 

tarde. 
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Proyecto de ley de Presupuestos Genera- 
les del Estado para 1990 ............... 

Título 1, artículos uno a once, anexos 1 , I I  

El señor Rebollo Alvarez-Amandi, del Grupo del 
CDS, defiende las enmiendas presentadas. Señala 
que la enmienda de totalidad que presentan a este 
Título I del proyecto de ley se apoya fundamental- 
mente en lo que se concreta posteriormente en el ar- 
tículo diez de este Título, al excluir del cumplimien- 
to de las obligaciones presupuestarias los créditos 
extraordinarios y los suplementos de crédito, así 
como aquellos recursos generados en anteriores ejer- 
cicios y que se incorporan al ejercicio actual. 
El Grupo del CDS entiende que hay que combinar 
una fórmula en la que quepa arbitrar una cierta 
flexibilidad con el acercamiento máximo posible a 
los créditos presupuestados. Pretenden que tales cré- 
ditos extraordinarios y suplementos de crédito no 
superen un determinado límite que, atendiendo a la 
experiencia que el Derecho comparado ofrece, fijan 
en el 2,s por ciento de los créditos ordinarios. 

El señor Larrínaga Apraiz, del Grupo Mixto, defiende 
las enmiendas presentadas afirmando que se trata 
de correcciones técnicas que pretenden incorporar 
un cierto rigor a la ejecución presupuestaria. Acto 
seguido expone el contenido concreto de sus en- 
miendas. 

El sefior Otero Novas defiende las enmiendas del Gru- 
PO Parlamentario Popular, la primera de las cuales 
pretende la supresión del capítulo segundo de este 
Título I por creer que nadie puede sensatamente ad- 
mitir que todos los años, y por tanto también en 
1990, se alteren para el ejercicio económico las nor- 
mas de la Ley General Presupuestaria, que es una 
ley marco a la que deben ajustarse las sucesivas le- 
yes de presupuestos por contener la misma unos 
principios generales de carácter permanente. 
Se trata de una norma fundamental cuya finalidad 
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clara es la de encauzar y ser respetada por los suce- 
sivos Presupuestos anuales. Sucede, además, que el 
Gobierno tiene la osadía de derogar partes de la Ley 
General Presupuestaria sólo para el ejercicio de 
1990, considerando que esas mismas partes de la 
Ley que ahora deroga son válidas para el futuro con 
excepción del año 1990. Pide a los representantes del 
Gobierno que no le digan que es constitucional lo 
que pretenden, puesto que no está planteando pro- 
blemas de constitucionalidad, sino que de lo que ta- 
cha a la política económica es de gravemente injus- 
ta e ineficaz, produciendo dos millones y medio de 
parados, aunque no sea inconstitucional, y ello por- 
que, aun respetando la Constitución, se pueden co- 
meter muchos disparates e injusticia. Añade que ta- 
les modificaciones continuas significan una burla 
de la Ley General Presupuestaria y una de las mu- 
chas manifestaciones contenidas en el Presupuesto 
de 1990 de querer ampliar más y más el ámbito de 
poder discrecional del Gobierno. E n  su opinión, el 
proyecto contiene 44 medidas concretas que tienen 
como finalidad la reducción de controles y el au- 
mento de la discrecionalidad administrativa. Sin 
desear acusar a nadie en este momento de corrup- 
ción, sí que tiene que imputar algo mucho peor 
como es el que las medidas que se van aprobando 
todos los años abran un anchísimo campo para mi- 
les y miles de corrupciones, como tendrán ocasión 
de ver y examinar en los distintos títulos del proyec- 
to de ley. 
Critica después el contenido del artículo diez, con el 
que afirma que el Gobierno pretende cargarse el Pre- 
supuesto, convirtiendo en comedia todo el trabajo 
parlamentario al tener las manos más libres que 
nuestros propios monarcas absolutos. Y, finalmen- 
te, alude a la Regla 5." del artículo octavo donde se 
pretende que los ingresos por sanciones y recargos 
de la Inspección generen créditos para el mejora- 
miento del servicio, violándose un principio presu- 
puestario básico, cual es el de la no afectación de 
los ingresos, además de crearse un precedente, pues- 
to que con la misma razón y fundamento invoca- 
rán otros colectivos un trato similar, con lo cual vol- 
veríamos a las cajas especiales y a las cajas corpo- 
rativas. 

El señor Marquet Artola defiende las enmiendas del 
Grupo Vasco (PNV) números 83 y 84, limitándose 
a recordar a la Cámara el contenido exacto de las 
mismas. 

El señor Homs i Ferret defiende las enmiendas del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió), dirigidas fun- 
damentalmente al Capítulo 11 de este Título, con el 
ánimo de introducir en el proyecto de Presupuestos 
unas modificaciones a los procedimientos de ejecu- 
ción del mismo. Se trata de las enmiendas números 
107 y siguientes, cuyo contenido expone una vez 
más a la Cámara. 

El señor Martínez Blasco defiende las enmiendas del 
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Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya, manifestando que el debate del proyecto de Pre- 
supuestos se ha caracterizado en Ponencia y Comi- 
sión por dos notas que cree conveniente resaltar 
ahora y que son: en primer lugar, la prepotencia del 
Grupo Socialista al no aceptar ni  una sola de las 
mil quinientas enmiendas presentadas al proyecto 
de ley, a pesar de que respecto de algunas de ellas 
coincidían todos los Grupos de la oposición en que 
se trataba de simples mejoras técnicas; en segundo 
lugar, los intentos de escapar al control parlamen- 
tario por parte del Gobierno en razón a su exigua 
mayoría en esta Cámara. Atribuye especial impor- 
tancia a la enmienda postulando la supresión de la 
Regla 5." del artículo octavo, que prevé la generación 
de créditos en virtud de los ingresos derivados de 
sanciones y recargos, ya que equivaldría a romper 
un principio que ha costado mucho tiempo erradi- 
car en la Administración española. De no aceptarse 
su enmienda, propone que al menos se añada que 
de esas generaciones se deberá dar cuenta al Parla- 
mento. 

E n  turno en contra de las enmiendas debatidas inter- 
viene el señor Bergasa Perdomo, en representación 
del Grupo Socialista, afirmando que van a mante- 
ner el texto que ha salido de la Comisión correspon- 
diente y ,  por tanto, el proyecto de ley en los térmi- 
nos en que fue presentado por el Gobierno. Expone 
que no deben quedar en el ambiente de la Cámara, 
como consecuencia de este debate, afirmaciones, 
que rechazan rotundamente, tales como la de pre- 
potencia, frivolidad o discrecionalidad en la acción 
del Gobierno y menoscabo del necesario control pre- 
visto en las disposiciones vigentes en materia de 
gastos e ingresos públicos. Más bien habría que ha- 
blar de comportamientos coherentes y consecuentes 
con posiciones que defienden respecto de cuáles de- 
ben ser y cuáles serán las normas que el Gobierno 
y el Partido Socialista apliquen a los criterios de eje- 
cución presupuestaria. E n  ningún caso el Grupo 
Parlamentario Socialista y el Gobierno están cerra- 
dos a cualquier vía de diálogo o acuerdos que con- 
duzcan a la introducción de elementos de mejora, 
tanto del control necesario de la acción del Gobier- 
no como de cualquier otro aspecto de la política ge- 
neral del Estado. 
Seguidamente procede al análisis de las enmiendas, 
justificando el rechazo de las mismas en base al tex- 
to del dictamen, que, a su juicio, incorpora mejoras 
sustanciales y ,  por supuesto, considera más adecua- 
do que las propuestas formuladas por los Grupos de 
la oposición. 

Completa el turno en contra, en nombre del Grupo So- 
cialista, el señor Padrón Delgado para justificar el 
contenido del artículo once del dictamen, al que 
considera que han ido dirigidas buena parte de las 
críticas del Grupo Popular, aunque no se haya refe- 
rido de manera concreta al mismo. Se limita, pues, 
a exponer las razones de tal artículo de la Ley de Pre- 

supuestos y que se refiere a normas para el control, 
establecimiento y autorización de gastos en la asis- 
tencia sanitaria. 

Replican los señores Rebollo Alvarez-Amandi, Larrí- 
naga Apraiz, Otero Novas, Maquet Artola, Homs i 
Ferret y Martínez Blasco, duplicando los señores 
Bergasa Perdomo y Padrón Delgado. 

El señor Presidente anuncia que a continuación se 
procederá al debate del segundo bloque de enmien- 
das al Título 11 del proyecto de ley y ,  posteriormen- 
te, a las votaciones correspondientes tanto a dicho 
Título 11 como al I, que acaba de ser debatido. 
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1320 Título 11, artículos doce a dieciocho . . . . . 
El señor De Zárate y Peraza de Ayala defiende las en- 

miendas del Grupo del CDS, una de totalidad a di- 
cho Título y una parcial de adición, al entender que, 
aunque en alguna medida las normas que vienen a 
controlar el funcionamiento de las potestades regla- 
das tienen una cierta tradición en nuestro Derecho 
público, no ocurre lo mismo con el uso de las po- 
testades discrecionales. Partiendo de la base de que 
una Administración pública moderna debe disponer 
de la facultad discrecional de elegir entre distintas 
alternativas de instrumentos públicos para conse- 
guir los objetivos que demandan los intereses gene- 
rales, es cierto que ambas categorías de potestades 
han de estar siempre sujetas al interés público, que 
es el único título legitimador. En  este sentido, el 
CDS propone la incorporación de un conjunto de 
normas o criterios en torno al tema general de la 
subvención, de manera que se garanticen no sólo 
los requisitos de publicidad y el carácter objetivo de 
la misma sino también criterios para fijar las san- 
ciones derivadas de las infracciones administrati- 
vas. Anuncia que, de aceptarse su enmienda parcial 
número 665, retirarían la enmienda a la totalidad 
del Título. 

El señor Otero Novas defiende las enmiendas del Gru- 
po Popular, la primera de las cuales es de supresión 
del Título en su integridad, por considerar que mu- 
chos de los artículos contenidos en el mismo son 
perniciosos en sí mismos, además de rechazar la 
técnica socialista de aprovechar la tramitación de 
los Presupuestos para hacer múltiples reformas de 
leyes generales y de leyes especiales, y en todo caso 
de naturaleza extrapresupuestaria. Considera inade- 
cuado y rechazable el uso y abuso que el Partido So- 
cialista hace de la Ley de Presupuestos para modi- 
ficar otras leyes extrapresupuestarias, habida cuen- 
ta de que el proyecto que les ocupa está concebido 
únicamente para contemplar los ingresos y gastos 
estatales, disponiendo al efecto de un procedimien- 
to peculiar de tramitación establecido en la propia 
Constitución. E n  este sentido, su Grupo Parlamen- 
tario valorará en su momento si presenta o no re- 
curso de inconstitucionalidad contra la ley que aho- 
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ra debaten. Reitera que se hallan ante una técnica 
abusiva que impide una consideración profunda y 
sistemática de normas extrapresupuestarias que se 
modifican aprovechando la discusión de los Presu- 
puestos, y de ahí que solicite la supresión de este Tí- 
tulo y de otros numerosos artículos concretos del 
proyecto de ley. 
Por último, hace referencia a algunas de las enmien- 
das concretas de su Grupo, especialmente la núme- 
ro 734, que pretende hacer desaparecer del proyecto 
la reforma que en el artículo catorce se realiza de va- 
rios artículos de la Ley de Contratos del Estado. 

El señor Marquet Artola defiende las dos enmiendas 
puntuales formuladas por el Grupo Vasco (PNV), la 
primera de supresión del artículo doce, por conside- 
rarlo supevfluo, y la segunda de carácter técnico al 
artículo trece. 

El señor Martínez Blasco defiende las enmiendas del 
Grupo de izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya, ratificándose en las afirmaciones realizadas en 
su intervención anterior en el sentido de que las dos 
notas características de este debate se refieren a la 
prepotencia socialista y al propósito de liberar al 
Gobierno de una serie de controles que hasta ahora 
existían en las leyes, y ello debido a la exigua ma- 
yoría del Grupo mayorista en esta Cámara. Acto se- 
guido expone el contenido de las enmiendas de su 
Grupo, resaltando la importancia de la número 526, 
encaminada a perfeccionar la Ley General Presu- 
puestaria en materia de subvenciones, coincidiendo 
sobre el particular con otros Grupos de la Cámara. 
Dado el volumen económico de las subvenciones 
procedentes de los Presupuestos Generales del Esta- 
do y la carencia de instrumentos que permitan con- 
trolar qué se hace con aquéllas una vez concedidas, 
su Grupo propone la enmienda citada, al objeto de 
rellenar el hueco existente en nuestra legislación. 
Piensa que no existen razones políticas ni técnicas 
para la no aprobación de esas modificaciones que 
postulan. 

El señor Lamnaga Apraiz, del Grupo Mixto, defiende 
las enmiendas presentadas, que, a su juicio, van di- 
rigidas al establecimiento de u n  mayor control y un 
mayor compromiso por parte de las Administracio- 
nes Públicas en la concesión de las subvenciones. 

El señor Homs i Ferret, del Grupo Catalán (Conver- 
gencia i Unió), destaca la importancia de su en- 
mienda 398 al Capítulo segundo sobre gestión de los 
Presupuestos vigentes, resaltando que durante nue- 
ve meses del cowiente ejercicio se va a mantener la 
misma cuantía que fue aprobada el curso anterior 
para alguna parte del módulo económico destinado 
a los centros docentes. E n  su enmienda pretenden 
que el incremento de módulo para el año 1990 se 
haga en su totalidad y a partir del 1 de enero del pre- 
sente año, a diferencia de lo previsto en el proyecto 
del Gobierno. 

E n  turno en contra de las enmiendas antes debatidas, 

y en representación del Grupo Socialista, interviene 
el señor Caldera Sánchez-Capitán. Comienza alu- 
diendo a las peticiones de diversos enmendantes de 
supresión de algunos preceptos de la Ley, afirman- 
do la imposibilidad del Grupo Socialista de supri- 
mir ninguno de tales preceptos, que en modo algu- 
no pueden considerarse supevfuos, en contra de lo 
que señalaba alguno de los enmendantes. 
Con relación a algunas de las manifestaciones for- 
muladas por el portavoz popular señor Otero, renun- 
cia a dar argumentos del carácter constitucional en 
apoyo del proyecto de ley, dado que el mismo en- 
mendante le ha eximido de esa tarea y por tratarse, 
además, de aspectos que fueron ampliamente deba- 
tidos en Comisión. E n  todo c uso tiene que decir que, 
desde la recuperación de la democracia, siempre se 
han utilizado los Presupuesíos para retocar, al hilo 
de las necesidades de cada momento, algunas de las 
materias reguladas en la Ley de Contratos del Esta- 
do, circunstancia que está pevfectamente posibilita- 
da por la doctrina del Tribunal Constitucional. No 
obstante, no desea dejar de aludir al tema de la dis- 
crecionalidad, al que algunos intervinientes se refie- 
ren oponiéndolo al concepto de objetividad y atribu- 
yéndole una serie de connotaciones negativas, cuan- 
do la discrecionalidad, rectamente entendida, no es 
sino la facultad de la Administración pública para 
gozar de una cierta libertad en atención a las nece- 
sidades a desarrollar o atender en su actuar diario, 
pero siempre dentro de ciertos límites claramente es- 
tablecidos. Rechaza en todo caso que la discrecio- 
nalidad conduzca por sí misma a corrupción o a 
mala utilización de las facultades de la Administra- 
ción en el otorgamiento de los contratos públicos. 

Continúa el turno en contra, en nombre del Grupo So- 
cialista, el señor Mayoral Cortés para contestar al 
sefior Homs i Fewet, señalando que el tema por él 
planteado ha sido ya reiteradamente discutido en 
anteriores Presupuestos, considerando conveniente 
que se clarifique definitivamente la razón oculta que 
se esconde detrás del planteamiento del enmendan- 
te. Agrega que por parte de la Administración edu- 
cativa y de los empresarios del sector no se ha en- 
contrado ningún problema respecto a la justifica- 
ción y gestión del conjunto de elementos que confi- 
guran el módulo educativo, cuyo cálculo se realiza 
en función del coste de cada curso académico. Los 
centros deben justificar la aplicación al final de 
cada curso y de ahí que en la presente ocasión no 
haya coincidencia con el año natural. 

Completa el turno en contra el señor Bergasa Perdo- 
mo, del Grupo Socialista, para contestar sobre las 
enmiendas relativas a la regulación del régimen de 
subvenciones, señalando que se trata de un tema 
ampliamente discutido en la Cámara y que el Gru- 
po Socialista asume con todas sus consecuencias. 
No obstante, comparte algunas de las preocupacio- 
nes de los enmendantes, pero cree que el ámbito de 
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discusión no tiene por qué ser el debate de los Pre- 
supuestos y, en este sentido, expone el próposito del 
Gobierno y del Grupo Socialista de realizar, en el 
más breve plazo posible, una regulación adecuada 
del contenido de las normas establecidas en el Tex- 
to Refundido de la Ley General Presupuestaria so- 
bre este particular. 

Replican los señores Otero Novas, Martínez Blasco, 
Homs i Ferret y De Zárate y Peraza de Ayala, dupli- 
cando los señores Caldera Sánchez Capitán, Mayo- 
ral Cortés y Bergasa Perdomo. 
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Título 111, artículos diecinueve a treinta y 
seis, disposiciones transitorias primera 
a tercera y disposición final quinta . . . . 

El señor Lasuén Sancho defiende las enmiendas del 
CDS, que son una de totalidad y las demás parcia- 
les, comprendidas entre los números 666 a 680. Se- 
ñala que estas últimas pretenden corregir los defec- 
tos del proyecto, en el caso de que no se aceptarán 
los criterios de la política salarial que defienden en 
la enmienda a la totalidad. Este criterio es muy sim- 
ple y consiste en que, en su opinión, los funciona- 
rios deben remunerarse de acuerdo con la norma ge- 
neral de remuneración de los factores productivos, 
es decir, de la inflación más el incremento de la pro- 
ductividad, y ,  en consecuencia, cree que la tasa de 
aumento de los salarios del sector público debería 
ser del 7 por ciento en lugar del 6 propuesto por el 
Gobierno. Consiguientemente, ha formulado las 
oportunas enmiendas parciales para adecuar el Tí- 
tulo a un aumento del 7 por ciento, en lugar del seis 
mencionado. 
Añade que la enmienda de totalidad tiene el objeti- 
vo de tratar de convencer al Gobierno para que cam- 
bie su política salarial en el sentido aconsejable, 
corrigiendo defectos fundamentales de la actual. 
Precisa que los costes laborales unitarios españoles 
están creciendo desde hace cinco o seis años a una 
tasa inferior a la media comunitaria y considera 
exagerado e inapropiado afirmar que tales costes la- 
borales unitarios españoles generan inflación. Res- 
pecto a la relación salarios del sector público y sa- 
larios del sector privado, expone que los incremen- 
tos son mayores en este último, lo que está provo- 
cando el abandono de la Administración pública 
por parte de los mejor preparados, lo que considera 
injusto, además de ineficaz, ya que posteriormente 
el Gobierno se ve obligado a compensar estas me- 
nores subidas iniciales. Agrega que, de cara a 1993, 
necesitamos de unos cuelpos técnicos bien pagados 
y motivados, ya que en otro caso obtendremos muy 
malos resultados. De ahí que proponga a todos los 
grupos de la Cámara el desarrollo de una nueva po- 
lítica salarial del sector público. 

El señor Núñez Pérez defiende las enmiendas del Gru- 
PO Popular, la primera de las cuales solicita la su- 
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presión del Título, que justifica, en primer lugar, en 
la falta de correspondencia entre lo que se anuncia 
como Título I I I  del proyecto de ley y lo que realmen- 
te es su contenido, al incluirse numerosas disposi- 
ciones que guardan escasa relación con el objeto del 
mismo, como sucede con los artículos treinta y cua- 
tro y treinta y seis. 
Un segundo grupo de razones en apoyo de esta su- 
presión está en la falta de correspondencia entre los 
contenidos del Título I I I  y el objetivo de una fun- 
ción pública modernizada en base a criterios de efi- 
cacia, racionalidad, flexibilidad y transparencia. La 
intervención del señor Lasuén le ahorra una serie de 
argumentaciones que él ha expuesto muy bien. Re- 
salta la necesidad de primar la profesionalidad y 
compensarla, y a tal fin, se dirigen algunas de sus 
enmiendas, en lugar de la simple petición de incre- 
mento de porcentajes salariales. Considera muy fá- 
cil pedir aumentos superiores al 6 por ciento ofreci- 
do en el proyecto de ley, pero, a su juicio, la clave 
de la cuestión y lo que su grupo plantea es la pérdi- 
da del poder adquisitivo que vienen padeciendo año 
tras año los funcionarios. Añade que ha de irse ne- 
cesariamente hacia un equilibrio del actual sistema 
de retribuciones de los funcionarios que termine con 
las enormes disparidades existentes y que estos Pre- 
supuestos vuelven a consagrar de manera palmaria. 
Por último, el tercer grupo de razones está en estre- 
cha relación con los acuerdos adoptados en el ám- 
bit0 de la concertación social. 
Termina reiterando la petición de supresión de este 
Título del proyecto de ley o, como mal menor, la 
aceptación de sus enmiendas al articulado. 

El señor Baltá i Llopart defiende las enmiendas del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió), consideran- 
do, en primer lugar, insuficiente el incremento del 6 
por ciento propuesto en el proyecto del Gobierno, 
por lo que solicita la fijación de un 7 por ciento en 
base a que será mayor el aumento del IPC y ,  con 
ello, el impacto sobre el poder adquisitivo de los pro- 
fesionales afectados, máxime cuando desde el pro- 
pio Ministerio de Economía se plantea la posibili- 
dad de una subida salarial del 7,5 por ciento para 
el sector privado. 
A continuación expone con brevedad el contenido 
de las restantes enmiendas parciales formuladas al 
Título objeto de este debate. 

El señor Peralta Ortega defiende las enmiendas del 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya, que comprenden los números 527 a 564. Recuer- 
da el debate de totalidad celebrado a finales del mes 
de marzo, en el que el portavoz de su Grupo realizó 
una valoración crítica del proyecto de ley, juicio crí- 
tico que hoy en día tendría que ser emitido con ma- 
yor contundencia. Añade que buena parte de sus en- 
miendas a este Título tenían como objetivo recoger 
acuerdos literales suscritos por el Gobierno con las 
centrales sindicales, enmiendas que han sido siste- 
máticamente rechazadas, teniendo en este momen- 
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to la impresión de que tras deteriorarse gravemente 
el diálogo político en esta Cámara, desgraciadamen- 
te pueden asistir también al deterioro y a la ruina 
total de ese proceso de concertación social que to- 
dos saludaron satisfactoriamente. 
Otras enmiendas iban dirigidas a fijar un incremen- 
to de las retribuciones públicas, con carácter gene- 
ral, por encima de lo establecido por el Gobierno, 
considerando innecesario dar mayores razones en 
defensa de las mismas. 

El señor Larrínaga Apraiz, del Grupo Mixto, defiende 
las enmiendas que ha formulado solicitando que el 
6 por ciento de aumento de retribuciones previsto 
en el proyecto se eleve al 7 por ciento, por entender 
que no hay razones para la fijación del porcentaje 
establecido por el Gobierno. 

En turno en contra de las enmiendas debatidas inter- 
viene el señor Zambrana Pineda, en nombre del 
Grupo Socialista, señalando que los debates nomi- 
nales surgen cada año y en torno a este punto por- 
que nada tiene que ver el incremento real retributi- 
vo que tienen los funcionarios con el incremento 
mínimo que se garantiza a la totalidad del colecti- 
vo, que abarca a 1.600.000 personas en el conjunto 
de las Administraciones públicas. E n  Comisión ya 
tuvo la oportunidad de decir que, si los incremen- 
tos mínimos suelen estar por debajo de la inflación, 
el incremento real del Capítulo Primero, gastos de 
personal, está de hecho muy por encima, como in- 
tenta demostrar con mención de cifras relativas a 
los últimos ejercicios económicos. 
Igual sucede este año cuando, si bien es cierto que 
están discutiendo sobre un presunto 6 por ciento de 
incremento, en realidad el Capítulo Primero citado 
sube el 11,l por ciento. Menciona igualmente subi- 
das por encima de la media general y de las que se 
han beneficiado últimamente amplios colectivos, 
como el docente, los integrantes de la Administra- 
ción de Justicia o los de las Fuerzas Armadas y 
Cuerpos de la Seguridad del Estado, para reiterar 
que el debate que están manteniendo no es riguro- 
so, sino puramente nominalista. 
A continuación procede a contestar a algunos de los 
argumentos concretos apresados por los diversos 
enmendantes. 

Replican los señores Lasuén Sancho, Núñez Pérez, 
Baltá i Llopart y Peralta Ortega, duplicando el se- 
ñor Zambrana Pineda. 

Se procede a las votaciones de las enmiendas debati- 
das en relación con el Título I del proyecto de ley, 
siendo todas ellas rechazadas. 

Se aprueba una enmienda transaccional presentada 
por el Grupo Socialista en relación con la enmien- 
da 664, al artículo diecisiete, siendo aprobada por 
200 votos a favor, dos en contra y 94 abstenciones. 

Se somete a votación el texto del dictamen relativo al 
Título 1, excepto los artículos uno y dos, así como 

los anexos 1, 11 y VII siendo aprobados por 171 vo- 
tos a favor, l 16 en contra y nueve abstenciones. 

Realizadas las votaciones de las enmiendas formula- 
das al artículo dos del proyecto de ley, fueron recha- 
zadas todas ellas. 

Sometido a votación el texto del dictamen cowespon- 
diente al Título 11, fue aprobado por 163 votos a fa- 
vor, 103 en contra y 30 abstenciones. 

Se procede a la votación de las enmiendas relativas al 
Título 111 y disposiciones transitorias primera a ter- 
cera y disposición final quinta, siendo rechazadas 
todas ellas. 

Se aprueba una enmienda transaccional presentada 
por el Grupo Socialista en sustitución de la núme- 
ro 785, al artículo veintitrés, por 292 votos a favor, 
dos en contra y tres abstenciones. 

Se somete a votación el texto del dictamen del Títu- 
lo 111, con la modificación resultante de la enmien- 
da transaccional aprobada al artículo veintitrés, así 
como el de las disposiciones transitorias primera a 
tercera y disposición final quinta, siendo aprobados 
por 168 votos a favor, 124 en contra y seis absten- 
ciones. 

Se suspende la sesión a las nueve y treinta y cinco mi- 
nutos de la noche. 

Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la tar- 
de, con carácter secreto. 

DICTAMEN DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS SOBRE INCOMPATIBILIDADES 
(Sesión secreta): 

- SOBRE DECLARACIONES DE ACTIVIDADES DE 
EXCELENTISIMOS SEÑORES DIPUTADOS (Nú- 
meros de expediente 004/000227; 004/000314 y 
004/000 194) 

Sometido a votación dicho dictamen, queda aprobado. 

Se reanuda la sesión con carácter público. 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS GENE- 
RALES DEL ESTADO PARA 1990 (Número de expe- 
diente 12 1/0000 17) 

El señor PRESIDENTE: Dictámenes de Comisión so- 
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bre iniciativas legislativas. En primer lugar, dictamen re- 
lativo al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para 1990. 

T,tulo I, Procedemos, en primer lugar, a debatir las enmiendas 
Artículos relativas al Título 1 y a los anexos 1, 11 y VIL 

uno a once 
yanexos I, La ordenación del debate es la que está establecida en 

11 Y VII. la documentación que ha sido repartida y en la «adenda» 
primera de la documentación del Pleno que acabamos de 
iniciar. 

Enmiendas del Grupo del CDS a este bloque del pro- 
yecto de ley de Presupuestos. 

El señor Rebollo tiene la palabra. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, señorías, muy brevemente voy a justificar la en- 
mienda a la totalidad que presenta mi Grupo Parlamen- 
tario al Título 1 del proyecto de Ley de presupuestos. Se 
apoya fundamentalmente en lo que se concreta posterior- 
mente en la enmienda al artículo diez de ese primer títu- 
lo porque, señorías, creemos que el proyecto de ley de Pre- 
supuestos Generales del Estado ha avanzado sustancial- 
mente respecto a ejercicios anteriores, en cuanto estable- 
ce en su artículo primero la inclusión, dentro del ámbito 
de los Presupuestos Generales del Estado en sus letras f), 
g) y h), de los presupuestos de las sociedades estatales de 
carácter mercantil ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Rebollo, 
un momento. (Pausa.) 

Puede continuar. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Decía que el 
artículo primero del proyecto de ley establece, en cuanto 
al ámbito del mismo, los presupuestos de las sociedades 
estatales de carácter mercantil y los presupuestos de las 
restantes entidades de Derecho público a que se refiere el 
artículo 6.” del texto refundido de la Ley General Presu- 
puestaria. Esto es un avance porque supone el someti- 
miento a la disciplina presupuestaria de parcelas que que- 
daban excluidas de los Presupuestos Generales del Esta- 
do en cuanto a su ámbito y regulación de anteriores leyes 
presupuestarias. Por tanto, desde ese punto de vista nos 
congratulamos de esta mejora porque es evidente -y 
consta así en el «Diario de Sesiones» del Parlamento- 
que ha sido reiteradamente solicitado por nuestro Grupo 
Parlamentario. 

Pero todavía se puede dar un paso más -que es el que 
se pretende a través de la enmienda parcial que da sen- 
tido a la enmienda a la totalidad- y es el hecho de no ex- 
cluir de la limitación del cumplimiento de las obligacio- 
nes presupuestarias a los créditos extraordinarios y a los 
suplementos de crédito, así como aquellos recursos gene- 
rados en anteriores ejercicios que se incorporan al actual. 
En el artículo 10 se excluyen expresamente estos concep- 
tos. 

Nosotros entendemos que hay que combinar una fór- 
mula en la que quepa arbitrar una cierta flexibilidad con 
el acercamiento máximo posible a los créditos presupues- 
tados. Por otra parte, es algo que la Comisión de Presu- 

puestos pudo constatar a través de la delegación de por- 
tavoces de los distintos grupos parlamentarios que visi- 
taron asambleas parlamentarias y parlamentos de los paí- 
ses de la Comunidad Económica Europea, fundamental- 
mente los Parlamentos inglés y alemán. 

Nosotros pretendemos establecer, a través de nuestra 
enmienda al artículo 10, que se ponga un límite para esa 
exclusión que se contiene en el texto del proyecto, que 
consiste en que se asegure que las obligaciones reconoci- 
das con cargo al Presupuesto del Estado para el ejercicio 
de 1990 se atengan al máximo aprobado por las Cortes Ge- 
nerales con ocasión del presente proyecto de ley, y los cré- 
ditos ordinarios y suplementos de crédito a la práctica eu- 
ropea. Dicha práctica consiste en que esos créditos ex- 
traordinarios y suplementos de crédito no superen un de- 
terminado límite, que nosotros fijamos combinando los 
que el Derecho comparado nos ofrece en el 2,s por ciento 
de los créditos ordinarios. 

Esperamos, señorías, la aprobación por parte de todos 
los Grupos Parlamentarios de esta enmienda del CDS, en 
cuyo caso retiraríamos la enmienda a la totalidad. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Grupo Mixto. 
El señor Larrínaga tiene la palabra. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: Muy brevemente y des- 
de el escaño. 

Se trata de enmiendas técnicas que intentan incorpo- 
rar un cierto rigor a la ejecución presupuestaria. 

Nuestra primera enmienda es de adición al artículo seis 
porque en él se incorporan algunos organismos autóno- 
mos como los puertos, concretamente los autónomos, den- 
tro del ámbito del control presupuestario, y no se incor- 
poran otros. Dicha enmienda va orientada a que sean to- 
dos los puertos autónomos los que se incorporen al ám- 
bito de la ejecución y del control presupuestario. 

La segunda enmienda es de supresión de un párrafo del 
articulo ocho, apartado 2. En nuestra opinión, tal como 
está redactado intenta quitar importancia a lo que es el 
artículo como concepto jurídico básico del Presupuesto, 
dándole una mayor importancia al nivel de otro concep- 
to. Creemos que lo que se intenta con esa excepción que 
se quiere hacer del artículo 70.1 de la Ley General Presu- 
puestaria es introducir un cierto desorden en la ejecución 
presupuestaria, porque el artículo, que es realmente el 
concepto presupuestario jurídicamente válido, pierde im- 
portancia en favor del concepto. Eso introduciría un cier- 
to desorden en la ejecución del Presupuesto de 1990. 

Por tanto, se trata de una enmienda técnica que preten- 
de que este Presupuesto reconozca la validez jurídica, que 
en realidad tiene el artículo, dentro de lo que es el Presu- 
puesto como una entidad jurídica propia y particular. 

En cuanto al artículo diez, se trata de una emnienda de 
adición porque se entiende que tal y como queda en él no 
se incluyen las incorporaciones de crédito, es decir, aque- 
llos gastos que se derivarían para el Presupuesto de 1990 
del de 1989, pudiendo darse la circunstancia de que las 
incorporaciones de crédito procedentes del ejercicio 1989 
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tuvieran que ser financiadas con recursos del Presupues- 
to de 1990. Se trata simplemente de prever que esta cir- 
cunstancia no se produzca. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Larrínaga. 
Enmiendas del Grupo Popular. Tiene la palabra el se- 

ñor Otero. 

El señor OTERO NOVAS: Señor Presidente, no sé si en 
este trámite tengo que defender todas las enmiendas del 
Título 1. 

El señor PRESIDENTE: Sí, señor Otero. Este es el trá- 
mite en el que corresponde la defensa de todas las enmien- 
das relativas al Título 1 y a los Anexos 1, 11 y VII. 

El señor OTERO NOVAS: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. Intentaré hacerlo así. 

El Grupo Parlamentario Popular tiene presentada -y 
defiende en primer lugar- una enmienda a la totalidad, 
de supresión del Capítulo 11 del Título 1 de esta Ley, por- 
que nadie puede sensatamente admitir -nosotros desde 
luego no lo hacemos- que ustedes todos los años, y tam- 
bién en 1990, alteren para el ejercicio económico las nor- 
mas de la Ley General Presupuestaria. Si existe una Ley 
General Presupuestaria, si este Parlamento ha considera- 
do oportuno aprobarla, es precisamente para que sea una 
ley general, una ley marco a la que deban ajustarse las su- 
cesivas leyes de presupuestos. Así lo imponen la lógica y 
el sentido común; así lo ha querido este Parlamento cuan- 
do lo aprobó; así lo han dicho ustedes mismos cuando al 
aprobar el texto refundido de la Ley General Presupues- 
taria han comenzado solemnemente la exposición de mo- 
tivos diciendo que la Ley General Presupuestaria es una 
norma fundamental, ya que en la misma se contienen los 
principios generales de carácter permanente. La han ca- 
lificado de fundamental porque contiene unos principios 
permanentes. Su finalidad clara es la de encauzar y la de 
ser respetada en los sucesivos presupuestos anuales. 

El Grupo Parlamentario Popular no confunde perma- 
nencia con inmutabilidad. Sabemos que toda ley, y tam- 
bién la Ley General Presupuestaria, ha de sufrir sucesi- 
vas mejoras con el paso del tiempo, y aunque es una ley 
joven, con sólo 13 años de vida, hemos ido aceptando la 
política de ustedes de hacerla retoques parciales todos los 
años. 

Desde el punto de vista de la técnica, hemos aceptado 
que en la Ley de Presupuestos de 1987 se autorizara al Go- 
bierno para dictar un texto refundido regularizando, ac- 
tualizando y armonizando toda la normativa. 

Ustedes se excedieron en la autorización. Les llamó la 
atención el Consejo de Estado. Querían hacer una Ley ab- 
solutamente nueva. También este Parlamento se lo auto- 
rizó en la Ley de Presupuestos de 1988. 

Así, desde el 23 de septiembre de 1988, tenemos ya una 
nueva Ley General Presupuestaria, una ley que han hecho 
ustedes mismos a su medida y aprovechando su ya larga 
experiencia de Gobierno. 

Deberíamos esperar que esta nueva Ley General Presu- 
puestaria fuera de principios mínimamente estables. Pues 
no; como en el infierno del Dante, debemos abandonar 
toda esperanza. 

Ya en la Ley de Presupuestos para 1989, que entró en 
esta Cámara a los pocos días de que hubieran aprobado 
la Ley General Presupuestaria, comienzan a reformar la 
propia ley que ustedes acababan de aprobar. En el pro- 
yecto de ley que hoy debatimos vuelven ustedes a propo- 
nernos más y más reformas de la Ley General Presupues- 
taria tan recientemente aprobada. 

A mí me cuesta comprender cómo un Gobierno que tan 
manifiestamente se descalifica a sí mismo se atreve a pre- 
sentar tranquilamente estas reformas a la Cámara. Con- 
fío en que, al menos, en privado, el Partido Socialista se 
haya quejado ante su Gobierno por el papel que les obli- 
ga a defender. 

Pero con ser importante todo lo dicho, no es el tema bá- 
sico de mi intervención. Si las reformas de la Ley Gene- 
ral Presupuestaria que ustedes nos proponen en 1990 fue- 
ran adecuadas -que no lo son y lo veremos en su mo- 
mento-, podríamos pasar por alto su frivolidad, su irres- 
ponsabilidad o su equivocación, si así lo prefieren -y yo 
también lo prefiero-; aceptaríamos una vez más la posi- 
bilidad de la reforma de la Ley General Presupuestaria. 
Pero es que en esta ley no se conforman ustedes con re- 
formar para el futuro la Ley General Presupuestaria; es 
que, además de ello, en este capítulo dos tienen ustedes 
la osadía de derogar partes de la ley para el ejercicio de 
1990, y sólo para 1990. Es decir, ustedes consideran que 
esas partes son válidas para el futuro, pero no las quieren 
para 1990, como no las quisieron para 1989 ni para nin- 
guno de los otros años anteriores. Se dedican ustedes a la 
derogación singular año a año de una ley general. 

No sólo la derogan o suspenden para 1990 en relación 
con proyectos o materias concretas -y así está en el ar- 
tículo nueve del proyecto-, sino que en el artículo ocho 
se permiten derogar o suspender para 1990 los principios 
generales de la Ley, como han hecho todos y cada uno de 
los años que llevan ustedes gobernando. 

Señores del Gobierno, no me contesten ustedes dicien- 
do que es constitucional lo que pretenden. No estoy plan- 
teando problemas de constitucionalidad. Nadie acusa a 
la política económica de este país de ser anticonstitucio- 
nal por el hecho de que produzca dos millones y medio 
de parados. Es gravemente injusta, es gravemente inefi- 
caz, pero no es inconstitucional. Y es que respetando la 
Constitución se pueden cometer muchos disparates, mu- 
chas injusticias. 

Tampoco voy a decir que sus sistemáticas derogaciones 
de la Ley General Presupuestaria sean anticonstituciona- 
les, pero son una burla de esa Ley. Constituyen una de las 
muchas manifestaciones contenidas en su Presupuesto de 
1990 de que ustedes quieren ir suprimiendo los controles 
objetivos de sus actos; de que no aceptan ni siquiera las 
normas generales que ustedes mismos redactan; que quie- 
ren ampliar más y más, permanente y crecientemente, su 
ámbito de poder discrecional; que les apetece, quizá por- 
que son ustedes unos buenos socialistas, ir avanzando en 
dirección hacia el poder total. 
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Desde que ustedes están en el poder se han dedicado 
permanentemente a reducir los criterios de objetividad 
de la acción pública. Es un goteo permanente que con este 
proyecto se convierte en un chorro brutal. 

He calificado ante los medios de comunicación a este 
proyecto de ley como la ley del descontrol. Creo que es su 
principal característica y creo no haber exagerado. 

Tengo anotadas 44 medidas contenidas en este proyec- 
to que tienen como finalidad la reducción de controles y 
el aumento de la discrecional administrativa. En bastan- 
tes casos incluso alteran ustedes normas de control que 
han estado vigentes en las dos dictaduras que en España 
hemos tenido en este siglo. 

Yo no voy a acusarles ahora a ustedes de ninguna 
corrupción (Rumores.) pero con toda naturalidad, con res- 
peto, con todo mi respeto que les brindo a todos y a cada 
uno de ustedes en esta intervención y en las siguientes, 
yo les imputo algo mucho peor: las medidas que ustedes 
van aprobando todos los años y las que ahora nos propo- 
nen, no son una corrupción, pero abren un anchísimo 
campo para miles y miles de corrupciones; son política- 
mente mucho más graves que un acto de corrupción. Lo 
iremos viendo al comentar los distintos títulos de la ley, 
pero también en este Título 1, quizá el menos llamativo 
aunque no el menos importante en el sentido de mi de- 
nuncia. La opinión pública podrá visualizar mejor mi ale- 
gato cuando lleguemos al tema de contratos, de gestión 
de patrimonio o de deuda pública. 

En el artículo diez del proyecto establecen ustedes que 
el conjunto de las obligaciones reconocidas en 1990, sal- 
vo créditos extraordinarios y suplementos de crédito, no 
podrán exceder de la cuantía total de los créditos que se 
aprueban en esta ley. Han dado ustedes mucho aire y mu- 
cha resonancia a este artículo diez. Lo destacan expresa- 
mente en la exposición de motivos aclarando que con él 
implantan un nuevo instrumento de control y le han he- 
cho mucha propaganda para presentarse como gestores 
escrupulosos capaces de autolimitarse. 

Señores del Gobierno, me siento sorprendido y perple- 
jo con la frescura de su planteamiento, porque el criterio 
legal de que no se pueden superar los créditos presupues- 
tarios en gastos está establecido no sólamente para el re- 
conocimiento de obligaciones, sino para el mero compro- 
miso, en el artículo 60 de la Ley General Presupuestaria, 
tanto en su versión actual como en su versión originaria 
de 1977 y está establecido bajo sanción de nulidad. Así fi- 
guraba también en el artículo 39 de la vieja Ley de Admi- 
nistración y Contabilidad de la Hacienda Pública de 1." 
de julio de 1911. Entonces, (por qué introducen ustedes 
el artículo diez en el proyecto? Pues porque lo que uste- 
des hacen, coherentemente con su postura sistemática de 
ir aumentando paso a paso la discrecionalidad del poder, 
es suprimir controles en vez de innovarios, como dicen en 
su propaganda. 

Las novedades de su artículo diez son las siguientes: 
que las limitaciones que desde siempre afectan a los com- 
promisos de gasto, ustedes las reducen al reconocimiento 
de obligaciones, que es un concepto menos amplio; que 
las limitaciones, que tradicionalmente están concebidas 

para todo tipo de gastos, ustedes las reducen a sólo las 
operaciones no financieras; y, sobre todo, que mientras 
desde 1911 la limitación afecta no sólo al conjunto del 
gasto, sino a los gastos de cada programa, de cada capíu- 
lo o de cada concepto, ahora ustedes, para 1990, las redu- 
cen expresamente a sólo el conjunto de las obligaciones, 
es decir al límite global del gasto, de modo que se habi- 
litan para sobrepasarlo en los conceptos que deseen. 

Señores del Gobierno, la finalidad del presupuesto es 
facilitar al Gobierno fondos suficientes, pero limitados, 
para atenciones concretas; por eso el presupuesto se de- 
sagrega en programas, en seccioines, en capítulos, en ar- 
tículos, en vez de limitarse a conceder un crédito global. 
Ello no supone una atadura excesiva, porque para eso está 
el presupuesto, porque en caso de necesidad en algún pro- 
grama o concepto pueden ustedes pedir -y de hecho pi- 
den- créditos extraordinarios, suplementos de crédito y 
pueden también pedir anticipos a cuenta durante la tra- 
mitación de los proyectos. 

Lo que ustedes pretenden con este artículo diez es car- 
garse el presupuesto, es convertir en comedia nuestro tra- 
bajo parlamentario, es tener las manos más libres que 
nuestros monarcas absolutos, más que el César Carlos V. 
Por ello y para el supuesto de que su mayoría nos impon- 
ga el mantenimiento del capítulo, presentamos dos en- 
miendas, la 727, para que la limitación del artículo diez 
afecte no sólo a la globalidad del gasto, sino al gasto en 
todos los capítulos y programas, y la 728 por la que la 
obligación del Gobierno de dar cuenta de la ejecución pre- 
supuestaria se refiera no sólo a las obligaciones del ar- 
tículo diez, sino a las modificaciones presupuestarias que 
se efectúen en los artículos ocho y nueve. 

Señor Presidente, al tener que defender en el mismo 
acto todas las enmiendas al Título 1, diré muy brevemen- 
te unas palabras sobre la regla quinta del artículo ocho. 
Los servicios administrativos de inspección constituyen 
una actividad seria del Estado que ha de ser eficaz y que 
ha de contar con el respeto de los ciudadanos. Por eso de- 
ben dotarse presupuestariamente de forma suficiente 
para poder desarrollar los planes de inspección que se ha- 
yan programado como adecuados. Una infradotación pre- 
supuestaria conduce a la ineficacia, una superdotación 
conduce al despilfarro. 

Por ello, si como se pretende en el proyecto, los ingre- 
sos por sanciones y recargos de la inspección generan cré- 
dito para el mejoramiento del servicio, ocurre que se pien- 
sa que están infradotados, en cuyo caso no hay que correr 
el albur de su mejora, hay que mejorarlos ya; es que se 
liga la eficacia del servicio a que los inspectores sean di- 
ligentes o que los ciudadanos sean perversos, mientras 
que si los ciudadanos son cumplidores o si los inspecto- 
res no son diligentes, el servicio no mejorará. Se viola un 
principio presupuestario básico, cual es la no afectación 
de los ingresos. Se crea un precedente que con la misma 
razón y fundamento invocarán otros colectivos y volvere- 
mos a las cajas especiales y a las cajas corporativas. Se 
desprestigia socialmente a la inspección y se lleva el des- 
control a los órganos que la ejercen, sentando las bases 
de la corrupción. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Otero, le ruego que con- 
cluya. 

El señor OTERO NOVAS: Sí, señor Presidente, conclu- 
YO. 

Hay quien ha dicho que el precepto que impugnamos 
lo han concebido ustedes para subir las retribuciones de 
los funcionarios de la Inspección. No sabemos si es cier- 
to; nada nos dicen en el proyecto, nada nos han aclarado 
en la Comisión. Nuestro grupo quiere manifestar que es 
consciente de que las retribuciones de muchos funciona- 
rios públicos no son competitivas con el sector privado y 
ello produce la degradación y el abandonismo en impor- 
tantes tareas del Estado. 

En 1978, y desde esta tribuna, yo les dije a ustedes que 
los criterios socialistas en materia de abanico salarial de 
la Función Pública conducirían a convertir la Administra- 
ción en un gigantesco centro de formación profesional 
gratuita al servicio de la empresa privada y del sector pri- 
vado. Ustedes se aferraron entonces a sus dogmas. Si aho- 
ra, acuciados por el desastre al que les lleva el manteni- 
miento de sus principios, desean solucionar el problema, 
nuestro grupo estará dispuesto a colaborar. Buscaremos 
y apoyaremos soluciones razonables, tanto para la inspec- 
ción como para cualquier otro colectivo en sus mismas 
circunstancias; pero no acudamos, como ustedes hacen 
ahora, a la afectación de ingresos, a la creación de cajas 
corporativas, y menos aún si esas cajas se han de dotar 
con el dinero de las sanciones, que si no es un dinero ne- 
gro es, por lo menos, un dinero gris oscuro. No sean us- 
tedes regresivos, no quieran destruir avances que fueron 
muy costosos de conseguir en los años sesenta. 

Señor Presidente a falta de tiempo, concluyo dando por 
defendidas todas las demás enmiendas de mi grupo a los 
distintos artículos de este Título 1. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Otero. Entien- 
do que no sólo las del Título 1, sino las del bloque anun- 
ciado, es decir, también las de los anexos correspondien- 
tes. (Asentimiento.) 

Por el Grupo Vasco, tiene la palabra el señor Marquet. 

El señor MARQUET ARTOLA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Brevemente porque vamos a intentar coope- 
rar para que este debate tenga la agilidad que yo creo ne- 
cesita. 

Al Título 1 hemos presentado dos enmiendas, la núme- 
ro 83, de supresión de la regla segunda, puesto que con- 
sideramos que esta regla debe tener vigencia indefinida y 
no limitada a la Ley de Presupuestos de 1990, por ser con- 
sustancial, fundamentalmente su segundo párrafo, con el 
concepto de presupuestos por programas y con sus obje- 
tivos correspondientes, 

La enmienda número 84 es de adición a la regla quinta 
del artículo ocho, que dice que podrán generar crédito en 
los estados de gasto de los centros que realizan funciones 
de inspección y control, los ingresos derivados de sancio- 
nes y recargos acordados en los correspondientes proce- 

dimientos administrativos. Nuestra propuesta es adicio- 
nar: ((teniéndose en cuenta, en todo caso, la prohibición 
contenida en el artículo treinta de la presente ley». 

Creemos que conviene aclarar que las generaciones de 
créditos que se correspondan con la aplicación de esta re- 
gla y que llevan a cabo las distintas funciones de inspec- 
ción y control, no sirvan para incrementos indirectos en 
las retribuciones del personal, sino para la que es verda- 
deramente el objeto de esta regla quinta. 

Esas son nuestras dos enmiendas al Título 1. 
Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Catalán (Conver- 
gencia i Unió), tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
A este primer bloque nuestro grupo parlamentario tie- 

ne planteado un conjunto de enmiendas concretas con 
ánimo de introducir en el texto del proyecto de ley unas 
modificaciones a los procedimientos de ejecución del mis- 
mo. Concretamente las enmiendas planteadas van dirigi- 
das al Capítulo Segundo, que regula las normas de modi- 
ficación y ejecución de los créditos presupuestarios. La 
enmienda 107, al Capítulo Segundo se plantea con la fi- 
nalidad de introducir una excepción a la regla quinta que 
introduce el artículo ocho del proyecto de ley. Dicho ar- 
tículo en su regla quinta establece que se autoriza que 
puedan generar crédito en los estados de gastos de los cen- 
tros que realizan funciones de inspección y control, aque- 
llos ingresos derivados de sanciones y recargos acordados 
en los correspondientes procedimientos administrativos. 

La enmienda, señorías, se introduce con el pretexto de 
eliminar la posibilidad de que esos créditos generados por 
ingresos derivados de sanciones y recargos por parte de 
los centros que realizan funciones de inspección y control, 
puedan ser destinados a mejorar retribuciones del perso- 
nal. Entendemos que estas mayores recaudaciones deben 
destinarse a introducir criterios de gestión y adquisición 
de nuevas técnicas, de nuevos métodos, pero no destinar- 
se a retribuciones de personal. 

Las dos restantes enmiendas a este mismo capítulo, de 
normas genéricas en las vías de ejecución, hacen referen- 
cia a introducir adicionalmente en el artículo diez, que re- 
gula esa limitación genérica al reconocimiento de obliga- 
ciones que se ha introducido en la Ley de Presupuestos 
para este año. Es una novedad en relación con el gasto pú- 
blico puesto que se ha introducido este año. Nosotros en- 
tendemos que si no se complementa esa autorización ge- 
nérica que se incorpora en el proyecto con otras dos, que 
son las que proponen nuestras enmiendas, va a ser poco 
efectiva esta declaración general. Concretamente, seño- 
rías, en la enmienda 109, y en aras de la efectividad de 
esas limitaciones, nosotros planteamos que no se permita 
la aplicación a los créditos del ejercicio corriente órdenes 
de pagos derivadas de compromisos adquiridos en ejerci- 
cios anteriores. Se trata de introducir ya para el año 1990 
la suspensión de lo que se establece en el artículo 63.2, b) 
de la Ley General Presupuestaria, en el sentido de permi- 
tir aplicar a los créditos del ejercicio corriente las órde- 
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nes de pago de obligaciones derivadas de compromisos de 
gastos adquiridos en ejercicios anteriores. A juicio de 
nuestro grupo sería bueno, que a partir de este ejercicio 
económico empezáramos ya a introducir la suspensión de 
esta autorización de la Ley General Presupuestaria. 

Paralelamente complementamos este artículo diez con 
otra enmienda, en el sentido de que las autorizaciones a 
las ampliaciones de crédito previstas en el Anexo 11 de la 
Ley, no tengan efectividad a no ser que se complementen 
con las correspondientes bajas en otros créditos dentro de 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el mis- 
mo ejercicio económico. Si queremos realmente contro- 
lar el crecimiento del gasto público, se trata, señorías de 
que la autorización para la ampliación de los gastos ven- 
ga sometida a una restricción de complementación -mi- 
noración en este caso- de otros créditos que se contem- 
plan en el mismo texto del proyecto de ley. 

Otras enmiendas que planteamos en ese mismo bloque, 
van dirigidas a las normas de ejecución del presupuesto 
de la Seguridad Social. Dichas enmiendas, señorías, tie- 
nen una motivación general. Entendemos que el proceso 
de participación .a posteriori)) en las desviaciones que ex- 
perimenta el gasto del Insalud aplaza los problemas de te- 
sorería para la Administración central a los ejercicios si- 
guientes, pero genera problemas de tesorería para las ad- 
ministraciones de las comunidades autónomas que han 
recibido las correspondientes competencias en materia de 
sanidad. 

Nuestro grupo entiende que hay que introducir en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado criterios de au- 
tomatismo y equidad en la gestión y aplicación de los pre- 
supuestos de la Seguridad Social. Concretamente la en- 
mienda 110 tiene por objeto homogeneizar el procedi- 
miento de financiación entre el que en el proyecto de ley 
se reconoce para el Insalud y el que entendemos debe apli- 
carse también a la sanidad transferida a otras adminis- 
traciones públicas. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Homs. 
(Pausa.) Puede continuar, señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
Decía, señorías, que planteamos introducir tres modi- 

ficaciones a las normas de ejecución del presupuesto de 
la Seguridad Social en el sentido de introducir criterios 
de automatismo en la aplicación de todos los sistemas de 
cobertura financiera de las desviaciones del gasto que 
puedan tener las administraciones de la Sanidad. Concre- 
tamente proponemos que en los expedientes de incremen- 
to de gastos que promueva el Instituto Nacional de la Sa- 
lud y que se financien durante el ejercicio por aportación 
del Estado, se incluya también la parte proporcional que 
corresponde a las comunidades autónomas de gestión 
transferida. Se trata, señorías, de un problema que veni- 
mos arrastrando desde hace años, con una incidencia im- 
portante en lo que podía ser la efectividad y la eficiencia 
en la gestión de estos servicios. Entendemos que ya que 
en esta ley se introducen algunos criterios nuevos, para 
que sean aplicables a la gestión que debe desarrollar el In- 

salud, también debe contemplarse en estos preceptos la 
sorrespondiente referencia a la gestión que realizan aque- 
llas otras administraciones públicas que han recibido la 
transferencia de los servicios de sanidad y que, por tanto, 
ya no los gestiona el Insalud. Sus señorías saben que el 
mecanismo de financiación de las comunidades autóno- 
mas, en lo que hace referencia a la Sanidad, se establece 
Fuera del sistema general de financiación; por tanto, el 
mecanismo es común tanto para el Insalud como para las 
administraciones que han recibido las transferencias de 
la Sanidad. En este sentido entendemos que si se autori- 
za a que estos incrementos de gastos que promueva el In- 
salud vayan a cargo del Estado, y se instrumentalizan los 
mecanismos para ello, también debe reconocerse en esa 
ley que estas coberturas con cargo al Estado se extiendan 
también a los incrementos de gasto que deben realizar las 
comunidades autónomas que han recibido los servicios 
transferidos en materia de Sanidad. En este sentido la en- 
mienda 113 hace referencia específicamente a los gastos 
de prestación farmacéutica, donde en cada ejercicio eco- 
nómico hay un incremento de gasto correspondiente que 
en una parte lo asume el Insalud y en otra los servicios 
de las Administraciones correspondientes de las comuni- 
dades autónomas. Por tanto, si hay una autorización en 
esta ley de Presupuestos a compensar financieramente 
con cargo al Estado estas desviaciones de gasto, también 
debe articularse en estos mismos preceptos la que corres- 
ponda aplicar a la gestión que realizan las comunidades 
autónomas. 

Por último, señor Presidente, nuestro grupo también 
plantea en este bloque, al anexo 11 del proyecto de ley de 
Presupuestos, unas enmiendas puntuales que se presen- 
tan como consecuencia de otras enmiendas planteadas a 
secciones que serán debatidas más adelante (concreta- 
mente a la Sección 31), donde coherentemente con la en- 
mienda que se plantea de introducir una aplicación nue- 
va en la ley de Presupuestos del Estado, se prevea el ca- 
rácter de crédito ampliable para estas aplicaciones que se 
propone introducir. Este es el caso, por ejemplo, de los 
gastos propuestos en una sección en concreto para aten- 
der los créditos que deben afrontar los gastos de capita- 
lidad del Ayuntamiento de Barcelona. Mi compañero de 
Grupo parlamentario, José María Cullell, defenderá, en su 
momento, en la Sección 31, los gastos que corresponden 
a esta finalidad, como también los referentes al Metro de 
Barcelona, que se incorporaran a través de una enmien- 
da a la sección correspondiente, y se le da en el anexo 11 
el carácter de ampliable. 

Por tanto, señor Presidente, no me extiendo más en es- 
tas enmiendas porque el objetivo último que persiguen 
será defendido exhaustivamente en el momento en que se 
discuta la sección correspondiente. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Homs. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: El debate de estos pre- 
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supuestos se ha caracterizado en las reuniones de Ponen- 
cia y de Comisión por dos notas que yo creo que es con- 
veniente resaltar en esta primera intervención: la prepo- 
tencia del Grupo Socialista, que no ha aceptado ni una 
sola de las 1.500 enmiendas (algunas se ha visto que to- 
dos los gkpos de la oposición coincidimos en que son pre- 
cisas mejoras técnicas, pero a pesar de eso no las han 
aceptado) y la segunda característica sería los intentos de 
escapar al control parlamentario por parte del Gobierno 
en razón a su exigua mayoría en esta Cámara. 

Para ello, van dos botones de muestra. 
Las enmiendas que hemos presentado a este Título1 

son al Capítulo segundo. «Normas de modificación y eje- 
cución de créditos presupuestarios)), en la línea que ha se- 
ñalado algún otro Grupo, pretenden eliminar en parte 
-hasta ahora vano intente-, la segunda característica, 
el escape que pretende el Gobierno al control parlamen- 
tario. La enmienda número 519, propone efectivamente 
- c o m o  también se ha diche-, la supresión de esta regla 
quinta, del artículo ocho, que prevé la generación de cré- 
ditos en virtud de los ingresos derivados de sanciones y 
recargos. 

Nosotros en Comisión, como pretendemos hacerlo aho- 
ra, dimos mucha importancia a este artículo que se pro- 
pone en el proyecto de ley. Generar créditos por las san- 
ciones y recargos es romper un principio que ha costado 
en la Administración española mucho tiempo, es volver a 
elementos del antiguo régimen, donde no había sueldo 
sino arancel, es romper d o m o  se ha dicho también- el 
principio de no afectación, que es un principio básico del 
derecho presupuestario, y que, además, induce a todo tipo 
de descontroles en la aplicación. 

Si la Ley 3011984, después de algunos años de dudas, es- 
tableció nuevamente que los funcionarios públicos perci- 
ben el sueldo con todos sus complementos, incluido el de 
productividad, pero de una forma tasada, controlable, no 
sólo por esta Cámara sino por los sindicatos, etcétera, en- 
trar ahora en una generación imprecisa (nadie ha sabido 
decir cuál puede ser el alcance en el ejercicio 1990 del fru- 
to de esas sanciones y recargos) supone como digo, rom- 
per principios que la Administración española había con- 
seguido tras largos siglos. 

En todo caso, en la enmienda 520 nosotros proponemos 
que si el grupo mayoritario mantiene esta regla quinta 
del artículo ocho se añada, por lo menos, que de esas ge- 
neraciones se deberá dar cuenta a las Comisiones de Pre- 
supuestos del Congreso y del Senado. 

Si se producen esas generaciones, que por los menos se 
dé cuenta a las Comisiones. Se ha hecho así, por ejemplo, 
en la regla primera, del artículo nueve, uno, para las in- 
corporaciones de remanentes de la Sección 14, Ministerio 
de Defensa, donde se ha añadido que se dará cuenta a las 
Comisiones de Presupuestos. Bien: si eso se ha admitido 
para las incorporaciones de remanentes del Ministerio de 
Defensa, creemos que esta excepcionalidad de las genera- 
ciones de crédito por las sanciones y recargos también de- 
bería llevar consigo que se dé cuenta a las Comisiones de 
Presupuestos. 

La enmienda número 521 es también de supresión del 

párrafo segundo del artículo nueve, dos. Dice que corres- 
ponde al Ministro de Defensa autorizar las generaciones 
de crédito previstas en el artículo 71 b) de la Ley General 
Presupuestaria, es decir, de las enajenaciones. Nosotros 
creemos que también aquí, de nuevo, se rompe un prin- 
cipio de no afectación. ¿Por qué? ¿Por qué el Ministro de 
Defensa ha de ser quien autorice las generaciones o las 
enajenaciones de inmuebles? ¿Por qué no el resto de mi- 
nisterios? 

Nosotros creemos que, además, esto, dadas las peculia- 
ridades del Ministerio de Defensa, supone un peligro im- 
portante en estos momentos para las ciudades, para los 
problemas urbanísticos. 

Su señoría sabe que el Ministerio de Defensa es en es- 
tos momentos propietario deten ador - c r e o  que se pue- 
de decir que propietario por toca esa serie de cláusulas 
que atribuyen al Ministerio la posibilidad de decidir so- 
bre los inmuebles- de una gran cantidad de suelo urba- 
no o urbanizable en nuestras ciudades. Creo que es, pro- 
bablemente, uno de los mayores propietarios. El párrafo 
segundo del artículo nueve, dos, convierte al Ministro, en 
juego con el artículo ochenta y cinco del dictamen de la 
Comisión, en uno de los mayores propietarios de suelo de 
este país. Porque el artículo ochenta y cinco, quiero re- 
cordar a SS. SS., pretende permitir al Gobierno las ena- 
jenaciones directas, siempre que no superen dos mil mi- 
llones de pesetas. El artículo ochenta y cinco, en juego 
con éste que permite al Ministro de Defensa autorizar las 
generaciones de crédito por enajenaciones de inmuebles, 
creemos que es muy grave. Además, romper la regla ge- 
neral de la Ley del Patrimonio del Estado, de los artícu- 
los 36 y 37, de que todas las enajenaciones van al Tesoro 
público, supone distorsionar o, por lo menos, cabe supo- 
ner que se van a distorsionar gravemente los presupues- 
tos del Ministerio de Defensa. 

Esta Cámara debe controlar los presupuestos de todos 
los Ministerios, incluido el Ministerio de Defensa. Una ge- 
neración de wéditos, autorizada exclusivamente por el 
Ministro de Defensa, de un patrimonio inmobiliario tan 
importante como es el de este Ministerio, supone, como 
decía al principio, que lo que está pretendiendo el Gobier- 
no es escapar al control parlamentario. 

Señorías, la coincidencia de los grupos de la oposición 
no debe alarmar ni asustar a nadie. Se trata de contrarres- 
tar los intentos del Gobierno de escapar al control de esta 
Cámara y de contrarrestar también la prepotencia que ha 
mostrado el Grupo Socialista en la Ponencia y en la Co- 
misión de no aceptar siquiera las mejoras técnicas pro- 
puestas por la oposición. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez. 
El señor Mardones tiene la palabra para defender sus 

Para turno en contra tiene la palabra el señor Bergasa. 
enmiendas. (Pausa.) Se dan por decaídas. 

El señor BERGASA PERDOMO: Muchas gracias, señor 

Señoras y señores Diputados, el Grupo Parlamentario 
Presidente. 
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Socialista va a sostener el texto del dictamen de la Comi- 
sión legislativa correspondiente y, por consiguiente, en los 
términos del proyecto de ley presentado por el Gobierno, 
con aquellas correcciones introducidas en la misma. 

Con independencia de que haré determinadas matiza- 
ciones respecto a enmiendas planteadas por algunos gru- 
pos parlamentarios, quisiera decir, en primer lugar, por- 
que no debe quedar otra impresión, como consecuencia 
de este debate, en el ambiente de la Cámara, que recha- 
zamos rotundamente afirmaciones tales como las de pre- 
potencia, frivolidad o prima a la discrecionalidad de la ac- 
ción del Gobierno en la ejecución del presupuesto del Es- 
tado o en relación con cualquier aspecto que se refiera al 
necesario control previsto en las disposiciones vigentes, 
en materia del gasto público o de los ingresos públicos. 
Las rechazamos porque, señoras y señores Diputados, no 
podemos seguir aceptando que lo que refleja, en definiti- 
va, el resultado político plasmado en las Cortes Genera- 
les y específicamente en el Congreso de los Diputados se 
siga considerando por algunos grupos como comporta- 
mientos de prepotencia. Son comportamientos coheren- 
tes y consecuentes con las posiciones que defendemos res- 
pecto de cuáles deban ser y cuáles serán las normas que 
el Gobierno y el Partido Socialista apliquen a los crite- 
rios de gestión presupuestaria. 

En ningún caso, el Grupo Parlamentario Socialista y, 
en definitiva, el Gobierno están cerrados -como han rei- 
terado repetidamente tanto el Presidente como los miem- 
bros del Gobierno en esta Cámara- a cualquier vía de 
diálogo o acuerdo que conduzca a la introducción de ins- 
trumentos de mejora tanto del control necesario de la ac- 
ción del Gobierno como de cualquier otro aspecto de la 
política general del Estado. Por consiguiente, y con esto 
quiero dar por finiquitada en mi intervención cualquier 
referencia a ese aspecto, partimos de la base de que tra- 
tamos de reconducir el debate presupuestario a los justos 
términos en los que el mismo debe estar situado. 

Entrando de lleno en la materia de las enmiendas que 
se han formulado al Título 1 del proyecto de ley y especí- 
ficamente a la del Grupo Parlamentario del Centro De- 
mocrático y Social, quiero decir que, evidentemente, no 
vamos a aceptar la enmienda de totalidad porque enten- 
demos que el proyecto de ley contiene una mejora sustan- 
cial respecto de lo que deba ser el cumplimiento estricto 
de la Ley General Presupuestaria en el contenido y defi- 
nición pormenorizada y, en cualquier caso, como dije an- 
tes, en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de 
la determinación precisa de los créditos consignados en 
el Presupuesto. Además, contiene dos mejoras sustancia- 
les, independientemente del legítimo criterio que SS. SS. 
puedan mantener. La primera es la fijación de los gastos 
fiscales a los que, por cierto, se ha presentado una enmien- 
da del grupo Popular, a la que no se ha hecho referencia, 
dentro del Título 1. Querría recordar al señor Otero No- 
vas que en el anexo de los documentos presupuestarios 
consta el detalle pormenorizado de los gastos fiscales fi- 
nancieros con cargo al proyecto de ley de Presupuestos; 
están consignados pormenorizadamente en el informe 
económico-financiero del presupuesto. 

La segunda mejora sustancial, independientemente de 
los diferentes criterios que podamos mantener, es la que 
contiene el artículo diez del proyecto de ley. Porque el ar- 
tículo diez -y contesto en ese sentido a la crítica que se 
haya podido hacer desde la perspectiva del concepto que 
contiene, no tanto desde la perspectiva de los criterios 
cuantitativos que deban aplicarse a la limitación de los 
gastos públicos sino de la consideración que merezca este 
p r e c e p t e  es absolutamente respetuoso con la normati- 
va contenida en la Ley General Presupuestaria, en tanto 
que la misma prevé que las obligaciones reconocidas en 
el presupuesto deberán, en cualquier caso, cumplirse en 
los términos y en las cuantías consignadas en el mismo, 
y que los compromisos de gastos no podrán excederlo en 
tanto en cuanto esos compromisos de gastos no respon- 
dan a normas o disposiciones de rango legal. Por consi- 
guiente, no existe contradicción alguna respecto de que 
el proyecto defina en términos de límites legales lo que, 
por otra parte, ya viene perfectamente definido en el cuer- 
po normativo que lo regula. 

Sin embargo, entendemos -y lo entendemos en tanto 
en cuanto cualquier mejora sustancial que pueda incor- 
porarse al texto del proyecto nos parece razonable- que 
en los términos en que ha sido formulada, no en los pre- 
cisos términos pero sí en cuanto al objetivo final, la en- 
mienda parcial del Grupo Parlamentario del Centro De- 
mocrático y Social al artículo diez, respecto del estable- 
cimiento de un límite cuantitativo, nuestro Grupo Parla- 
mentario estaría dispuesto, en la medida en que el Grupo 
Parlamentario del CDS lo estimase oportuno y mediante 
la apropiada vía procedimental, a introducir un texto en 
el dictamen de la Comisión, en el sentido de establecer 
que los créditos extraordinarios y suplementos de crédi- 
tos que puedan autorizarse durante el ejercicio presu- 
puestario, además de la limitación que ya contiene en sí 
el proyecto de ley, no superen el 2,5 por ciento de los cré- 
ditos consignados en los estados de gasto del Presupuesto. 

En relación con las enmiendas del Grupo Mixto presen- 
tadas por el señor Larrínaga, quiero decir que nosotros 
entendemos que la definición y los contenidos previstos 
en el proyecto de ley -más allá de la precisión que aca- 
bo de hacer referida a la enmienda parcial del Grupo Par- 
lamentario del Centro Democrático y Social- son correc- 
tos. Por consiguiente, no es necesario introducir modifi- 
caciones adicionales de ningún tipo. 

Sí quiero hacer una referencia expresa y, si SS. S S .  me 
lo permiten y no ataco la cortesía parlamentaria, simul- 
tánear en la misma las enmiendas que se han presentado 
en relación con las reglas 5 :  y 2: del artículo ocho. Em- 
pezaré por la regla S:, porque han coincidido diferentes 
grupos parlamentarios, aunque con distinta valoración y 
distinta apreciación de cuál sea el significado último de 
esta norma. En unos casos ha de decir que el Grupo So- 
cialista, en la medida que asume como Grupo del Gobier- 
no la responsabilidad por la acción de la Administración 
pública, no comparte criterios tan negativos y, si SS. SS. 
me lo permiten, yo diría que en algunos casos verdadera- 
mente impropios, vertidos respecto a la Administración 
del Estado, con adjetivos que pueden, en algún aspecto, 
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recordar calificativos, que suponen una actitud de autén- 
tico menosprecio. La regla 5: del artículo ocho, que en 
ningún caso supone violar norma de gestión alguna y mu- 
chísimo menos de control presupuestario, autoriza a que 
puedan generarse créditos. Por consiguiente, se parte del 
principio de que, estando calculados en el Presupuesto los 
gastos y las asignaciones de recursos necesarias para que 
esos servicios -que no tienen que ser precisamente los 
que algunos de SS. SS. han referid- cubran sus necesi- 
dades, pueden ampliar esa capacidad de gastos en la me- 
dida en que lo justifiquen, como lo pone de manifiesto el 
hecho de que la generación de gastos deba venir precedi- 
da, lógicamente, por la autorización correspondiente. 

En relación con las enmiendas presentadas por el Gru- 
po Parlamentario Minoría Catalana, quiero decir que no- 
sotros no estamos de acuerdo en que la traducción que 
deba hacerse de la regla del artículo diez tenga que refe- 
rirse, en ningún caso, a los problemas derivados de la ne- 
cesidad de que en el Presupuesto se contemplen gastos 
plurianuales, puesto que la del texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria ya prevé que esos compromisos 
tengan que afectarse, dentro de cada presupuesto, respec- 
to de los límites de crédito que en cada caso correspon- 
dan. Por consiguiente, respondiendo a esta cuestión, en- 
tendemos que la definición que hace el artículo diez es la 
correcta, con la salvedad a la que antes he hecho referen- 
cia. 

Al señor Otero Novas quiero decirle que, a nuestro jui- 
cio, tan malo como mentir es decir una verdad a medias. 
El artículo 60 de la Ley General Presupuestaria, como he 
dicho, prevé que se puedan ampliar los compromisos de 
gastos mediante los oportunos instrumentos legales. Por 
consiguiente, inferir por extensión que esto puede supo- 
ner una violación sistemática de los principios de control 
presupuestario, nos parece que es una licencia exagerada 
respecto de cuál deba ser un juicio de intenciones correc- 
to derivado de la letra del proyecto de ley que ahora de- 
batimos. 

Por último, señor Presidente, señoras y señores Diputa- 
dos, quiero decir al portavoz del Grupo Parlamentario de 
Izquierda Unida que sinceramente no entendemos y, por 
consiguiente, no podemos compartir la actitud de S. S. 
respecto a la regla contemplada en el artículo nueve del 
proyecto, en cuanto a la competencia del Ministro de De- 
fensa para incorporar créditos generados como conse- 
cuencia de enajenación de inmuebles que están adscritos 
al patrimonio del Ejército. Esta es una regla muy elemen- 
tal porque lo que se pretende es no provocar un desequi- 
librio funcional y, por consiguiente, de dotaciones nece- 
sarias para el cumplimiento de las misiones y para cubrir 
las necesidades derivadas de las misiones de las Fuerzas 
Armadas respecto de un patrimonio que, estando afecta- 
do a las obligaciones derivadas de esas misiones, debe ge- 
nerar los recursos necesarios para que las Fuerzas Arma- 
das puedan hacer frente a sus obligaciones sin que, como 
consecuencia de las tranferencias de las unidades milita- 
res o de cualquier otra decisión adoptada por las autori- 
dades responsables del Ejército, El Ministerio de Defensa 
y los correspondientes Jefes de Estado Mayor, tuviesen 

que afectar a los Presupuestos Generales del Estado, obli- 
gando al Gobierno y a las Cortes Generales a tener que 
contemplar leyes o procedimientos excepcionales de do- 
tación de recurso a las Fuerzas Armadas. Esa es la expli- 
cación; no hay otra. No existe ninguna oscura ni preten- 
dida justificación en los términos que hemos creído en- 
tender de las palabras de S.  S.  

Por consiguiente, hecha la salvedad a la que me he re- 
ferido, el Grupo Parlamentario Socialista va a sostener en 
todos sus términos el contenido del Título 1 del proyecto 
de ley y, por tanto, del dictamen de la Comisión. Muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bergasa. 
Tiene la palabra el señor Padrón para consumir el res- 

to del turno en contra. 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, en la exposición general que ha 
hecho el portavoz del Grupo Popular relativa a este Títu- 
lo 1 del proyecto de Presupuestos, aunque no se ha refe- 
rido de forma concreta al artículo once, entiendo que una 
buena parte de sus críticas podrían estar fundamentadas 
en las enmiendas que ha presentado a este artículo. 

Yo querría explicar, aunque sea brevemente, las razo- 
nes de este artículo once de la ley de Presupuestos para 
1990, que se refiere a normas para el control, estableci- 
miento y autorización de gastos en la asistencia sanita- 
ria. En la Ley 3711988, de Presupuestos Generales del Es- 
tado para el año 1989, se estableció una norma en el ar- 
tículo nueve, cuatro, señor Otero Novas, similar a la que 
figura ahora en esta ley de Presupuestos para 1990. La ra- 
zón es la siguiente. A partir de 1989 la asistencia sanita- 
ria que se prestaba a través del Insalud pasó a financiar- 
se con una consignación presupuestaria finalista. Es de- 
cir, a partir de dicho año el Estado asume la financiación 
de la asistencia sanitaria a través del Insalud con cargo 
al presupuesto del Estado, que hasta entonces se finan- 
ciaba a través del Presupuesto de la Seguridad Social. 

Por esta razón se estableció la reseñada norma que hace 
referencia a una cláusula de salvaguardia, de forma que 
aquellos gastos del Insalud de 1988, gastos comprometi- 
dos y no certificados, y cualquier otro gasto que no se hu- 
biera podido imputar, incluso por carencia de crédito, en 
al año 1988 se tendrían que financiar con cargo a las par- 
tidas de gastos no finalistas del Presupuesto del Insalud 
del año 1989. Se trataba, señor Otero Novas, de estable- 
rer una limitación para no incrementar el gasto y, por 
tanto, la aportación que la Ley de Presupuestos estable- 
;ía para financiar el gasto sanitario. Esta es la razón de 
mantener esta norma para el Presupuesto de 1990, con la 
Finalidad de no imputar al Presupuesto, y por tanto obli- 
:ación del Estado, gastos anteriores al año 1989 que no 
hayan podido ser satisfechos hasta esa fecha. 

La seguna parte del apartado tres hace referencia a la 
iecesidad de establecer también en el presupuesto del IN- 
SALUD para el año 1990 la parte correspondiente de in- 
:remento habido en los presupuestos del Insalud transfe- 
:ido a las comunidades autónomas y que, como conse- 
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cuencia de los decretos de transferencias, tienen la obli- 
gación de ser recogidos en el presupuesto siguiente. Es- 
toy contestando también a una parte de la enmienda de 
Minoría Catalana. 

A l  apartado cuatro de este artículo once hay una en- 
mienda del Grupo Popular para que se elimine una frase 
relativa a la tramitación de créditos del año 1990 que pue- 
da originar el Insalud como consecuencia de obligaciones 
que tengan que ser atendidas durante el ejercicio. Preten- 
de la eliminación de un apartado que hace referencia al 
artículo 150.3 de la Ley General Presupuestaria y que, en 
definitiva, es la obligatoriedad en caso de un gasto supe- 
rior al 2 por ciento de establecer un proyecto de ley de cré- 
dito extraordinario. Quiero decirle que en el artículo 149 
de la Ley General Presupuestaria se establecen también 
en la consideración de ampliables, dentro de los gastos sa- 
nitarios, los destinados al pago de productos farmacéuti- 
cos y los que la propia Ley de Presupuestos establezca 
cada año, que de todos modos es muy difícil, mantener, 
en un presupuesto que comprende un gasto total de un bi- 
llón, 850.000 millones, un cierto grado de flexibilidad, que 
no es de descontrol, para mejor atender un servicio que 
todos reconocemos que hay que mejorar y que, por tanto, 
cualquier posible incremento del gasto superior al 2 por 
ciento llevaría aparejado, de no hacer esta salvedad, el te- 
ner que tramitar una ley de crédito extraordinario con el 
consiguiente retraso de seis a nueve meses. Esta es la ra- 
zón por la que establecemos estas normas en el artículo 
once. 

Contestando a Minoría Catalana, quiero reiterar lo que 
manifesté en su momento en la Comisión, que efectiva- 
mente no deja de tener cierto grado de lógica lo que pre- 
tende, pero que, como consecuencia en su día del decreto 
de traspasos de las competencias del INSALUD a la Ge- 
neralitat, el incremento de gastos habido como conse- 
cuencia del gasto correspondiente en el INSALUD estatal 
será recogido en los presupuestos del INSALUD del año 
siguiente. En todo caso, debería plantearse esta modifi- 
cación a través de la Comisión de Política Fiscal y Finan- 
ciera en las negociaciones que la Generalitat tiene con el 
Ministerio de Hacienda. 

Hay otra serie de enmiendas también de Minoría Cata- 
lana para establecer una mayor transferencia a la Gene- 
ralitat como consecuencia de los beneficiarios de la Se- 
guridad Social inscritos en los padrones de beneficencia. 
Esto ya ha sido tenido en cuenta al elaborar el presupues- 
to del INSALUD y aquellas comunidades que tienen este 
servicio transferido han recogido, en la cuantía análoga a 
los porcentajes de población, las cantidades correspon- 
dientes. 

Por todas estas razones, señoras y señores, vamos a vo- 
tar en contra de las enmiendas que propugnaban bien la 
desaparición, bien modificaciones de algunos apartados 
del artículo once, manteniendo por tanto el texto del Go- 
b' ierno. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Padrón. 
Para réplica tiene la palabra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Muy breve- 
mente quiero contestar al señor Bergasa diciéndole que, 
efectivamente, el Grupo Parlamentario del CDS no ha 
puesto en cuestión el concepto de legalidad en lo que res- 
pecta al control presupuestario, sino el concepto de lími- 
tes y el concepto de control, que ya se contenía en el pro- 
yecto de ley de Presupuestos, de forma más avanzada que 
en otros presupuestos, en el artículo uno, y que al acep- 
tar la enmienda del Grupo de Centro Democrático y So- 
cial queda, a nuestro juicio, perfectamente redondeado y 
supone en efecto un avance importante respecto a los an- 
teriores proyectos de ley de presupuestos y al que se ofre- 
ció a esta Cámara. 

Por tanto, mi reconocimiento por esa aceptación y que- 
damos a la espera de la redacción formal de la enmienda 
del CDS para su votación. Si queda en términos simila- 
res a los planteados por el CDS y admitidos «in voce» por 
el representante del Partido Socialista, retiramos, como 
anuncié, la enmienda a la totalidad y obviamente votare- 
mos a favor tanto la enmienda presentada al artículo 10 
como todo el Título 1. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
Tiene la palabra el señor Larrínaga. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: Lo cierto es que a las 
minorías en esta Cámara se nos han contestado muchas 
cosas, pero jamás había oído una respuesta como la dada 
por el señor Bergasa a las enmiendas presentadas por 
Euskadiko Ezkerra; enmiendas que, como decía, tienen 
sobre todo un contenido técnico e intentan dar un mayor 
rigor al control presupuestario. Se nos ha respondido que 
el texto está muy bien y que, por tanto, no se tienen en 
consideración las enmiendas de Euskadiko Ezkerra. Obli- 
gadamente tendré que repetir el contenido de nuestras en- 
miendas. 

Por lo que se refiere a la primera enmienda al artículo 
seis, no es que el texto no esté muy bien, sino que en el 
texto faltan puertos autónomos. Precisamente ese era el 
contenido de nuestra enmienda. No entendemos por qué 
se incorporan unos puertos autónomos dentro de la eje- 
cución y control presupuestario y no se incorporan otros. 
Simplemente tratábamos de establecer unos criterios de 
mayor uniformidad. 

Nuestra enmienda al artículo ocho entendemos que es 
oportuna porque, tal y como queda el artículo, desvirtúa 
la vinculación jurídica que tiene el concepto de artículo 
y se le da a la expresión concepto un contenido que en- 
tendemos que no tiene jurídicamente en el marco de lo 
que son los Presupuestos Generales del Estado como ley. 
Creemos que introduce una gran arbitrariedad en la eje- 
rución presupuestaria y nos parece que nuestra enmien- 
da es oportuna y adecuada al control presupuestario. 

Nuestra enmienda al artículo nueve tiene un gran sen- 
tido, en la medida en que en ese artículo lo que se prevé 
IS que se incorporen al Ministerio de Defensa los rema- 
nentes de crédito del ejercicio precedente. Por ejemplo, si 
hay excedentes por la venta de productos farmacéuticos 
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se incorporarían, según este texto, al Ministerio de Defen- 
sa. Nos parece un contenido bastante improcedente y, por 
tanto, ese es el sentido de nuestra enmienda. 

Nuestra enmienda al artículo diez intenta prever que 
el Presupuesto de 1990 tenga que hacerse cargo con sus 
propios ingresos de las incorporaciones de crédito proce- 
dentes del Presupuesto de 1989. 

Entendemos que todas ellas son enmiendas proceden- 
tes que completan el texto, que lo mejoran, que dan un 
mayor control al Presupuesto de 1990 y en esa medida nos 
parecen, cuando menos, oportunas y dignas de ser toma- 
das en consideración. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Larrínaga. 
Tiene la palabra el señor Otero. 

El señor OTERO NOVAS: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, quiero decir que en mi opinión los se- 
ñores Bergasa y Padrón son unos buenos parlamentarios, 
y tengo que decirlo para añadir a continuación que no 
han dado ninguna razón convincente. No sólo no han 
dado ninguna razón convincente; es que prácticamente 
no han dado ninguna razón en contra de las enmiendas 
que hemos presentado. Es verdad, y yo lo comprendo, que 
no las pueden dar. Han recibido ustedes un auténtico en- 
cargo diabólico, porque los puntos débiles de su Ley de 
Presupuestos son enormes, los agujeros negros que tienen 
son enormes. 

Por ejemplo, nos dicen: estamos dispuestos a acordar 
con todos los grupos parlamentarios instrumentos de con- 
trol. Señores del Gobierno, no nos ofrezcan acuerdos para 
adoptar instrumentos de control; nos conformamos con 
que no nos los supriman ustedes cada año; nos conforma- 
mos con que este año no nos supriman más instrumentos 
de control, que es lo que hacen en su Ley de Presupuestos. 

Nos dicen que tienen que negar tajantemente que su 
proyecto de ley sea frívolo. Señor Bergasa, si no es frivo- 
lidad hacer una Ley General Presupuestaria, redactada de 
su puño y letra, sin pasar por el Parlamento, hecha por 
ustedes el 23 de septiembre de 1988, y que a las dos se- 
manas ya nos trajeran aquí una ley reformándola, y que 
este año nos la vuelvan a reformar, si eso no es frivoli- 
dad ... 

También nos dicen que ustedes no son discrecionales. 
Toda mi argumentación ha ido dirigida a razonar y a de- 
mostrar cómo ustedes aumentan la discrecionalidad en el 
Título 1 de esta ley, y me he limitado al Título 1 de esta 
ley, aunque en todos los Títulos tendremos que decir lo 
mismo. Ustedes están adoptando permanentemente en 
esta ley medidas para aumentar la discrecionalidad, para 
suprimir los controles que están establecidos, para supri- 
mir controles que están establecidos desde principios de 
siglo y que ustedes se los cargan en este proyecto de ley. 
Son controles que han estado vigentes incluso en las dos 
dictaduras que hemos tenido en este siglo. 

Nos dice S. S. que el artículo diez es respetuoso con la 
Ley General Presupuestaria. Señor Bergasa, si es respe- 
tuoso déjennos ustedes la Ley General Presupuestaria. Por 
algún motivo lo introducen ustedes. 

Me dicen que he utilizado una verdad a medias. Lea us- 
ted el artículo 60 de la Ley General Presupuestaria: No 
podrán adquirirse compromisos de gasto por cuantía su- 
perior al importe de los créditos autorizados, siendo nu- 
los de pleno derecho ... etcétera. Este artículo 60, señor 
Bergasa, está degradado con el artículo diez que ustedes 
presentan en el proyecto de ley, porque aquí habla de 
compromisos de gasto, y ustedes hablan de reconocimien- 
to de obligaciones; porque aquí habla de gastos, y uste- 
des hablan de gastos no financieros; porque aquí habla 
de todos y cada uno de los gastos -como lo decía la Ley 
de Administración y Contabilidad-, y ustedes hablan 
sólo del conjunto de los gastos. 

En cuanto a que la regla quinta del artículo ocho no vio- 
la ninguna norma de gestión presupuestaria, según dicen 
ustedes, señor Bergasa, tengo que replicarle que la no 
afectación de ingresos es una norma presupuestaria, y 
porque lo es y ustedes quieren hacer lo contrario, es por 
lo que introducen esta regla en el proyecto de ley. ¡Claro 
que la viola! jNaturalmente que la viola! 

En cuanto al señor Padrón, debo manifestar que real- 
mente no ha contestado a nuestras enmiendas al artículo 
once ni poco ni mucho. Una de nuestras enmiendas se 
debe a que no podemos aceptar una asunción de obliga- 
ciones por parte del Estado que no se concreta, ustedes 
no la concretan, con lo que van en contra de la mismísi- 
ma finalidad y función de una ley de presupuestos. No sa- 
bemos a cuánto se obligan ustedes. 

En otra de nuestras enmiendas pretendemos que no se 
carguen ustedes en este artículo el artículo 150.3 de la Ley 
General Presupuestaria, porque en este artículo once us- 
tedes vuelven a derogar para este año una norma que exis- 
te en la Ley General Presupuestaria y que a ustedes les 
molesta, porque quieren actuar sin los controles que es- 
tablece dicha Ley General Presupuestaria, aunque la ha- 
yan hecho ustedes misrnos hace sólo año y medio. 

Señor Presidente, lamento no extenderme más, porque 
no se me ha dado motivo para que lo pueda hacer, ya que 
prácticamente no se ha entrado en el fondo de la cuestión 
que mi Grupo ha explicitado al presentar sus enmiendas 
a este Título 1. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Otero. 
Tiene la palabra el señor Marquet. 

El señor MARQUET ARTOLA: Señor Presidente, muy 
brevemente, para agradecer al señor Bergasa que se haya 
parado, siquiera momentáneamente, en las enmiendas 
que hemos presentado prácticamente todos los grupos a 
la regla quinta del artículo ocho. 

Creo que no es casualidad que todos los grupos haya- 
mos coincidido en que la discrecionalidad que se deriva 
de esta regla escapa al control que necesariamente los 
grupos de la oposición están obligados a tener. Por tanto, 
me parece que es obligado reincidir en la oportunidad de 
la revocación de esta norma, simplemente -al menos no- 
sotros así lo entendemos- para evitar que la utilización 
de estos recursos vaya a encubrir situaciones que se tie- 
nen que resolver por otro tipo de actuaciones. 
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Este es el verdadero sentido de la enmienda e, insisto, 

Nada más. Muchas gracias. 
no es casualidad la coincidencia de todos los grupos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Marquet. 
Tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
También muy brevemente para hacer referencia a al- 

gunas de las observaciones que el señor Padrón nos ha he- 
cho con relación a las enmiendas que se plantean al ar- 
tículo once. 

Me ha parecido que usted, señor Padrón, no ha com- 
prendido o no ha querido comprender la finalidad y la re- 
dacción concreta que se plantea en esas enmiendas, pues- 
to que simplemente se propone un mecanismo, un proce- 
dimiento para poder afrontar los incrementos de gasto 
que se generan en la ejecución del presupuesto de la Se- 
guridad Social, incrementos de gasto que tanto se produ- 
cen para el INSALUD como para otras administraciones 
públicas. No planteamos ahí ni un sistema ni un meca- 
nismo de financiación nuevos, sino, simplemente, que si 
el presupuesto general del Estado autoriza al INSALUD 
a que las desviaciones del gasto o los incrementos del gas- 
to vayan a cargo del Estado, que también se haga para 
aquella parte de la sanidad que ha sido transferida a las 
comunidades autónomas, porque si no lo hacemos así, es- 
taríamos generando que unos ciudadanos tengan un tra- 
to y otros otro en la prestación de un servicio sanitario, 
y eso no tendría sentido. 

Por tanto, lo único que proponemos es que las desvia- 
ciones, si se producen, lo mismo para el Insalud que para 
cualquier otra administración de la sanidad, tengan un 
mecanismo para poder afrontarlas conjuntamente. Así 
pues, no cabe el criterio de que ya se revisó la cobertura 
de la población atendida para poder rebatir la enmienda 
que planteamos. 

Simplemente, quiero apuntarle que la enmienda núme- 
ro 313 precisamente está planteando el problema de los 
no residentes, que es un problema hoy importante en la 
gestión de la sanidad. Es decir, hay no residentes en una 
determinada comunidad autónoma, que se atienden en la 
misma, y la sanidad tiene un mecanismo para financiar 
los gastos del INSALUD y otro distinto para financiar los 
gastos que genera la administración sanitaria de la 
correspondiente comunidad autónoma. El problema de 
los no residentes que se atienden en una determinada ad- 
ministración sanitaria debiera tener un mismo trato en 
el Insalud que en las administraciones que han asumido 
las transferencias sanitarias. 

Por tanto, lo único que planteamos en estas enmiendas 
es homologar los mecanismos que hoy se tienen que apli- 
car tanto para una administración como para otra, por- 
que la sanidad lo que sí tiene que ser es un servicio co- 
mún, general en donde no tiene que haber discriminacio- 
nes para ningún ciudadano por su residencia en una de- 
terminada comunidad autónoma. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Homs. 

El señor Martínez tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

No damos por terminado el debate sobre la prepoten- 
cia y los intentos de escapar del control. Creo que lo ve- 
remos a lo largo de todo el proyecto de ley. 

En todo caso, sobre la regla V del artículo ocho, se nos 
acusa de expresiones injuriosas. ¿Cómo hay que leer que 
mejorarán los servicios cuantas más multas y recargos 
haya? ¿Cómo hay que leer eso? ¿Cómo coacción a los tra- 
bajadores, a los funcionarios: si queréis que haya mejo- 
ras, aumentar las multas y los recargos? ¿Cómo corrup- 
ción: es preferible que no se pague en período voluntario, 
es preferible pagar con apremio, con recargo? ¿Cómo hay 
que leerlo, señorías? 

Nosotros creemos que es el Grupo Socialista el que está 
poniendo a los funcionarios en una tesitura que no es en 
estos momentos ni correcta ni, desde luego, legal. No es 
que se violen las leyes. Evidentemente, una vez aprobado 
este proyecto, una vez que los Presupuestos Generales del 
Estado, del año 1990 sean ley y no proyecto, estarán au- 
torizadas todas estas cosas, pero va contra los principios 
presupuestarios de este país. Dígame si eso es violar o no 
la ley. 

Sobre el tema del Ministerio de Defensa y sus inmue- 
bles, nosotros estaríamos de acuerdo en que hay que man- 
tener el equilibrio de funcionamiento, pero SS. SS. saben 
que el valor urbanístico de los inmuebles del Ministerio 
de Defensa es muy superior al valor de reposición, pero 
muy superior. Si se tratara sólo de la reposición de las ins- 
talaciones militares, sería una cuestión; pero en estos mo- 
mentos la capacidad que se le da al Ministro de enajenar 
directamente hasta 2.000 millones de pesetas del patri- 
monio, y que eso genere créditos, insistimos en que es un 
descontrol por parte de esta Cámara de esa generación de 
créditos y, además, distorsiona los créditos del Ministe- 
rio de Defensa. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias señor Martínez. 
Tiene la palabra el señor Bergasa. 

El señor BERGASA PERDOMO: Muchas gracias señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, en primer lugar, como es 
debido por la cortesía parlamentaria y por la importan- 
cia del contenido de las manifestaciones que ha hecho el 
señor Rebollo, portavoz del Grupo Parlamentario del Cen- 
tro Democrático y Social, quiero agradecérselas en térmi- 
nos muy concretos y precisos y decirle que por nuestra 
parte era evidente la voluntad de llegar a una posición de 
convergencia respecto a un objetivo que compartimos ple- 
namente. 

En relación con la intervención del señor Larrínaga, 
muy brevemente tengo que decir que efectivamente será 
necesario revisar el contenido del artículo sexto y, por 
consiguiente, habrá trámites posteriores en los que esta 
cuestión pueda ser resuelta. 
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Con referencia al artículo noveno y con respecto a la re- 
gla de gestión presupuestaria tengo que decir que no en- 
tendemos que haya ninguna transgresión. En todo caso lo 
que hay es simplemente la aplicación de un criterio ge- 
neral, que es que los créditos consignados en un estado 
de gastos pueden serlo a nivel de concepto o de artículo, 
y que, en cualquier caso la afectación de los créditos a ni- 
vel de concepto no altera para nada el destino y el uso de 
los mismos, y, por consiguiente, no hay ningún elemento, 
a nuestro juicio, de discrecionalidad adicional. 

He de decirle al señor Otero, con todos los respectos, 
que las normas hay que leerlas enteras, y el artículo 60 
dice lo que dice y no otra cosa. Dice que efectivamente 
no podrán adquirirse compromisos de gastos -y compro- 
misos de gastos son el estadio inicial de lo que posterior- 
mente es un reconocimiento de obligaciones-, salvo que 
normas o disposiciones de rango legal así pudieran esta- 
blecerlo y permitirlo en los términos previstos en la ley. 

Con respecto a la intervención del Grupo Vasco, he de 
decir que efectivamente nosotros entendemos que la re- 
gla quinta del artículo ocho es aceptable en la medida en 
que existe, a nuestro juicio, el grado de control suficiente 
para que la generación de ingresos no se traduzcan en 
comportamientos (que, por otra parte, en ningún caso 
pensamos que vayan a darse por parte de la Administra- 
ción Pública y de sus funcionarios) discrecionales o per- 
versos. 

Conectando con la argumentación relativa a esta regla, 
quisiera responder al portavoz del Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida, que nosotros creemos, y lo creemos 
firmemente, que la Administración Pública y sus funcio- 
narios actúan guiados por el principio de legalidad, y 
como creemos que lo hacen así, pensamos que ni se van 
a incrementar las sanciones mediante comportamientos 
impropios, ni se van a generar tensiones ni conflictos de- 
rivados de conductas que no sean deseables, y como es- 
tamos convencidos de que los funcionarios públicos son 
respetuosos con la Constitución y con las leyes, entende- 
mos que estamos hablando de lo que estamos hablando 
y de ninguna otra cosa. Estamos hablando de aquellos in- 
gresos que se generen como consecuencia de la aplicación 
de reglas legales, o en su caso reglamentarias derivadas 
de la existencia de preceptos legales que lo autoricen, que 
permitan la imposición de sanciones. 

Respecto del tema de los establecimientos militares y 
de la posibilidad de que se incorporen los créditos gene- 
rados como consecuencia de la enajenación de bienes pa- 
trimoniales, nosotros entendemos que en ningún caso, ni 
por la relación de las modificaciones previstas en el pro- 
yecto de ley con la Ley del Patrimonio del Estado, ni por 
el mismo juego de preceptos contemplados en el artículo 
nueve, es posible inducir -a nuestro juicio sería absolu- 
tamente gratuito afirmarlo- que eso no tenga el correla- 
to directo y estricto de atender necesidades precisas que 
en cualquier caso los órganos de control y fiscalización de 
los ingresos y los gastos públicos del Estado se encarga- 

rían de verificar, como lo vienen haciendo, de forma pun- 
tual y escrupulosa. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bergasa. 
Tiene la palabra el señor Padrón por un tiempo breve. 

El señor PADRON DELGADO: Intervengo muy breve- 
mente y por dar una contestación que sea somera al se- 
ñor Otero y al representante del Grupo Catalán (Conver- 
gencia i Unió). 

Quiero volver a reiterarle que acertar matemáticamen- 
te a la hora de la planificación o elaboración de un pro- 
yecto sanitario con un coste de un billón 850.000 millo- 
nes de pesetas, con 19 millones de personas protegidas, 
con 237 millones de recetas que se prevé que se formula- 
rán a lo largo del año, efectivamente resulta muy difícil, 
casi imposible; no es lo mismo que proyectar una carre- 
tera o un edificio. Entonces, para evitar tener que estar 
recurriendo permanentemente a la vía del crédito ex- 
traordinario, es por lo que se incluye esta norma del ar- 
tículo once, apartado cuatro, para no dejar de atender 
cualquier gasto inaplazable y, por tanto, tener esa cober- 
tura legal establecida en la Ley de Presupuestos. 

Quiero decirle al representante de Minoría Catalana 
que efectivamente he entendido la enmienda, señor 
Homs, y en mi contestación desde la tribuna dije que me 
parecía bastante lógica; que resulta lógico porque efecti- 
vamente está suponiendo, si la Generalidad tiene que en- 
tender ese incremento de gasto, cargas financieras para 
esa Comunidad. En todo caso, el Decreto por el cual se es- 
tableció ese sistema debe ser modificado o debe ser tra- 
tado en las negociaciones que ustedes permanentemente 
mantienen con la Administración para todos aquellos 
asuntos si no conflictivos, sí motivo de discrepancia. Des- 
de este punto de vista, le reitero que reformule la enmien- 
da en el Senado o que planteen esto a través del Consejo 
de Política Fiscal y Financiera, puesto que efectivamente 
es de una lógica aplastante. 

Con respecto al otro asunto, referido a la cobertura de 
personas de otra comunidad autónoma, le diré que esto 
sí que resulta muy difícil, porque efectivamente en los 
grandes hospitales de Madrid se atiende a personas de di- 
ferentes comunidades, y habría que llegar a unos contro- 
les administrativos que no creo que sean operativos, por- 
que supondrían incluso un mayor coste. En todo caso, a 
través del capítulo de imprevistos de otras comunidades, 
las comunidades autónomas que tienen transferido este 
servicio podrían preverlo para que haya una financiación 
complementaria para estos casos. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Padrón. 
Vamos a proceder seguidamente al debate del segundo Título 11, 

bloque de enmiendas y posteriormente efectuaremos las 
votaciones correspondientes al primero, acumulándolas dieciocho. 
para un momento ulterior de la sesión. 

El Título 11, que es el que integra este segundo bloque, 
comprende asimismo las enmiendas números 834, del 
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Grupo Popular; la enmienda 105, del Grupo Mixto, señor 
Larrínaga; la enmienda 526, del Grupo de Izquierda Uni- 
da-Iniciativa per Catalunya, y la número 665, del Grupo 
del CDS. 

Para defender las enmiendas del Grupo del CDS a este 
bloque, tiene la palabra el seiior De Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Gracias, 
señor Presidente. 

El Grupo Parlamentario del CDS ha presentado una en- 
mienda a la totalidad al Título 11 y una enmienda parcial, 
la número 665, de adición, por la que modificando el tex- 
to de la Ley General Presupuestaria se incorpora a la re- 
dacción del proyecto un nuevo capítulo que se refiere en 
concreto al control de las subvenciones públicas. (El se- 
ñor Vicepresidente, Muñoz García, ocupa la Presidencia.) 

Entendemos que la gestión presupuestaria, como título 
sustantivo de la ley de presupuestos de 1990, debería con- 
tener aspectos importantes que pudieran actualizar bue- 
na parte del actual sistema del control financiero de la ac- 
tividad de la Administración Pública. Es lo cierto que tra- 
dicionalmente todo el sistema de control ha quedado re- 
ducido en buena parte al control previo o de fiscalización 
previa o de legalidad, y que ha llegado la hora de avan- 
zar de alguna manera en el desarrollo de lo que genéri- 
camente se regula en la Ley General Presupuestaria como 
el control financiero. 

En este sentido, el bloque de normas que integran este 
capítulo, que conocen perfectamente el Grupo Parlamen- 
tario Socialista y el Gobierno, contiene un conjunto de 
preceptos dirigidos a cubrir un aspecto muy importante 
de la actividad administrativa, como aquella llevada a 
cabo a través de la vía de la subvención. 

Es lo cierto que las potestades regladas y las potesta- 
des discrecionales constituyen los dos pilares de la actua- 
ción administrativa, y que ambas potestades responden 
siempre al concepto de la potestad de función, es decir, 
aquella que la Administración Pública ha de desplegar 
precisamente en función del interés público, y que nece- 
sariamente han de llevarse a cabo en virtud de las exigen- 
cias que el interés público demanda. Aunque en alguna 
medida las normas que vienen a controlar el funciona- 
miento de las potestades regladas tienen una cierta tra- 
dición en nuestro derecho público, no ocurre igual con el 
uso de las potestades discrecionales. Partimos de la afir- 
mación de que, lógicamente, una administración pública 
moderna debe poder disponer de esta facultad discrecio- 
nal de elegir entre distintas alternativas de instrumentos 
públicos para conseguir los objetivos que demandan los 
intereses generales, pero es lo cierto que, como indiqué 
con anterioridad, ambas categorías de potestades han de 
estar siempre sujetas al interés público, que es el único tí- 
tulo legitimador. 

Se echaba de menos en nuestro ordenamiento jurídico 
financiero un bloque de normas que viniera a concretar 
el entramado de la exigencia de un mínimo de garantías, 
que en esa traslación a otros sujetos distintos de la Admi- 
nistración por la vía de la subvención se pudiera dispo- 
ner de los mecanismos de garantías adecuados para evi- 

tar lo que en base a la discrecionalidad pudiera conver- 
tirse en algunos casos en mera arbitrariedad. De aquí que 
esta enmienda del Grupo del CDS regule un conjunto de 
criterios en torno al entramado general de la subvención, 
es decir, no sólo que se garanticen los requisitos de publi- 
cidad y el carácter objetivo de las mismas, sino, además, 
el criterio para fijar las sanciones derivadas de las infrac- 
ciones administrativas. 

Hay que tener en cuenta que tradicionalmente en ma- 
teria financiera había una laguna importante en torno a 
las facultades disciplinarias de la Administración. Cuan- 
do se trata de fondos públicos se oscila entre el Código Pe- 
nal, por la vía de los delitos de malversación de fondos pú- 
blicos, o la pura inexistencia de responsabilidades admi- 
nistrativas. De aquí que en este proyecto se avance deci- 
didamente al establecer unas vías intermedias en virtud 
de las cuales la Administración podrá siempre retener en 
su mano los instrumentos adecuados para evitar que el 
empleo de la subvención se desvíe en ningún caso de los 
criterios que permitieron su otorgamiento. Por ello mi 
Grupo entiende que sería una avance importante para el 
funcionamiento del sistema financiero admitir este blo- 
que de enmiendas. Sería un avance, a su vez, para la ges- 
tión del Presupuesto de 1990, por la importancia econó- 
mica que supone este desplazamiento de fondos públicos 
de tanta entidad a otros sectores privados, distintos de la 
Administración Pública. 

En este sentido, aunque hemos planteado una enmien- 
da a la totalidad, de aceptar la Cámara nuestra enmien- 
da número 665, retiraríamos la citada enmienda a la tota- 
lidad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo Popular tie- 
señor De Zárate. 

ne la palabra el señor Otero. 

El señor OTERO NOVAS: Señor :'residente, mi Grupo 
tiene presentada la enmienda 73 1 de supresión de todo el 
Título 11 del proyecto, y ello no solamente porque muchos 
de los artículos que nos proponen en este Título nos pa- 
recen perniciosos en sí mismos, sino también porque re- 
chazamos esa técnica socialista de aprovechar la trami- 
tación del proyecto de ley de presupuestos para hacer 
múltiples reformas de leyes generales, de leyes especia- 
les, pero en todo caso de naturaleza extrapresupuestaria. 

Quiero advertir a los señores del Partido en el Gobier- 
no que no pierdan el tiempo ni nos lo hagan perder adu- 
ciendo argumentaciones de constitucionalidad. No voy a 
hacer juicios de constitucionalidad, y si acaso ya discuti- 
remos la constitucionalidad ante el Tribunal Constitucio- 
nal. Lo que afirmo es que resulta inadecuado y rechaza- 
ble el uso y el abuso que el Partido Socialista hace de la 
ley de presupuestos para modificar otras leyes; que es téc- 
nicamente incorrecto, porque los presupuestos están con- 
cebidos, tanto en el artículo 48 y siguientes de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria, como en el artículo 134 de la Cons- 
titución, para recoger los ingresos y gastos del Estado y 
nada más, porque los presupuestos, así concebidos como 
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comprensivos de ingresos y gastos, tienen un régimen pe- 
culiar de tramitación establecido en la Constitución, en 
la Ley General Presupuestaria y por la realidad, régimen 
que, por consiguiente, no debe extenderse a materias ex- 
trapresupuestarias - e s t á  concebido solamente para los 
ingresos y para los gastos-, y porque la aprobación de 
los presupuestos, dada su naturaleza, se hace siempre 
bajo el signo de la premura del tiempo, y no hay más que 
ver, señor Presidente, señor y señores Diputados, lo pobre 
que es este debate de la ley de presupuestos donde tene- 
mos que guillotinar prácticamente todas nuestras inter- 
venciones. Por tanto, introducir otras materias en la ley 
de presupuestos perjudica todavía más al debate presu- 
puestario, aún más, que ya es decir; pero también perju- 
dica a la materia incorrectamente introducida en su texto. 

Es muy ilustrativa a este respecto la doctrina del Tri- 
bunal Constitucional en sus sentencias 27/1981 y 6511987. 
En ellas, el Tribunal Constitucional admite que, efectiva- 
mente, el Presupuesto puede contener algo más que in- 
gresos y algo más que gastos, siempre que se cumplan los 
requisitos, que cita a continuación, de la existencia de una 
vinculación directa de la materia con el tema presupues- 
tario. Si no se guardan esas vinculaciones, el Tribunal 
Constitucional afirma que se reserva el derecho de decla- 
rar inconstitucional una ley de Presupuestos que tenga 
esas materias extrapresupuestarias. Nuestro Grupo ya va- 
lorará en su momento si presentamos o no recurso de in- 
constitucionalidad contra esta ley, pero en este momento 
nos importa señalar el motivo por el cual el Tribunal 
Constitucional dice que puede declarar inconstitucional 
una ley de Presupuestos. Dice el Tribunal Constitucional: 
Es preciso recordar que las peculiaridades constitucional- 
mente previstas respecto de la tramitación de la ley de 
Presupuestos suponen, evidentemente, restricciones de 
las facultades de los órganos legislativos. Estas sentencias 
me ahorran otros comentarios. 

El Grupo parlamentario Popular es flexible, y admiti- 
ríamos que se aprovechara la ley de Presupuestos para re- 
gular un tema puntual, urgente, que tuviera algún paren- 
tesco con la ley de Presupuestos. Pero, señores del Gobier- 
no, repasen ustedes el proyecto y verán que un elevadísi- 
mo número de sus artículos regula materias extrapresu- 
puestarias. Este no es un proyecto presupuestario apro- 
vechado incidentalmente para introducir otras materias; 
esta es una ley de reforma universal incidentalmente 
aprovechada para meter los Presupuestos. 

Espero que no nos repitan ahora lo que nos dijeron en 
Comisión, que todo lo que viene en esta ley es materia pre- 
supuestaria, porque si las competencias en la gestión del 
patrimonio del Estado son presupuestos, si el funciona- 
miento, fines y organización del «Centro de Arte Reina So- 
fían son presupuestos, si las obligaciones formales de ac- 
cionistas y operadores de Bolsa son presupuestos, si las 
formas, métodos y garantías de elaboración de encuestas 
son presupuestos, etcétera, entonces pase de mí este cá- 
liz ... Habría que cerrar todas las comisiones parlamenta- 
rias y dejar sólo abierta en este Parlamento la Comisión 
de Presupuestos. 

Ustedes saben, señores del Gobierno, que esta omni- 

comprensividad de la ley de Presupuestos sirve para aba- 
ratar el debate de las cuestiones extrapresupuestarias que 
nos traen en ella, que reduce la focalización del proble- 
ma, que impide su consideración profunda y sistemática, 
que restringe el tiempo de discusión del proyecto, tanto 
en comisión como en pleno, que facilita las reformas in- 
troducidas, con despiste de la oposición y acaso con des- 
piste de otros sectores del mismo Gobierno. Es una téc- 
nica abusiva y por eso pedimos la supresión de este título 
y la supresión de otros numerosos artículos concretos. 

Me voy a referir ahora, señor Presidente, a nuestra en- 
mienda número 734 por la que pretendemos hacer desa- 
parecer la reforma que ustedes hacen, en el artículo 14 
del proyecto, a varios artículos dc la Ley de Contratos del 
Estado. 

Miren ustedes, las formas de adjudicación de los con- 
tratos de obras públicas han sido tradicionalmente, en la 
legislación española, la subasta, el concurso subasta, el 
concurso y la contratación directa, y precisamente por 
este orden de preferencia. El primero era la subasta, por- 
que es el más objetivo, el más controlable, ya que la ad- 
judicación es necesariamente al mejor postor. El segundo 
era el concurso-subasta, porque con este sistema, aunque 
se valora la oferta económica, que es un dato objetivo, 
también se tienen en cuenta otros factores objetivos del 
empresario de más difícil control, de más fácil manipu- 
lación en la convocatoria. El tercero era el concurso, por- 
que, aun cuando exije publicidad y concurrencia, la ad- 
judicación se puede hacer marginando totalmente la ofer- 
ta económica, y en atención a criterios puramente subje- 
tivos y no controlables. Si la Administración quiere, el 
concurso es un sistema que permite, de hecho, la libertad 
de la adjudicación a quien se desee, y por eso la legisla- 
ción sólo admite el sistema de concurso en cinco supues- 
tos excepcionales. El cuarto era la contratación directa, 
que es la consagración de la máxima libertad, y que por 
ello sólo se permite en once casos especiales, entre ellos 
los contratos de ínfima cuantía. 

Así estuvieron las cosas casi todo este siglo hasta que 
llegaron ustedes al Gobierno. 

Ya en 1983 hicieron una primera alteración tendente a 
reducir la objetividad, estableciendo, al revés de como 
ocurría hasta entonces, que el concurso subasta era pre- 
ferente sobre la subasta, pero, en cambio, no tocaron to- 
davía el carácter excepcional del concurso y de la contra- 
tación directa. 

En 1986 suprimen ustedes el concurso-subasta, pero, en 
cambio, en el artículo veintiocho dicen que tanto en la su- 
basta como en el concurso, el procedimiento de licitación 
podrá ser abierto o restringido, y si ustedes lo declaran 
restringido sólo podrán concurrir aquellos empresarios 
seleccionados previamente por la Administración, con lo 
cual ganan ustedes en libre operatividad para elegir al 
contratista que deseen, pero con el artículo catorce del 
proyecto de ley que estamos debatiendo dan ustedes un 
paso enorme, sin timidez alguna. En el artículo 28 de la 
Ley de Contratos reservan en «numerus clausus)) la ex- 
cepcionalidad sólo para la contratación directa, no ya 
para el concurso, y en el artículo 35 de la Ley de Contra- 
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tos mantienen los casos excepcionales en los que procede 
acudir al sistema de concurso, pero añaden -como sin 
darle ninguna importancia- que también se celebrarán 
por concurso aquellos contratos en que la selección del 
contratista no se efectúe exclusivamente atendiendo a ra- 
zones económicas. Y como la determinación de si operan 
o no exclusivamente las razones económicas la pueden to- 
mar ustedes libremente, resulta que podrán acudir al con- 
curso siempre que quieran y, si quieren, podrán adjudi- 
car el contrato a quien deseen, pues el concurso así lo per- 
mite. 

No cesan ustedes de avanzar para lograr cada día ma- 
yores cotas de discrecionalidad para el poder político, 
pero con las medidas que impugnamos no dan ustedes un 
paso más, es un auténtico salto. Ya indiqué que he con- 
tado en este proyecto más de cuarenta y cuatro medidas 
que amplían su poder discrecional o reducen los contro- 
les hoy establecidos, y ello sin haberme detenido en ar- 
tículos de personal, de clases pasivas, de Seguridad So- 
cial o de Entes Territoriales, alguno, como este artículo 
catorce al que me estoy refiriendo, de un enorme alcance. 

Con estos procedimientos consiguen ustedes tener a su 
dictado y a sus órdenes a todas las empresas españolas 
que aspiren a contratar con la Administración. Es una 
buena técnica socialista mandar en las empresas priva- 
das sin acudir al arcaismo nacionalizador, que es algo 
más caro. Abren un más ancho campo para el clientelis- 
mo político, iocrementan exponencialmente las posibili- 
dades de tráfico de influencias y de corrupción y, como 
consecuencia, las obras públicas serán más onerosas, más 
lentas y de peor calidad. Cada vez se diferencian ustedes 
más, en materia de contratación, respecto del régimen an- 
terior, pero no en el sentido de implantar mayor objeti- 
vidad, sino justamente en el sentido contrario. Y lo mis- 
mo en deuda, y lo mismo en presupuestos. (El señor 
AGUIRIANO FORNIES: ¡Pero qué facha eres!) Existe la 
posibilidad reglamentaria de contestar sin insultar, señor 
Diputado, si es que saben contestar. 

Además de cuanto queda dicho, señor Presidente, con 
nuestra enmienda 732 pretendemos que se prohiba el 
fraccionamiento de proyectos, que permite acudir libre y 
fraudulentamente a la contratación directa de obras. 

La enmienda 735 quiere suprimir su modificación al ar- 
tículo 82 de la Ley de Contratos, porque la capacidad de 
los Ministros para acordar la contratación, que llegaba 
hasta quinientos millones de pesetas, la han subido a mil 
millones en 1988 y ahora, a los dos años, la suben a dos 
mil. 

Y también la enmienda 736 pide la supresión de la mo- 
dificación al artículo 37 de la Ley de Contratos. Porque la 
contratación directa, que alcanzaba a proyectos de hasta 
25 millones, la suben a 50 y para este año se permiten, en 
el artículo 13, subirla hasta 75, 

Ya sé que ustedes no son capaces de contener la infla- 
ción, pero subir cada poco el cien por cien o el trescien- 
tos por cien sus márgenes de discrecionalidad, me pare- 
ce, francamente, exagerado. 

Nada más, señor Presidente. 
Damos por defendidas todas las demás enmiendas que 

están incluidas en el bloque correspondiente. Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias 

Enmiendas del Grupo Vasco, PNV. Tiene la palabra el 
señor Otero. 

señor Marquet. 

El Señor MARQUET ARTOLA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Son dos enmiendas muy puntuales. La primera, referi- 
da al artículo doce, es de supresión, ya que nos parece ob- 
vio que las condiciones establecidas dentro del texto re- 
fundido para adquirir el compromiso de adquisición de 
viviendas, recalificación y promoción pública de adquisi- 
ción de terrenos para la construcción de viviendas de pro- 
tección oficial ya están contempladas en el artículo 61 del 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria. Por tan- 
to, nos parece que es superfluo, por lo que pedimos su su- 
presión. 

En cuanto al artículo trece, presentamos una enmien- 
da de modificación, simple, puntual. Trata de sustituir el 
concepto de «proyectos de obras» por «aquellas obras». 
Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Enmiendas de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
señor Marquet. 

ya. Tiene la palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

¿Ven SS. SS. como no se podía dar por terminado el de- 
bate sobre los intentos del Gobierno de escapar al control 
parlamentario? 

Me ratifico en lo dicho antes en el sentido de que de las 
notas características de estos presupuestos, ésta es de una 
enorme importancia política. La exigua mayoría en este 
Parlamento del Grupo mayoritario le lleva a liberar al Go- 
bierno de una serie de controles que estaban hasta ahora 
cn las leyes, hubiesen o no funcionado, pero que, de gol- 
pe, se intentan, incluso, suprimir. 

Fíjense en un detalle. Nuestra enmienda 522 propone 
una modificación, que es suprimir el texto que figura en 
c1 proyecto. La Ley de Contratos del Estado, en su artícu- 
lo 32, dice que cuando se celebra un proceso de contrata- 
:ión y se observa que pudiera haber una baja temeraria 
3 desproporcionada, previa consulta preceptiva con la 
Junta Consultiva de Contratación, que es un órgano del 
propio Ministerio de Hacienda, se puede declarar que el 
proceso no se adjudique a quien correspondería provisio- 
nalmente. El tema está en que sea previa consulta con la 
Junta Consultiva de Contratación. Hasta en ese detalle en- 
tra el proyecto. Ahora se pretende que 'no sea el informe 
oreceptivo sino que cuando el Ministerio lo considere 
lportuno se pueda elevar esta consulta a la Junta Consul- 
tiva de Contratación. Se entra hasta en esos mínimos de- 
talles; en una junta consultiva de contratación adminis- 
trativa, que es un órgano -colegiado eso sí- donde hay 
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diferentes personas, diferentes funcionarios que pueden 
ver, escuchar, opinar, pero que es un órgano colegiado del 
propio Ministerio de Hacienda; se pretende suprimir la 
obligatoriedad de que, ante un supuesto excepcional, 
como es la baja temeraria desproporcionada, haya que 
pasar por este informe de la Junta Consultiva de Contra- 
tación. 

En la enmienda 524 creemos que también hay un ele- 
mento político importante. Nuestra Constitución dice que 
la Administración obedece a los principios de descentra- 
lización. Pues aquí el Gobierno pretende introducir un 
elemento que encomienda al Ministro de Economía y Ha- 
cienda la autorización de las modificaciones de crédito 
con cargo a los remanentes del Instituto Nacional de la 
Salud. Nosotros pedimos su supresión porque estamos 
plenamente de acuerdo en la capacidad que tiene el Ins- 
tituto Nacional de la Salud para gestionar sus recursos, 
incluidos, por supuesto, los remanentes de ejercicios an- 
teriores. No entendemos -mejor dicho, sí que lo enten- 
demos en esta línea que se está produciendo- el sustraer 
y ahora centralizar en el Ministro de Economía y Hacien- 
da la capacidad que tenía hasta ahora el Instituto Nacio- 
nal de la Salud. 

En cualquier caso, la enmienda más importante es la 
526, a cuyo tema se han referido también con distintos 
textos otros grupos. Vuelvo a insistir en que SS. SS. no de- 
berían mostrar sorpresa por esta coincidencia de todo el 
arco parlamentario, salvo el Grupo Socialista, por perfec- 
cionar la Ley General Presupuestaria en materia de sub- 
venciones. Todo el mundo está de acuerdo en que el vo- 
lumen económico de las subvenciones que parten de los 
Presupuestos Generales del Estado es enorme. Hay un 
solo artículo en la Ley General Presupuestaria que dice 
que la concesión de subvenciones obedecerá a principios 
de publicidad, etcétera. Hay un cierto control de los trá- 
mites previos a la concesión de las subvenciones, pero en 
estos momentos no hay instrumentos de ningún tipo que 
permitan controlar qué se hace después con las subven- 
ciones. Para rellenar ese hueco que existe en nuestra le- 
gislación, varios grupos hemos propuesto una modifica- 
ción de tres artículos de la Ley General Presupuestaria. 

Creemos que no hay razón ni política -si se está de 
acuerdo en que hay que controlar las subvenciones- ni 
técnica, porque se ha introducido otra serie de modifica- 
ciones en la Ley General Presupuestaria, para establecer 
ahora y aquí estas modificaciones. No basta con que la pu- 
blicidad se haga antes; en nuestra enmienda añadimos un 
apartado once al artículo ochenta y uno, pidiendo tam- 
bién publicidad después de la concesión de las subvencio- 
nes. No es suficiente que se haga convocatoria pública 
para conceder subvenciones, sino que, una vez concedi- 
das, todos los ciudadanos tengan oportunidad, con una 
publicación trimestral en el Boletín Oficial del Estado, de 
saber a quién, para qué y cuándo se ha concedido la sub- 
vención. Que exista un control de legalidad previo pero 
también posterior en la cualificación de ese artículo 
ochenta y uno. 

Respecto a las infracciones administrativas ya se ha di- 
cho, pero creo que conviene insistir en ello, que en estos 

momentos los propios servicios de inspección de la Admi- 
nistración han detectado que hay una laguna enorme has- 
ta llegar a los delitos que figuran en el Código Penal en 
materia de infracciones con referencia a las subvenciones. 
Es preciso dotar de elementos jurídicos para que se pue- 
da establecer ese control, y a quien haya incurrido en esa 
serie de supuestos que se establecen en la enmienda, se le 
pueda penalizar administrativamente, sin que sea nece- 
sario, en algún caso, llegar al Código Penal. 

Por tanto, señorías, creo que en la línea que hemos de- 
nunciado antes, el intentar suplir la mayoría que no exis- 
te en esta Cámara con una liberación del Gobierno de una 
serie de controles parlamentarios, o incluso administra- 
tivos, como en el caso de la Junta Consultiva de Contra- 
tación Administrativa, es un mal camino; que quien siem- 
bra en estos momentos esos vientos después recogerá tem- 
pestades, y no será porque la oposición no haya ofrecido 
soluciones técnica, jurídica y políticamente viables. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Por el Grupo Mixto tiene la palabra el señor Larrínaga, 
señor Martínez. 

para defender sus enmiendas. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: La enmienda número 
105, del Grupo de Euskadiko Eskerra, es también a los ar- 
tículos 81 y 82 del texto refundido de la Ley General Pre- 
supuestaria, con el objeto de mejorar el control en mate- 
ria de subvenciones; control que, por lo que estoy oyendo 
en este debate, que se está celebrando casi en la penum- 
bra, es algo que a muchos de los grupos aquí presentes 
nos preocupa. 

Nuestras enmiendas a los articulos 81 y 82 de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria, que entendemos que deben ser in- 
corporadas al texto legal de los Presupuestos Generales 
de 1990, además de mejorar el concepto de subvención, 
intenta, sobre todo en lo que se refiere al artículo 81, acla- 
rar definitivamente cuáles son las obligaciones de los be- 
neficiarios de las subvenciones, y concretamente exigir a 
dichos beneficiarios que presenten a la Intervención Ge- 
neral del Estado, los datos e informes requeridos, con ob- 
jeto de que ésta pueda tener después un control más con- 
creto y más riguroso de la evolución de los compromisos 
adquiridos por las empresas y entidades que solicitan 
subvenciones ante la Administración Pública. 

Nuestra enmienda al artículo 82 intenta establecer un 
régimen de sanciones, tanto para el caso de no colabora- 
ción en el ejercicio de la actividad económica beneficia- 
ria de subvenciones (sanciones que, en nuestra opinión, 
tedrían que consistir en el reintegro, con intereses de de- 
mora, de las subvenciones recibidas) como también san- 
ciones en forma de multas en el caso de que, efectivamen- 
te, hubiera un fraude administrativo en la utilización de 
la subvención. Incluso en el texto de nuestra propuesta se 
incluye la posibilidad de que la legislación ordinaria in- 
tervenga en el caso de que se verifique que ha habido un 
fraude contra la Hacienda Pública. 

De la misma forma que otros grupos, quizá con conte- 
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nidos distintos pero con el mismo objetivo, nuestras en- 
miendas van encaminadas a que exista por parte de las 
administraciones públicas un mayor control y un mayor 
compromiso en la provisión de subvenciones. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la pa- 
señor Larrínaga. 

labra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
Nuestro Grupo Parlamentario tiene interés en defender, 

en este segundo bloque, una enmienda, la número 398, 
que hemos planteado al capítulo segundo, de la gestión 
de los presupuestos docentes. 

Señorías, en el artículo dieciséis se establece el módulo 
económico de distribución de fondos públicos para el sos- 
tenimiento de centros docentes. El importe global anual 
se establece en el anexo V del proyecto de ley. No obstan- 
te, se dice en dicho artículo que la petición de incremen- 
to previsto sobre las retribuciones del personal docente 
tendrá efectividad desde el 1 de enero de 1990, es decir, 
desde el primer día del año se actualizarán, se incremen- 
tarán las retribuciones del personal docente -una parte 
del cómputo de este módulo económice- para los cen- 
tros concertados. Se dice a continuación que el compo- 
nente del módulo destinado a otros gastos surtirá efecto 
a partir del día de comienzo del curso 1990-91, es decir, 
a partir del 1 de octubre de 1990, hasta cuyo momento 
-se dice en el proyecto de ley- se satisfará un idéntico 
importe al señalado para el curso anterior. Es decir, no 
hay incremento previsto para el concepto de «otros gas- 
tos», dentro del cómputo global del módulo, hasta prime- 
ros de octubre. Durante nueve meses se va a mantener la 
misma cuantía que la que se aprobó para el ejercicio an- 
terior. 

La enmienda que presentamos plantea que el incremen- 
to del módulo correspondiente al año 1990 se haga, en su 
totalidad, a partir del 1 de enero de 1990. Tengan ustedes 
presente que el concepto «otros gastos», dentro del 
cómputo del módulo, cubre gastos como, por ejemplo, lás 
nóminas del personal no docente, administrativos, psicó- 
logos, personal de limpieza, material de laboratorio, de 
oficina, agua, luz, calefacción, reposición y cualquier de- 
terioro del edificio de las aulas. No entendemos por qué 
razón, desde el uno de enero de 1990 hasta primeros de 
octubre, se tiene que mantener la misma cuantía y a par- 
tir del primero de octubre se le aplica un incremento, se- 
gún se establece en el proyecto de ley, y, en cambio, se tie- 
ne que autorizar el correspondiente incremento para los 
gastos de personal a partir del uno de enero de 1990. 

El objetivo de nuestra enmienda es plantear que el in- 
cremento previsto para este año sea para la totalidad del 
cómputo del módulo y a la unidad global se le aplique el 
incremento desde primeros de año hasta el final. 

Yo quisiera pedirle al portavoz del Grupo Socialista 
una explicación lógica sobre el criterio que aplica el Go- 
bierno para que el incremento correspondiente a este 20 

por ciento, que representa aproximadamente el volumen 
global de esta partida de otros gastos dentro del cómputo 
del módulo, se le aplique a partir del último trimestre del 
año. 

Esta es, señoras y señores Diputados, la pretensión de 
la enmienda 398 que planteamos al artículo dieciséis y 
viene a perseguir esta finalidad que les he expuesto. Nada 
más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Para tur- 
no en contra, por el Grupo Socialista tiene la palabra el 
señor Caldera. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Gracias, se- 
ñor Presidente. Permítanme que, en nombre del Grupo 
Parlamentario Socialista, conteste a las dos enmiendas a 
la totalidad que se han formulado al Título 11 de este pro- 
yecto de ley y a las enmiendas singulares presentadas y 
defendidas en este trámite por SS. SS. al capítulo prime- 
ro del mismo. La intervención al resto de los capítulos 
será compartida con otros compañeros del Grupo Parla- 
mentario Socialista. 

Voy a empezar en un orden inverso al que han interve- 
nido SS. SS., para contestar, en primer lugar, al señor re- 
presentante del Partido Nacionalista Vasco, diciéndole 
que, en apariencia, la enmienda 89 que ha defendido pro- 
pone la supresión de un precepto superfluo, pero que me 
gustaría explicarle el porqué no podemos acatar dicho 
planteamiento. Y es, ni más ni menos, porque hay que re- 
lacionarlo con otros preceptos que también son impera- 
tivos obligatorios y que podrían distorsionar la finalidad 
que pretende la introducción de este párrafo. Y es que al 
que se refiere la enmienda que S. S. ha defendido resulta 
obligado para nosotros, porque el artículo 12 de la vigen- 
te Ley de Contratos del Estado prohibe el pago aplazado 
de los contratos, entre ellos, como es natural, y no se le 
oculta a S. S., el de compra-venta, a menos -esa es la sal- 
vedad- que una ley expresamente lo autorice. En conse- 
cuencia, dicha autorización es precisamente lo que se pre- 
tende habilitar a través de la introducción de este párra- 
fo. Por ello creemos que es necesario su mantenimiento. 

De igual forma las enmiendas defendidas por el señor 
Portavoz de Izquierda Unida creo que ya fueron debati- 
das cumplidamente en Comisión, pero, con respecto a la 
referente tanto a la supresión del inciso del artículo ca- 
torce como a la adición «in fine)) del artículo quince, no- 
sotros entendemos que lo establecido en este proyecto de 
ley debe mantenerse. En primer lugar, con respecto a la 
supresión del artículo 14, porque, repito, tal y como dije 
en Comisión, no se altera el procedimiento establecido de 
ningún modo. Simplemente se da posibilidad para que el 
informe preceptivo de la Junta de Contratación Adminis- 
trativa no se tome siempre en consideración de acuerdo 
con las necesidades del momento. 

En cuanto a la revisión de precios en aquellos contra- 
tos de obra cuya ejecución se refiera a un marco tempo- 
ral inferior a un año, ya le dije que en principio resultaba 
razonable en sus postulados, pero que en ocasiones -y 
también hay que atender a estas necesidades- ocurre que 
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la ejecución de determinado tipo de obras, cuando no se 
cumplen los plazos previstos, no resulta siempre de clara 
imputación al contratista, sino que hay situaciones, ex- 
cepcionales sin duda, en las cuales la carga de la situa- 
ción debe repartirse también juntamente con la Adminis- 
tración. La Administración provoca en ocasiones, por 
errores, por falta de pago puntual, situaciones muy difí- 
ciles y, en definitiva, no parece oportuno establecer con 
terminante claridad la imposibilidad de acudir a la revi- 
sión de precios, incluso en aquellas obras que, como en 
este caso, su plazo de ejecución sea menor de un año. 

Probablemente los argumentos más importantes, más 
profundos, de mayor calado que se han hecho con respec- 
to al Título 11, de la gestión presupuestaria, corresponden 
a los del representante del Partido Popular, señor Otero. 
Yo, desde luego, no voy a dar argumentos de carácter 
constitucional, tal y como S .  S. me ha requerido, y no lo 
voy a hacer porque su propia intervención me exime de 
esa obligación. ¿Por qué? Porque, efectivamente, la juris- 
prudencia constitucional, que S. S. ha citado, enmarca de 
forma adecuada la racionalidad de la utilización de estos 
mecanismos en este proyecto de Ley General de Presu- 
puestos para 1990. Porque les qué podemos discutir en al- 
gún momento o en algún punto el hecho de que la vincu- 
lación que exige la jurisprudencia constitucional con ma- 
terias presupuestarias no tiene que ver con aquellas nor- 
mas procesales en este caso, como es la Ley de Contratos 
del Estado, a través de las cuales, como ya le dije en Co- 
misión, es el vehículo procedimental a través del cual la 
canalización de los suministros de bienes y servicios pú- 
blicos -primera obligación de la Administración- se Ile- 
va a cabo, no tiene que ver realmente con materias presu- 
puestarias? 

Podría haberme también referido a la situación de que, 
históricamente, desde la recuperación de la democracia, 
siempre los presupuestos se han utilizado para retocar, al 
albur de las necesidades de cada momento concreto, las 
materias de contratos que regula la Ley de Contratos del 
Estado. En todo caso, repito, creo que la vinculación es 
suficiente y, por tanto, está perfectamente posibilitada in- 
cluso por esa doctrina del Tribunal constitucional. 

Sin embargo, hay algo que sí me gustaría aclarar, se- 
ñoras y señores Diputados, porque me parece de suma im- 
portancia, y es el genérico y yo diría que escatológico, a 
veces, concepto que en ocasiones S S .  SS. utilizan, en este 
caso el señor Otero, para definir la discrecionalidad, y de 
tal suerte que discrecionalidad se opone a objetividad, 
discrecionalidad se la reúne de una serie de connotacio- 
nes siempre peyorativas, de carácter negativo, como ca- 
nales de permisividad a la utilización -y usted lo ha di- 
cho, usted lo ha materializado a través de su intervención 
desde esta tribuna- del tráfico de influencias, la corrup- 
ción, etcétera. La discrecionalidad, señor Otero, recta- 
mente entendida, a mí me parece que no es sino la facul- 
tad de una Administración pública -como, por cierto, de- 
cía el representante del CDS, señor Zárate- ante unos 
procedimientos que son reglados -no lo olvidemos-, 
tanto en lo que hace referencia al concurso como a la su- 
basta. Lo que ocurre es que en la subasta la decisión final 

está preordenada a una situación de carácter objetivo, 
como es el que haya que atender al mejor postor o a la 
oferta más barata; que, por cierto, saben también S S .  SS. 
que en ocasiones no es el único valor a defender por par- 
te de la Administración ni mucho menos tiene por qué ser 
en todo momento el más importante. Por tanto, discrecio- 
nalidad significa libertad para, en el marco de una serie 
de reglas establecidas -usted las ha citado hoy; no lo hizo 
en Comisión, pero me alegro de que lo haya hecho esta 
tarde- entre ellas la publicidad, la concurrencia tam- 
bién, en el caso del concurso, las vías jurisdiccionales de 
actuación de los administrados ante las decisiciones de la 
Administración, el control que la propia Ley General Pre- 
supuestaria establece en la ejecución del gasto público, 
control de legalidad, control de eficacia, control de efi- 
ciencia incluso; discrecionalidad, repito, no significa ni 
más ni menos que la posibilidad de que haya una cierta 
libertad en la atención de las necesidades que tiene que 
desarrollar o a las que tiene que atender la Administra- 
ción en su actuar diario. 

También tiene que atender la Administración, señoría 
-y parecemos olvidarlw a unos criterios constitucional- 
mente consagrados en el artículo 103, entre ellos el de efi- 
ciencia, y debería decirle que estos procesos deben orde- 
narse sin duda alguna, al menos en opinión del Grupo Par- 
lamentario Socialista, dentro del análisis del coste-bene- 
ficio. Usted sabe que las Administraciones públicas hoy 
manejan unos muy considerables volúmenes de recursos 
públicos. Pero es que ese análisis coste-beneficio usted 
sabe que hay que ordenarlo en la realidad, y en el coste 
tenemos una serie de elementos muy importantes: costes 
directos e indirectos, intermedios y finales, reales y pecu- 
niarios, de toda naturaleza, a los que, en ocasiones, repi- 
to, hay que atender igual que a los principios del benefi- 
cio con el que se puede operar desde la intervención de 
las Administraciones públicas para que cumplan recta y 
realmente sus objetivos. 

También discutimos en Comisión el hecho de que us- 
ted parece preordenar de alguna manera el resultado fi- 
nal de su intervención al hecho de que siempre que exis- 
ta la posibilidad de la discrecionalidad en su concepción 
por la cual las Administraciones públicas puedan generar 
una adjudicación de contratos, parece que sólo se lo 
imputan, dice, a ustedes, a los socialistas. No es a noso- 
tros a quien debe hacer esas imputaciones; es una norma- 
tiva que regula el actuar de una administración, y, por 
cierto, su condición de básica también conduce a que, 
como usted conoce, es utilizada por las comunidades au- 
tónomas y por las administraciones locales. Sería muy in- 
teresante, señor Otero, que hiciéramos un análisis porme- 
norizado de la utilización que algunas comunidades au- 
tónomas han hecho de estos principios. Por supuesto, me 
refiero a algunas gobernadas por miembros de su Partido 
político. 

En todo caso, como a mí me parece, repito, que ese mar- 
gen de discrecionalidad no conduce en ningún caso a po- 
sibilidades de corrupción o de mala utilización de la efi- 
ciencia en la adjudicación de contratos públicos, lo que 
aquí discutimos, lo que aquí defendemos los socialistas 
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que se apruebe es dar instrumentos a la Administración 
para que pueda atender con eficacia a las tareas que tie- 
ne encomendadas. 

A mí su intervención me recordaba, sinceramente, se- 
ñor Otero, a la posición de la conocida escuela de la exé- 
gesis, donde uno de sus más importantes representantes, 
Bugnet, decía que él no conocía el Código Civil, que él 
sólo enseñaba el Código napoleónico, dando lugar, según 
su posición, a una inadmisible petrificación del ordena- 
miento jurídico. Porque esta tarde se ha remontado inclu- 
so a normativa cuya seña de identidad ha pretendido va- 
lorar desde las dictaduras que en este país se han vivido. 
Efectivamente, esas formas de control se han mantenido 
durante muchos años, pero es que la situación ha cam- 
biado y, cuando ésta cambia, la Administración tiene la 
imperiosa necesidad de adaptarse a ellas. 

Por tanto, posibilidades de adaptación a esa realidad, 
cumplimiento de la eficacia y de la eficiencia en la pres- 
tación de los servicios públicos y, en definitiva, manteni- 
miento de las reglas de control que tanto la Ley de Con- 
tratos del Estado como la Ley General Presupuestaria si- 
guen estableciendo para que en ningún caso se pueda pre- 
tender que la actuación de las Administraciones pueda 
caer en concepto de discrecionalidad negativo con esa car- 
ga que S. S. manifestaba. Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

El señor Mayoral tiene la palabra. 
señor Caldera. 

El señor MAYORAL CORTES: Señor Presidente, seño- 
rías, muy brevemente contesto a la enmienda planteada 
por el señor Homs, de Minoría Catalana, en relación al 
cambio que pretende de la fecha en que el módulo, en la 
parte relativa a otros gastos, habría de tener efectividad, 
solicitando que sea a partir de primero de enero. Como 
es una cuestión que ya hemos debatido en anteriores pre- 
supuestos del Estado por parte de Minoría Catalana y de 
otros Grupos -también el Partido Popular tiene una en- 
mienda similar-, sería conveniente que tratáramos de 
clarificar definitivamente cuál es la razón oculta que, al 
parecer, se esconde detrás de este planteamiento que hace 
la Ley de Presupuestos. 

Señor Homs, hay una secuencia iniciada en 1986 como 
consecuencia de la ampliación del reglamento de concier- 
tos que ha llevado a que este tipo de gastos se justifiquen 
a partir del primero de octubre. Por parte de la Adminis- 
tración educativa no se ha encontrado ninguna dificultad, 
ni tampoco por parte de los empresarios, en lo que se re- 
fiere a la justificación y gestión de este conjunto de ele- 
mentos que configuran esta parte del módulo relativa a 
otros gastos, que son los de mantenimiento, conservación 
y reparación, cuyo cálculo se puede hacer por parte de un 
centro, bien desde primero de enero o desde principio de 
octubre. La razón de fondo que creo que está detrás de 
esta decisión -deberíamos tomar nota definitivamente 
para ver si nos podemos ahorrar este debate en sucesivos 
presupuestos- es la siguiente. Se trata de gastos cuyo 
cálculo se realiza en función del coste de cada curso aca- 

démico. Los centros deben justificar su aplicación al fi- 
nalizar cada curso académico. Por lo tanto, nos encontra- 
mos ante un concepto de gasto que es: gasto a justificar. 
Según el artículo40 del Reglamento de conciertos, las 
cantidades correspondientes a otros gastos se deberán jus- 
tificar al final de cada curso escolar, mediante -le pido 
que haga un subrayad- la aportación por el titular de 
la certificación del acuerdo del Consejo Escolar aproba- 
torio de las cuentas. Es decir, se trata de unas cuentas que 
se aprueban al final de curso. Esa es la razón por la que 
la secuencia se mantiene fundamentalmente en razón al 
ritmo que marca el curso y no al que marca el año natural. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Bergasa. 
señor Mayoral. 

El señor BERGASA PERDOMO: Muchas gracias, señor 
Presidente. Señoras y señores Diputados, voy a hacer re- 
ferencia en mi intervención a las enmiendas presentadas 
por el Grupo Parlamentario del CDS, número 665; por el 
Grupo Parlamentario Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya, 526; por el Grupo Parlamentario Mixto, del por- 
tavoz de Euskadiko Ezkerra, señor Larrínaga, 105, y por 
el Grupo Parlamentario Popular, 834, todas ellas referi- 
das a la regulación del régimen de subvenciones en el ám- 
bito del proyecto de ley de Presupuestos Generales del Es- 
tado. 

Es evidente que éste es un tema que ha sido amplia- 
mente debatido, tanto con ocasión del debate en Comi- 
sión del proyecto de ley como, previamente, con motivo 
de las comparecencias, en este caso del Secretario de Es- 
tado de Hacienda, y en diferentes ámbitos de la Cáqara, 
como ha sido en la Comisión Mixta del Tribunal de Cuen- 
tas, en relación con una preocupación legítima que tra- 
duce, en cualquier caso, un objetivo que debe ser común 
en todos los Grupos Parlamentarios representados en esta 
Cámara y que el Grupo Parlamentario Socialista asume 
con todas sus consecuencias. 

Quiero decir a SS. SS. que subir a esta tribuna para de- 
batir una cuestión de esta naturaleza me supone el recor- 
dar aquí que, habiendo asumido en el pasado responsa- 
bilidades de gobierno en el ámbito de la Comunidad Au- 
tónoma de Canarias como consejero de Hacienda, com- 
parto personalmente las preocupaciones expresadas por 
S. S. con ocasión de la defensa de las referidas enmien- 
das. Pero no es menos cierto -dejando esto a un lado, por- 
que no creo, sinceramente, que la Cámara deba ser el mar- 
co de un debate académico respecto de una necesidad de 
la política pública, cual es la de establecer el adecuado 
control de la asignación de recursos públicos que se des- 
tinan a la cobertura de necesidades que constituyen en ne- 
cesidades contempladas como de interés público y, por 
consiguiente, financiadas con los recursos de todos los 
ciudadanos, no es menos cierto, repito que, teniendo una 
experiencia personal importante en la batalla por estable- 
cer instrumentos adecuados de control, en la batalla por 
desarrol1,ar los mandatos contenidos en los artículos 80 y 
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81 de la Ley General Presupuestaria, si bien en el futuro 
pudieron llevarse a cabo en el marco de una administra- 
ción pública respecto de la cual el volumen de recursos 
asignados por la vía de las subvenciones era relativamen- 
te controlable con los medios humanos y materiales dis- 
ponibles, hoy sabemos que esto no es así. Pero no pode- 
mos olvidar -y desde ese punto de vista creo que es vá- 
lido que sus señorías compartieran esta refiexión- que 
no estamos hablando sola y exclusivamente del ámbito 
de la actuación del Estado, como tampoco estamos ha- 
blando sola y exclusivamente del ámbito de recursos que 
se generan en el interior de los Presupuestos Generales 
del Estado que se asignan a través de los mismos; esta- 
mos hablando de obligaciones que se abren en un abani- 
co muchísimo más amplio, porque no podemos olvidar 
que estamos gestionando y aplicando subvenciones pro- 
cedentes de fondos europeos y estamos, en definitiva, im- 
bricando en el proceso de control no solamente a admi- 
nistraciones públicas nacionales de diferentes niveles 
territoriales, sino que estamos asumiendo la responsabi- 
lidad de cumplir con los principios de control de eficacia, 
de legalidad y de asignación correcta de los recursos pú- 
blicos respecto, insisto, de un ámbito muchísimo más am- 
plio. 

Desde ese punto de vista, quiero decir a sus señorías 
que la posición del Grupo Parlamentario (sin prejuzgar el 
instrumento legislativo más adecuado, aunque de hecho, 
en esa dirección se está desarrollando el esfuerzo y el tra- 
bajo que hace el Gobierno con el fin de aportar una regu- 
lación que dé cumplida respuesta a esas preocupaciones) 
es que el ámbito no tiene por qué ser el del debate de la 
Ley de Presupuestos; puede serlo, sin embargo, como fue 
reconocido explícitamente con motivo de la comparecen- 
cia ante la Comisión de Presupuestos de esta Cámara del 
Secretario de Estado de Hacienda, señor Borrell. 

Por consiguiente, creo que no sería útil entrar en un 
examen pormenorizado del contenido de los textos pre- 
sentados por sus señorías, que podíamos compartir en 
cuanto a la filosofía de fondo, independientemente de que 
en aspectos específicos o concretos pudiésemos mantener 
posiciones discrepantes, que no afectarían, en ningún 
caso, insisto, a los objetivos finales que se persiguen. Es 
obvio que en la preocupación del Gmpo Parlamentario 
Socialista y del Gobierno está el realizar, en el más breve 
plazo de tiempo posible -y, por consiguiente, dando una 
respuesta en el tiempo y no solamente respecto de los 
principios-, una regulación adecuada del contenido de 
las normas establecidas en el texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria. 

Ocasión habrá en trámites posteriores en el debate del 
proyecto de ley de confirmar si se ha podido abarcar, in- 
sisto, toda la complejidad normativa necesaria para que 
estos instrumentos no se traduzcan en nuevas situaciones 
de provisionalidad o que exijan, en períodos cortos de 
tiempo, regulaciones adicionales, sino que constituyan un 
eficaz instrumento capaz de dotar a la administración res- 
ponsable del control de la asignación de estos recursos de 
los medios adecuados para dicha finalidad. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Muchas 

¿Turno de réplica? (Pausa.) 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Otero. 

gracias, señor Bergasa. 

(El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor OTERO NOVAS: Señor Presidente, la inter- 
vención del Diputado del Partido Socialista señor Calde- 
ra ha sido francamente brillante, al menos de forma, y yo 
le felicito. Yo voy a tratar de contestarle en un tono bas- 
tante más modesto. 

Señores del Gobierno, no existe ninguna desconfianza 
personal del Grupo Parlamentario Popular para con nin- 
guno de ustedes, para con ninguna persona concreta del 
Gobierno, pero es elemental, sobre todo en democracia, 
tomar medidas que garanticen la objetividad, porque en 
otro caso sí que se producirán corrupciones. El poder 
corrompe; el poder absoluto corrompe absolutamente y 
lo que está fuera de toda duda es que a mayor discrecio- 
nalidad siempre mayor corrupción. 

Ustedes tienen, naturalmente, la presunción de inocen- 
cia -¡faltaría más!-, sin ninguna duda; también tienen 
los ciudadanos la presunción de inocencia y, sin embar- 
go, ustedes establecen controles, cautelas y desconfianzas 
permanentemente; por ejemplo, en las mil normas de de- 
sarrollo de la Ley General Tributaria. 

¿Por qué se imponen cautelas y controles a los ciuda- 
danos y no se imponen al Gobierno? (Por qué los contro- 
les a los ciudadanos son cada día y cada año más y más 
y, en cambio, los controles y las cautelas para ustedes son 
cada día y cada año menos y menos? Esta es una de las 
cuestiones que nos preocupan. 

Señores socialistas, yo no quiero ofenderles, en absolu- 
to, aunque alguno de ustedes se haya lanzado al insulto 
durante mi anterior intervención. Tienen mi respeto to- 
dos los políticos que creen en sus ideas. En la sociedad es- 
pañola, en los ámbitos del centro y de la derecha debo de- 
cirles que yo soy de los poquísimos que piensan que us- 
tedes creen en sus ideas, pero yo sí lo pienso y por eso les 
respeto en serio. Dentro de ese respeto, quiero preguntar- 
les: jno sienten ninguna vergüenza al colocar a’ los Go- 
biernos de España por debajo de los niveles, de objetivi- 
dad y control que existían en el régimen anterior? Natu- 
ralmente, creo que no sienten vergüenza porque hacen, 
sencillamente lo que creen que deben hacer. Ustedes 
creen que hay que dar libertad de acción al Gobierno en 
aras a la eficacia, y así me lo ha dicho usted. Es un prin- 
cipio que algunas veces les ha llevado muy lejos. 

Ustedes saben que sus hermanos franceses fueron de los 
que firmaron y patrocinaron el acta de plenos poderes a 
Pétain y que ustedes muy poquito antes habían hecho una 
:osa parecida con el General Primo de Rivera ... (Rumo- 
res.) Perdón es la historia. Pero ahora no pasa un trimes- 
tre sin que dejen de darme la razón en una tesis que ten- 
go publicada, en el sentido de que ustedes, la izquierda 
hegeliana, son primos hermanos de la derecha hegeliana: 
ambos tienen un abuelo común, que es Hegel, del que re- 
siben la misma sangre ideológica. Lo que ocurre es que 
:n cuanto a los asuntos concretos que yo estoy denuncian- 
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do esta tarde y en este proyecto de ley, dejan ustedes en 
ridículo a sus tímidos primos de la derecha hegeliana. (El 
señor MARTIN TOVAL: ¡Pero que cosas!) 

Me invocan ustedes la eficacia para justificar la discre- 
cionalidad y es verdad, tienen ustedes razón; la eficacia 
está en el artículo 103 de la Constitución Española. Ya an- 
teriormente estaba en el artículo 29 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo. Pero junto con la eficacia, en el ar- 
tículo 103 de la Constitución está también el valor de la 
objetividad, incluso fíjense ustedes que en la Constitución 
la objetividad es previa. El artículo 103 concibe la efica- 
cia dentro de procesos objetivos, y es lógico, porque son 
los regímenes autoritarios los que arrumban los contro- 
les objetivos en aras de la eficacia. En democracia, por el 
contrario, prima la objetividad; aparte de que la expe- 
riencia enseña que cuando a la Administración se le per- 
mite saltar la objetividad la ineficacia es máxima, no sólo 
la corrupción, no sólo el abuso del poder, también la ine- 
ficacia. 

Pero, miren ustedes, la discrecionalidad que yo denun- 
cio en su proyecto de ley - e s a  ampliación de la discre- 
cionalidad- no solamente facilita la corrupción, no sola- 
mente facilita la ineficacia, sino que, además, daña pro- 
fundamente a la democracia. Porque una persona que de- 
pende para vivir, o para aspectos importantes de su vida, 
de una decisión discrecional del poder, no es libre para vo- 
tar, necesita votar al partido del poder, que es el que le 
da a su discreción lo que precisa. 

El señor PRESIDENTE: Señor Otero, le ruego conclu- 
ya. 

El señor OTERO NOVAS: Sí, señor Presidente, me que- 
da un minuto. 

Pues bien, hay largas series de españoles que viven o 
mantienen su nivel de vida por decisiones discrecionales 
de ustedes, enormes cantidades de parados, reales o ficti- 
cios, a quienes ustedes meten o no meten en las nóminas 
del paro; contratistas de obras, de servicios públicos; ad- 
judicatorios de explotaciones patrimoniales, cuando se va 
a sistemas de adjudicación directa o de concurso como 
los que ustedes establecen en esta Ley; receptores de sub- 
venciones; personal al servicio de las Administraciones 
públicas que reciben sus cargos a dedo (Un señor DIPU- 
TADO: En Valladolid.), y otros muchos ciudadanos, sus 
familiares y personas dependientes. Hay así un bloque de 
varios millones de españoles que dependen de la decisión 
libre de ustedes, que no pueden enfrentarse a ustedes, que 
tienen que votarles a ustedes. Y ustedes, ano a año, al au- 
mentar las medidas de discrecionalidad del poder, au- 
mentan la nónima de los votos cautivos. 

El tema político es trascendente, porque ustedes saben 
que la diferencia entre el primer partido y el segundo está 
en un orden de tres millones de votos; con que un millón 
y medio de personas dejen de votarles a ustedes y se pa- 
sen al segundo partido, ya no existe la diferencia. (Rumo- 
res. Aplausos en los bancos de la derecha.) Vean ustedes 
cómo esos poderes discrecionales de la Administración 
pueden decidir nada menos que el poder y el resultado 

electoral. Un poder discrecional amplio como el que us- 
tedes tienen falsea la democracia, además de producir la 
corrupción y la ineficacia, como ya antes hemos dicho. 

Señor Presidente, suprimo la referencia que iba a ha- 
cer sobre el tema de los concursos. Me dicen que los con- 
cursos son susceptibles de revisión jurisdiccional. Señor 
Diputado, llevo muchos años defendiéndoles a ustedes en 
los tribunales como Abogado del Estado, y yo le digo a us- 
ted que no, que un concurso es prácticamente irrevisable, 
porque sólo se puede revisar por defecto de forma o por 
desviación de poder. La desviación de poder es imposible 
de probar. Con tal de que la autoridad no sea tonta, si la 
autoridad o el funcionario no es tonto, un concurso es au- 
ténticamente irrevisable. 

Usted sabe, además, que la jurisdicción contencioso-ad- 
ministrativa tiene declarado que no se pueden revisar los 
juicios objetivos de oportunidad en las mesas de contra- 
tación. Entonces, establecer el sistema de concurso es 
exactamente lo mismo que establecer un sistema de libre 
adjudicación siempre que ustedes quieran. 

Esa es una de las razones por las cuales nos oponemos, 
y no le doy más porque el señor Presidente me ha Ilama- 
do al orden en cuanto al tiempo y no quiero abusar de su 
amabilidad, que, en todo caso, agradezco. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Otero. 
Tiene la palabra el señor Martínez. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo, muy brevemente, para lamentar que 
el Grupo Socialista haya perdido la oportunidad para 
considerar un tema que según el portavoz está en la sen- 
sibilidad del Grupo, del portavoz y de todo el mundo, 
como es el control de las subvenciones. 

Va a ser difícil, por lo que se está viendo en este deba- 
te, que esta ley de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 1990 tenga otras oportunidades de unanimidad. Lo 
lamento porque no se trata de posponer el tema para que 
lo antes posible se haga una regulación, puesto que debe 
afectar a las subvenciones del año 1990, cuyo volumen ha 
calificado el propio portavoz de incontrolabe, y efectiva- 
mente demorarlo en el tiempo es grave por los perjuicios 
que puede causar a la Administración. 

La oferta que hemos hecho la oposición es viable téc- 
nica y jurídicamente. No se ha hecho ninguna objeción a 
los textos que se han presentado y se ha perdido la opor- 
tunidad de obtener una baza política de unanimidad en 
la sensibilidad de esta Cámara sobre el control de las sub- 
venciones. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez, 
Tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Gracias, señor Presidente. 
Muy brevemente voy a referirme a la respuesta que ha 

dado el portavoz socialista a nuestra enmienda relativa 
al módulo económico de distribución de fondos públicos 
para sostenimiento de centros concertados. 
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Realmente, ha hecho una interpretación, que le agra- 
dezco. Ha interpretado usted la norma vigente y me ha 
dado la razón por la cual hoy se aplica el criterio que se 
contempla en la ley de presupuestos. No obstante, no po- 
demos admitirlo como un criterio válido. Entiendo que se 
puede modificar, y creo que usted estará de acuerdo con- 
migo en ello. El que haya un precedente normativo de 
unos años anteriores que ha generado un hábito de pro- 
cedimiento no implica que no deba ser rectificado. 

Tiene que tener en cuenta usted que si a partir del 1 de 
enero de cada ejercicio económico, al menos a partir del 
1 de enero de 1990, se actualiza la parte del módulo que 
hace referencia a los gastos de personal, hay otros con- 
ceptos de gastos de personal que son los de todo el no re- 
glado, el personal administrativo o el no docente, al que 
también deberíamos aplicar por analogía el mismo crite- 
rio que el que se utiliza para el personal docente. 

Es cierto que usted me ha dado su interpretación, pero 
la verdad es que mantener ese criterio de que una parte 
del cómputo se actualice y se incremente a partir del 1 
de enero y otra, aunque sea un 20 por ciento, lo sea a par- 
tir del 1 de octubre del mismo año porque existe el hábi- 
to de hacerlo así, no justifica que no podamos generali- 
zarlo y hacerlo de una misma forma. 

De mantenerse este criterio, lo cierto es que los centros 
concertados tienen nueve meses de una generación de gas- 
to que no se cubre con las dotaciones que se le asignan; 
nueve meses que generan costes financieros. Son recursos 
económicos y, por supuesto, yo creo que el criterio que us- 
ted ha expuesto, que es un criterio interpretativo correc- 
to de.la norma hoy vigente, podríamos modificarlo. 

Nuestro Grupo considera que de la misma forma que 
hay muchas instituciones y entidades económicas en que 
el ejercicio económico empieza a partir del 1 de enero y 
finaliza el 31 de diciembre, en este caso también podría- 
mos hacerlo para la totalidad de los gastos que se gene- 
ran en esos centros, no para una parte. También es cierto 
que en otras instituciones económicas los ejercicios no se 
inician a partir del 1 de enero, sino de una fecha interme- 
dia en el año correspondiente, pero en ese caso creo que 
lo correcto sería tender a generalizar la actualización y el 
incremento del cómputo del módulo a partir del 1 de ene- 
ro y finalizarlo a 3 1 de diciembre. Creo que sería una me- 
dida de buena racionalidad económica y permitiría me- 
jorar la gestión en estos centros. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Homs. 
Tiene la palabra el señor De Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Quiero 
destacar la intervención del portavoz del Grupo Socialis- 
ta, señor Bergasa, que ha puesto de manifiesto básicamen- 
te su conformidad con el contenido de las enmiendas 
- en t r e  ellas las del CDS- relativas al control de subven- 
ciones, y recoger su ofrecimiento en el sentido de darles 
el tratamiento adecuado en el trámite legislativo oportu- 
no en ambas Cámaras en la medida en que, además, re- 
fleja también la conciencia de la necesidad de proceder a 

una regulación de este sector, de la actividad discrecio- 
nal de'la Administración que pueda afectar en parte a las 
subvenciones. El señor Caldera ha recogido también al- 
gunos aspectos sobre el debate en relación al conjunto de 
los actos discrecionales y en cuyo objetivo, para su regla- 
mentación y sometimiento pleno al interés público, esta- 
mos avanzando en la tramitación legislativa en esta Cá- 
mara. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor De Zárate. 
Tiene la palabra el señor Caldera. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Me voy a limitar estrictamente a contestar a la réplica 
que el señor Otero, supongo que en nombre del Partido 
Popular, ha hecho a mi intervención anterior. Ha sido una 
réplica que, como dice el argot, se ha desarrollado en 
mano de hierro bajo guante de seda. Porque comienza fe- 
licitándome por una hipotética -en su opinión- brillan- 
te intervención -que yo agradezc-, puesto que no ha 
hecho más que intentar defender una posición que yo en- 
tendía razonable en todos sus extremos; pero posterior- 
mente, desviándose con claridad de esa inicial intención, 
en la cual afirma que no tiene ningún género de descon- 
fianza sobre los miembros del Gobierno ni sobre aquello 
que administran la cosa pública -por hablar en termi- 
nología tradicional-, opera S.  S. con una serie de desca- 
lificativos fracamente inadmisibles. Como no querría con- 
testarle en el mismo tono, me voy a limitar, sencillamen- 
te, a intentar mostrar las contradicciones de su discurso 
y usted deberá arrostrar la responsabilidad de los califi- 
cativos con que ha extendido esta tarde la actitud del Gru- 
po Parlamentario Socialista. 

Dice S. S., en primer lugar, y por cierto acogiéndose a 
unas teorías de filosofía política que yo entendía muy ale- 
jadas de su espectro político, que el poder corrompe, igual 
que el poder absoluto corrompe totalmente. Entonces, se- 
ñoría, aplicándose la situación a su propia persona y a su 
Grupo Parlamentario, tendrá que convenir conmigo en 
que usted o estará corrompido por el ejercicio anterior de 
ese poder o buscará ineludiblemente la corrupción por- 
que quiere alcanzar de nuevo, con los métodos y los me- 
dios posibles legítimos, algo tan honorable, algo tan legal 
y tan legítimo como es, mediante investidura, a través del 
voto ciudadano, desempeñar la importantísima tarea de 
representar a los ciudadanos y administrar sus intereses. 
(Varios señores DIPUTADOS: ¡Muy bien! Aplausos en los 
bancos de la izquierda.) 

Por ello creo, señoría, que no ha medido justamente el 
alcance de sus palabras; por eso de «... alguien que en- 
tiendo tan capacitado para la intervención que ha reali- 
zado...)) creo que ha desbarrado - c o m o  se dice vulgar- 
mente- por completo. Debe conocer S. S. cómo en una 
sociedad democrática el poder está controlado por un ele- 
mento clave fundamental: el Derecho. En un Estado de 
Derecho es el Derecho el que permite, el que condiciona 
y el que acota las actitudes de quienes desempeñan el po- 
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der y desde Celso, señor Diputado, el Derecho se define 
como el arte de lo bueno y de lo justo, y espero que S. S. 
no esté en contra de esa calificación que -repito- desde 
la muy remota antigüedad, desde el Derecho Romano, se 
viene acreditando. Una situación que hemos conseguido 
entre todos articular, desarrollar, implementar y defen- 
der desde la aprobación de nuestra Constitución de 1978 
y que yo espero que S. S. no sea el último en defenderla, 
sino que, como yo, lo hagan todos los parlamentarios que 
están al frente de esta Cámara. 

Por tanto, no nos da vergüenza establecer procedimien- 
tos reglados, al amparo de una normativa legítima y de- 
mocráticamente aprobada por estas Cámaras, para -re- 
pito- establecer los cauces mediante los cuales la Admi- 
nistración presta sus servicios a los ciudadanos y a través 
de los cuales condiciona, ulteriormente, toda su forma de 
actuar o funcionar. 

Usted nos ha hecho aproximaciones ideológicas y fami- 
liares de un contenido bastante divertido. Señoría, perso- 
nalmente de Hegel -y me toca una fibra sensible- sólo 
me interesan dos cuestiones fundamentales: una, su con- 
cepción triádica del método dialéctico de la afirmación- 
negación y la negación de la negación, y otra, creo recor- 
dar -y lo dije el otro día también en una Comisión en 
esta Cámara-, la afirmación que hacía en un libro suyo, 
«Derecho Natural y Ciencia del Estado», de que todo lo 
racional era real y todo lo real era nacional. No me inte- 
resa la derivación ulterior de su teoría hacia el Estado ab- 
soluto; quizá a alguna otra señoría sí le interesare y por 
tanto, aplíquese la solución porque, repito, la derecha he- 
geliana está mucho más próxima de sus postulados que 
de los nuestros. 

En definitiva, creo que se le ha olvidado aportar una 
sola aproximación a esta ramificación familiar que ha 
pretendido desarrollar con su réplica a mi intervención, 
y es que yo creo que cuando el magnífico autor literario 
que fue Goethe hizo una muy desafortunada incursión en 
la filosofía política, hizo una afirmación del siguiente te- 
nor: prefiero la injusticia al desorden. En consecuencia, 
de acuerdo con esta afirmación, que yo no comparto en 
absoluto, creo que su intervención de esta tarde, su ma- 
nifestación, no ha estado bien calculada y debería haber- 
la medido en sus justos términos. Por supuesto, le digo de 
antemano, yo respeto profundamente sus manifestacio- 
nes, le respeto como persona, creo que ha hecho una in- 
tervención en lo formal brillante, pero el contenido es ina- 
sumible -al menos personalmente y espero hablar en 
nombre de mi Grupo- y que no debería repetirse. Cada 
uno administra sus situaciones, sus intervenciones, y yo, 
por tanto, permítame que lo haga también del modo en 
que lo he hecho. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 
(Algunos senores DIPUTADOS: ¡Muy bien! ¡Muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Caldera. 
Tiene la palabra el señor Mayoral, brevemente. 

El señor MAYORAL CORTES: Brevísimamente, señor 
Presidente, para contestar al señor Homs. 

Lamento que no le haya convencido mi razonamiento 
anterior, pero fundamentalmente creo que basaba en es- 
tos dos elementos: Primero, estamos ante una competen- 
cia de un consejo escolar, que la ejerce, precisamente, a 
la finalización del curso: la aprobación de las cuentas del 
curso dentro de las que se incluye la partida correspon- 
diente a otros gastos. Por tanto, es el momento adecuado 
para hacerlo. De ahí que se derive el ciclo de la aproba- 
ción de estos gastos y del pago a los centros en función 
del curso escolar. Por otra parte, es un concepto de una 
partida de gasto a justificar, no es el mismo caso de los 
salarios, que usted ponía anteriormente; se trata de algo 
a justificar y se justifica, precisamente, coincidiendo con 
el ejercicio de las competencias del consejo escolar del 
centro. Esas son las razones fundamentales que en nues- 
tro caso avalan el mantenimiento y el ejercicio de las com- 
petencias de un órgano tan importante como es el conse- 
jo escolar del centro. 

Espero que por lo menos eso le haga reflexionar y nos 
permita no encontrar otra vez esta enmienda en los pre- 
supuestos del año próximo. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mayoral. 
Tiene la palabra el señor Bergasa. 

El señor BERGASA PERDOMO: Señor Presidente, voy 
a intervenir muy brevemente para responder al señor De 
Zárate, del Grupo parlamentario del CDS y agradecerle 
el tono y el contenido. Quiero reafirmar aquí que, por su- 
puesto, no estamos hablando de una voluntad formal sino 
de una voluntad de fondo. 

Al señor Martínez, del Grupo parlamentario de Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya, quiero decirle que el 
Partido Socialista y el Grupo parlamentario manifiestan 
una voluntad real. El señor Martínez es muy libre de in- 
terpretarlo como quiera. Dice un viejo dicho castellano 
que al buen entendedor con pocas palabras le bastan. Y 
esa voluntad no se va a torcer en cuanto al objetivo que 
pretendemos perseguir. En los trámites parlamentarios 
posteriores tendremos oportunidad de confirmarlo y, por 
consiguiente, S. S.  deberá medir las consecuencias de sus 
palabras. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bergasa. 
Concluido el debate relativo al Título 11, vamos a pasar 

al debate correspondiente del bloque integrado por el Tí- 
tulo 111, las disposiciones transitorias primera, segunda y 
tercera y la disposición final quinta. 

Enmiendas del Grupo del CDS a este bloque de enmien- 
das. Tiene la palabra el señor Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, al Título 111 el CDS tiene una enmienda a la 
totalidad y una serie de enmiendas parciales comprendi- 
das entre los números 666 a 680. Las enmiendas parcia- 
les, que son las que voy a tratar, en primer lugar, preten- 
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den corregir los defectos de la propuesta del Gobierno en 
el caso de que no aceptaran los criterios de política sala- 
rial que defenderemos en la enmienda a la totalidad. El 
criterio es muy simple. Nosotros creemos, deseamos creer 
más bien, que la previsión de inflación del Gobierno se 
va a cumplir, que va a ser el 5,8 ó 6 por ciento. Calcula- 
mos que en el peor de los casos puede ser el 6,s por cien- 
to y creemos que a los funcionarios se les debe retribuir 
de acuerdo con la norma general de remuneración de los 
factores productivos, es decir, la inflación más el incre- 
mento de productividad, y que el incremento de produc- 
tividad de los funcionarios públicos es aproximadamente 
igual o ligeramente superior -por las razones que luego 
voy a decir- que el resto de la actividad de servicios en 
España, esto es, alrededor del uno por ciento. En conse- 
cuencia, la tasa de incremento de los salarios del sector 
público nos parece que debería ser del siete por ciento, 
en lugar del seis por ciento que propone el Gobierno. 

En consecuencia, hemos hecho las enmiendas corres- 
pondientes de carácter mecánico para adecuar el título a 
un incremento del siete por ciento en lugar del seis por 
ciento. Estas son nuestras enmiendas parciales. 

La enmienda a la totalidad tiene un objetivo distinto, 
que es tratar de convencer al Gobierno que cambie su po- 
lítica salarial en el sentido que creemos aconsejable. No- 
sotros creemos, señores del Gobierno, que ustedes practi- 
can una política salarial de tipo convencional, de raíz, de 
síntesis neoclásica, que es la que se practica, por otra par- 
te, en la mayor parte de los países industrializados, pero 
que a nosotros nos parece que incorpora defectos funda- 
mentales que deberían corregirse. 

Hay dos cuestiones: una crítica potencial dentro del 
propio enfoque neoclásico y, otra, fuera del enfoque neo- 
clásico. 

En resumen, señorías, el Gobierno dice fundamental- 
mente (y los organismos internacionales lo avalan en ese 
sentido; el último Informe del Fondo Monetario Interna- 
cional avala la posición que defiende el Gobierno) que la 
causa principal de la inflación son los incrementos de sa- 
larios, tema que en la coyuntura presente de la economía 
española es especialmente grave debido a la necesidad de 
mejorar la competitividad española cara al año 1993, y 
las causas fundamentales por las que los incrementos de 
salarios excesivos pueden producir inflación son de dos 
órdenes; una, de orden microeconómico; otra, de orden 
macroeconómico, como diferentes Portavoces del Gobier- 
no han defendido en esta Cámara en algunas ocasiones y 
que ahora sólo voy a resumir. 

Desde el punto de vista microeconómico, se aduce que 
el alza de salarios, dado que las empresas fijan fundamen- 
talmente los precios con un margen sobre las nóminas, 
todo incremento de salarios con un margen fijo sobre los 
salarios necesariamente aumenta los precios. 

Desde el punto de vista macroeconómico, adicional- 
mente se argumenta que los incrementos de salarios tie- 
nen una propensión baja al ahorro y alta al consumo y, 
en consecuencia, toda aceleración en el crecimiento de sa- 
larios genera una aceleración en el consumo y un dese- 
quilibrio básico de la demanda interna y de la balanza 

corriente. Adicionalmente, se argumenta que este proce- 
so lo puede desatar el sector público por el efecto arras- 
tre que tiene la fijación de salarios públicos sobre el resto 
de la masa salarial, en el sentido de que si el Gobierno 
consiente alzas salariales elevadas, eso implica para el 
sector privado que el Gobierno mantiene una posición op- 
timista o inflacionista sobre la evolución económica y 
que, por consiguiente, no tiene por qué resistir tanto las 
presiones salariales de los sindicatos. En consecuencia 
-hago muy resumidamente el argumento- que si se 
quiere contener la inflación, es imprescindible establecer 
una disciplina en los salarios públicos, ya que eso tende- 
rá a producir una reacción del mismo sentido en la nego- 
ciación de los salarios privados. 

Nuestra crítica ante esta posición, señores del Gobier- 
no, es doble: de una parte, pensamos que, incluso acep- 
tando el punto de vista neoclásico, no sólo hay que dis- 
cutir el incremento de salarios, sino el nivel de los mis- 
mos respecto de la productividad del sector público y 
esto, habitualmente, no se hace. Incluso aceptando el 
principio de que los incrementos de salarios deben ser de 
acuerdo con la productividad, primero hace falta averi- 
guar si la productividad de los salarios públicos es la ade- 
cuada o no. De esto hablaré al finak Esa sería una crítica 
a la posición política salarial del Gobierno desde su pro- 
pia concepción ideológica, que es la posición convencio- 
nal prevalente en el mundo occidental en este momento. 

Desde otro punto de vista, aconsejaríamos al Gobierno 
que empezara a estudiar, con la misma intensidad que de- 
seamos hacerlo nosotros, la revisión que se está haciendo 
desde 1982-83, y precisamente desde Chicago, de toda la 
concepción de síntesis neoclásica, concretamente de la 
teoría del crecimiento neoclásica y la relación entre em- 
pleo-salarios, salarios-inflación, inflación y crecimiento. 

Habitualmente, se argumenta desde esta concepción 
prevalente en el mundo, como digo, que un incremento 
acelerado del empleo tiende a producir un alza de sala- 
rios excesiva; que el alza de salarios excesiva tiende a ge- 
nerar inflación y que la elevación de la inflación tiende a 
frenar el crecimiento y a reducir el empleo, de forma que 
se produce una especie de homeóstasis en los niveles de 
empleo, un incremento excesivo del empleo genera infla- 
ción, un incremento de inflación genera incremento de sa- 
larios, un incremento de salarios genera inflación, ésta 
acelera el crecimiento y tiende a cerrarse el crecimiento 
del empleo, de forma que para mantener una conducta de 
crecimiento del empleo estable hace falta una senda de 
crecimiento sostenido que no sobrepase ciertos paráme- 
tros . 

Esta es la tesis que ha defendido diferentes veces el Go- 
bierno, que ha difundido anteriormente el Banco de Es- 
paña, que recomiendan los organismos internacionales, 
basados en esta concepción de la teoría económica que en 
este momento es de uso convencional en el mundo. 

Señores del Gobierno, nosotros creemos que este argu- 
mento se ha difundido excesivamente con poco rigor. Des- 
de el punto de vista microeconómico, los costes laborales 
unitarios españoles están creciendo a una tasa, señor Mi- 
nistro, inferior a la media de la Comunidad, desde hace 
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cinco o seis años, y gracias a su política económica. Afir- 
mar que los costes laborales unitarios españoles generan 
la inflación nos parece exagerado y, en términos relati- 
vos, absolutamente inapropiado. 

Y, desde el punto de vista macroeconómico, tampoco 
tenemos la convicción de que en España las rentas sala- 
riales medias tengan una propensión al ahorro menor que 
las rentas mixtas. Nos gustaría que lo pensaran de nuevo 
sus economistas y que lo analizaran bien, porque los da- 
tos reales que tenemos de los últimos años son que ha ha- 
bido una transferencia de renta de diez puntos de sala- 
rios a rentas mixtas y rentas de capital, que esta transfe- 
rencia de diez puntos de renta efectivamente ha mejora- 
do el ahorro de las empresas, pero no ha mejorado el 
ahorro en las rentas mixtas y en rentas de profesionales. 
De forma que, probablemente, si esta redistribución de la 
renta no se hubiera producido, a lo mejor hubiera aumen- 
tado el ahorro más de lo que ha sucedido. Me refiero al 
ahorro privado. 

Los datos de encuestas revelan que las rentas bajas de 
trabajo tienen una propensión al ahorro o, por lo menos, 
un deseo de ahorro muy alto. 

Le recuerdo una encuesta importante que publicó «El 
País)), en la que se veía que, a medida que decrecía el ni- 
vel de renta, el deseo y el interés por el ahorro era mayor 
y que decrecía en sentido inverso con el nivel de renta. 
Es decir, parece que en España existe una propensión al 
ahorro inversa a la que existe en otros muchos países de- 
sarrollados, lo cual es normal porque España es un país 
que está accediendo a niveles de consumo desarrollados 
y las clases de renta inferiores tienen deseos de adquirir 
viviendas y bienes durables, para lo cual es necesario que 
previamente fomenten el ahorro. De forma que el argu- 
mento neoclásico en España, desde el punto de vista eco- 
nómico, parece que no tiene realidad alguna. 

Finalmente, el argumento del arrastre de los salarios 
públicos sobre los salarios privados es claro que, en Es- 
paña no se manifiesta, por lo menos durante los últimos 
cinco años, sino que sucede al revés. El caso de este año 
es sintomático. La industria de la construcción en Madrid, 
en Barcelona y en Sevilla está propiciando incrementos 
de salarios muy superiores a los que aconseja la CEOE y 
a los que recomienda el Gobierno, simplemente porque 
tienen necesidad de garantizar la mano de obra que ne- 
cesitan para las construcciones programadas. Están pro- 
poniendo tasas de incremento de salarios del ocho o el 
nueve por ciento, que son las que están arrastrando a to- 
dos los otros sectores privados. No es la Administración 
Pública ni sus demandas las que están elevando los sala- 
rios, sino el sector privado, de forma que el arrastre de 
este año es precisamente al revés. 

De todas formas hay muchos otros argumentos de ca- 
rácter no económico para justificar elevaciones de sala- 
rios superiores a las que ustedes mantienen. Se las he in- 
dicado otras veces. En primer lugar, la doctrina neoclá- 
sica se basa en una fundamentación sociológica distinta. 
Todo el argumento neoclásico o marginalista está basado 
en el mundo anglosajón, de familia nuclear, donde los hi- 
jos a partir de los 19 años, cualquiera que sea el nivel de 

renta de la familia, desaparecen de ésta. Por el contrario, 
en España tenemos una sociología profunda, de familia 
extensa, en la que el padre se hace responsable de los hi- 
jos, incluso cuando tienen 28,29 ó 30 años y viven en casa. 
De forma que en España, paradójicamente, y las encues- 
tas sociológicas también lo revelan, se podría conseguir 
una reducción de alza de salario del padre de familia, 
siempre que se diera una protección social suficiente a los 
hijos no ocupados de la familia. Porque lo que interesa es 
el ingreso familiar conjunto, y ése se puede garantizar o 
elevando el salario al cabeza de familia o garantizando a 
los miembros no ocupados de la familia unas prestacio- 
nes sociales suficientes, como hemos defendido múltiples 
veces en la Sección 19, Trabajo y Seguridad Social. 

Políticamente tampoco es justificable la posición que 
ustedes mantienen. En primer lugar, porque es injusta. 
Se nos ha dicho muchas veces que la remuneración del sa- 
lario a un medio público respecto al salario a un medio 
privado ha ido descendieno desde hace ocho años. Yo he 
defendido su posición cuando han sido atacados por otros 
grupos diciendo que el incremento de salarios no cubría 
el incremento de inflación. Les he dicho que ustedes es- 
tán garantizando incrementos de salarios que cubren el 
incremento de la inflación y que, por tanto, no hay pér- 
dida de poder adquisitivo del funcionario; eso es cierto y 
yo les he defendido. De lo que siempre les hemos acusado 
-y seguimos acusándoles- es de que la diferencia entre 
el salario medio público y el salario medio privado ha ido 
constriñéndose en el tiempo y que el diferencial es cada 
vez menor, por lo cual el funcionario público competente 
está dejando la Administración Pública, como diferentes 
veces se ha quejado el Secretario de Estado de Hacienda, 
en la Comisión respectiva, e igualmente otros Ministros. 

Los funcionarios superiores de la Administración Públi- 
ca más necesarios para la misma no sólo de Hacienda sino 
de los otros cuerpos técnicos, la están abandonando por- 
que el diferencial de salarios respecto al sector privado 
está disminuyendo. Y no sólo es injusto sino que es inefi- 
caz, porque la política que ustedes siguen genera retor- 
siones dentro del mercado laboral del sector público, que 
eventualmente les fuerza a pagar lo que ustedes inicial- 
mente no querían. Por ejemplo, les recuerdo que el año 
pasado cuando propusieron un incremento de salarios del 
tres por ciento, porque preveían que la inflación iba a ser 
ese porcentaje, más un punto para la productividad, más 
un fondo de salarios, les dije desde esta tribuna que iban 
a generar una huelga importante, como efectivamente se 
produjo el 14 de diciembre, y que posteriormente ten- 
drían que compensar por los incrementos no producidos 
de salarios, que es lo que ustedes han tenido que hacer a 
principios de este aBo con una ley de medidas urgentes. 
De forma que, eventualmente, lo que ustedes no quieren 
otorgar directamente se ven obligados a pagarlo indirec- 
tamente, tras las oportunas huelgas generales o parciales, 
porque esto ha sucedido con carácter general, pero tam- 
bién con carácter parcial, con los bomberos, los policías, 
los maestros, los médicos, etcétera. 

Finalmente, es contraproducente en dos sentidos, que 
voy a apuntar solamente porque tengo poco tiempo. Uno 
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es que ustedes intentan corregir esta situación con el pro- 
cedimiento artificioso de elevar las remuneraciones de 
ciertos cuerpos de funcionarios, a través de la creación de 
complementos de destino, nuevos complementos de des- 
tino, complementos adicionales de productividad, etcéte- 
ra. Si, por ejemplo, les enseño la nómina de un catedrá- 
tico de universidad, lo que cobraría en este momento 
como sueldo bruto, con mi antigüedad, serían 570.000 pe- 
setas, siendo el salario base de 1 15 .OOO; todo lo demás son 
complementos de destino y complementos de productivi- 
dad adicionales. Esta situación genera una desmotivación 
tremenda dentro de la Administración Pública, que ya en 
sí es malo; pero esta desmotivación y esta falta de profe- 
sionalización de la Administración Pública crea también 
una politización espantosa en los distintos sectores que 
da lugar a todos los efectos de corrupción potencial posi- 
bles que ustedes se pueden imaginar. 

Adicionalmente a este defecto se crea otro previsible 
para el futuro mucho más grave. Señores, en el año 1993 
vamos a entrar en Europa; se va a construir una Europa 
política. Esa Europa política se va discutir, fundamental- 
mente, en la Comisión Europea, y se va a discutir a tra- 
vés de funcionarios representativos de cada una de las ad- 
ministraciones. Si no tenemos cuerpos técnicos compe- 
tentes que ayuden a negociar la creación de la Europa po- 
lítica en defensa de los intereses españoles, vamos a ob- 
tener muy malos resultados. Necesitamos unos cuerpos 
técnicos de Administración competentes, bien pagados y 
bien motivados, tanto para la gestión directa de la Admi- 
nistración Pública española, como para evitar su politi- 
zación y, sobre todo, para negociar la construcción eu- 
ropea. 

Veo que el Secretario de Estado defiende este punto de 
vista. Ya me he referido a que él lo ha dicho diferentes ve- 
ces en la Comisión. Desde luego, nosotros creemos que es 
imprescindible realizarlo. Por eso, les propondríamos que 
todos los grupos parlamentarios juntos nos dedicáramos 
a desarrollar *una nueva política salarial del sector públi- 

Primero. Partiendo de los datos, los funcionarios públi- 
cos españoles son muy pocos. Tenemos la mitad de fun- 
cionarios públicos que Italia, Francia, Inglaterra, etcéte- 
ra; es decir, nuestro nivel de funcionarios públicos en tér- 
minos PIB o en términos de población activa, es muy in- 
ferior al de Europa. Tenemos muy pocos funcionarios. De 
eso es de lo primero que tenemos que tener conciencia to- 
dos los grupos parlamentarios. Ha habido una campaña 
de demagogia, de despretigio de la Administración Públi- 
ca diciendo que existía un número excesivo de funciona- 
rios. Es hora de decir a la población española que el nú- 
mero de funcionarios en España es muy bajo con relación 
a cualquier índice que se mire. Hay, repito, muy pocos 
funcionarios en el sector público. 

Segundo. Están muy mal pagados a todos los niveles 
respecto de la administración privada, y mucho más res- 
pecto de la situación en Europa. Por tanto, tendemos a ha- 
cer una Administración muy poco competente, con todos 
los peligros que he mencionado anteriormente. 

Tercero. Adicionalmente, como consecuencia, tenemos 

- co . 

un gasto en personal, en términos de PIB, bajísimo, ape- 
nas el 10 por ciento, cuando en todos los otros Estados eu- 
ropeos está en el orden del 16 ó 17 por ciento del PIB. 
Esto se origina a pesar de que la productividad del sector 
público español es muy alta. Es decir, la productividad 
por Funcionario español, medida en cualquier índice, es 
aproximadamente dos tercios la de Europa, cuando el sa- 
lario medio del funcionario español es un medio. Estamos 
pagando por debajo del nivel de productividad al funcio- 
nario público español, especialmente a los funcionarios 
de escala media para arriba. Estamos haciendo dos cosas 
que conjuntamente se convierten en un ciclo horroroso; 
primero, se paga por debajo del nivel de productividad y, 
además, se exige que los incrementos de salarios sean me- 
nores que el incremento de productividad global del sis- 
tema. Es una aberración, señores. Alguna vez esta Cáma- 
ra tendrá que decir al país que tenemos un sector público 
muy pequeño, muy barato, muy poductivo, que se está de- 
teriorando porque no lo estamos pagando como es debido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Lasuén, le ruego que 
termine. 

El señor LASUEN SANCHO: Propondríamos que se hi- 
ciera un análisis exhaustivo, comparativo de la producti- 
vidad y de los salarios del sector público en España res- 
pecto de la media europea. 

Segundo, que se acabara con la ficción de los pagos por 
complementos de destino, productividad, etcétera y que 
se fijara a nivel de remuneración de salarios similares al 
europeo. 

Tercero, que el complemento de productividad que se 
asignara a los funcionarios se hiciera de acuerdo con los 
programas que ustedes presupuestan, para lo cual hemos 
pedido repetidas veces que los programas de gasto se in- 
dicien con indicadores reales, no monetarios, porque si 
son monetarios no se puede medir la efectividad; es de- 
cir, camas por hospital, años de expectativa de vida cre- 
cientes, kilómetros de carretera construidos. Que esta Cá- 
mara fijara las prioridades a los diferentes programas de 
gasto, porque el país puede preferir en un momento tener 
más camas, en otro momento tener más carreteras y la 
productividad del sistema dependerá de cuál de esas dos 
prioridades elija. 

Cuarto, que una vez definidas las prioridades de gasto 
y la productividad potencial de cada programa para el 
país y fijado el grado de cumplimiento, la remuneración 
de productividad se hiciera para todos los funcionarios 
que intervienen en el programa, no solamente para aque- 
llos que decidiera el Ministro correspondiente. 

Este sería nuestro criterio, señores, que creo mejoraría 
sensiblemente la gestión de la Administración Pública. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias señor Lasuén. 
Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Gracias señor Presidente, se- 
ñorías, mi intervención se va a ceñir a defender las en- 
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miendas al Título 111, la 747, que pide la supresión del Tí- 
tulo; las 748 a 781, que corresponden al articulado y una 
disposición adicional nueva, que solicita la enmienda 85 1. 

El Título 111, como todos ustedes saben, está dedicado 
a los gastos del personal activo al servicio del sector pú- 
blico. El asunto no es baladí iunos datos ha puesto sobre 
la mesa el señor Lasúen), no sólo porque las disposicio- 
nes de este Título 111 de la ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 1990 afecten a más de millón y medio de 
funcionarios, sino porque, además, reforma parcialmente 
por enésima vez la Función Pública y la Función Pública 
constituye el soporte de toda la ciudadanía. 

Tres son las razones que justifican la enmienda de su- 
presión de la totalidad de este Título 111, que ha presen- 
tado el Grupo Popular y que, en su nombre, voy a defen- 
der. (El señor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocupa la 
Presidencia.) 

Primero, la falta de correspondencia entre lo que se 
enuncia como Título 111, gastos del personal activo al ser- 
vicio del sector público, y lo que realmente es su conteni- 
do. Se incluyen en él numerosas disposiciones relaciona- 
das con procesos de selección, reordenación de efectivos, 
negociación colectiva, contratación laboral, competencias 
en materia de personal, situaciones de excedencia y rein- 
greso, etcétera, etc., que guardan escasa relación con el 
objeto de la Ley de Presupuestos en esta materia que es, 
repito, la ordenación de los gastos de personal para 1990. 
Por eso, los artículos treinta y cuatro, treinta y cinco y 
treinta y seis deben suprimirse y por eso adicionar el vein- 
tinueve bis, a la ley 30/1984, que pretende el artículo 
treinta y cuatro, no debe estar aquí y así lo solicitan nues- 
tras enmiendas antes citadas, porque viene a modificar 
determinados preceptos de dicha ley 30/1984, de 2 de 
agosto, la famosa ley de Medidas para la reforma de la 
Función Pública, a la que ya no sé si le queda un hueso 
sano de tanto palo como ha recibido y sigue recibiendo 
en sus años de vigencia. 

La sentencia del Tribunal Constitucional, de 11 de ju- 
nio de 1987, declaró nulos ocho preceptos de los diez pre- 
tendidos por el grupo que presentó el recurso de incons- 
titucionalidad y para cumplir esta sentencia se aprobó, 
como saben SS. SS. la Ley 2311988, de 28 de julio, que es 
la reforma de la reforma; que es, como decíamos el otro 
día en Comisión, un remiendo sobre un tejido de pésima 
calidad. 

El cumplimiento de aquella sentencia, lo dije entonces 
y hoy voy a ser mucho más breve en este punto, habría 
sido una buena ocasión para enviar a esta Cámara el tan 
necesitado Estatuto de la función pública, con el cual se 
hubiera puesto en marcha una reforma seria y profunda 
de la Administración española, optando por un modelo 
perfilado, por un modelo claro, sin ambigüedades, sin tor- 
tuosas fórmulas de la función pública, tal y como exige la 
Constitución en los artículos 103 y 149. Que esta reforma 
es una promesa todavía incumplida lo viene a reconocer 
de manera clamorosa y solemne este proyecto de Ley de 
Presupuestos, que contiene en los citados artículos modi- 
ficaciones de las modificaciones de las modificaciones; ar- 
tículos que no pueden ser facturados en una ley de esta 

naturaleza, sino que necesitan su propio y particular trá- 
mite parlamentario. Así lo viene a decir la jurispruden- 
cia, pero, además, razones de seguridad jurídica también 
lo demandan. Los funcionarios, los ciudadanos tienen de- 
recho a poder localizar las leyes y sus modificaciones, por 
malas que éstas sean, con facilidad y no tener que buscar 
el precepto correspondiente, el precepto adecuado a cada 
caso, en este laberinto legislativo en que están convirtien- 
do ustedes esta parte de la legislación administrativa. 

Está claro que con nuestras enmiendas de supresión es- 
tamos solicitando, nuestro grupo solicita, que nos cam- 
bien artículos bis, perdidos por distintas leyes, por un Es- 
tatuto del funcionariado claramente enmarcado en la 
Constitución, asunto reiteradamente prometido por uste- 
des y que es de elaboración urgente, si se quiere que la 
Administración Pública sirva con objetividad los intere- 
ses generales y actúe con eficacia a dar la solución, mejor 
que la de la burocracia profesional dirigida por la políti- 
ca pero independiente de ella. 

Segundo grupo de razones: falta de correspondencia en- 
tre los contenidos del Título 111 y el objetivo de una fun- 
ción pública modernizada en base a criterios de eficacia, 
racionalidad, flexibilidad y transparencia. Tal ocurre a la 
hora de fijar sistemas retributivos y de configurar el sta- 
tuts de los diferentes colectivos de personal al servicio del 
sector público y de cada uno de los empleados en parti- 
cular. La intervención del señor Lasuén me va a ahorrar 
una serie de argumentaciones expuestas muy bien por él. 

Nuestras enmiendas 748 y siguientes, a los artículos 
diecinueve y siguientes, hasta el treinta y tres, se presen- 
tan porque creemos que no contribuyen a afianzar la pro- 
fesionalidad. En una perspectiva de ese orden cobran un 
sentido especial las reflexiones recogidas en el documen- 
to de la OIT, «El trabajo en el mundo, 1989», que dicen 
literalmente: la política de personal no debe basarse en 
las relaciones personales con los superiores jerárquicos o 
con dirigentes políticos; para proteger y perfeccionar el 
núcleo de profesionales competentes, de expertos y moti- 
vados del servicio público, mejorar su rendimiento, su in- 
terés profesional y su moral de trabajo, es importante 
mantener una cierta distancia y grado de libertad entre 
el servicio público y el mundo político. Final de la cita. 

En definitiva, es importante primar la profesionalidad 
y compensarla. Nuestras enmiendas tienen ese calado y 
no la simple petición de incremento de porcentajes de su- 
bidas salariales. Resultaba muy fácil para nosotros, como 
para cualquier otro grupo, formular enmiendas que pul- 
verizasen el 6 por ciento que ofrece la Ley de Presupues- 
tos; pero yo creo que, aparte de ser muy fácil defenderlas 
con los argumentos que nos ha facilitado el propio Minis- 
tro de Economía y Hacienda, la clave de la cuestión, lo 
que nuestro grupo ha querido plantear es la pérdida del 
poder adquisitivo que vienen padeciendo año tras año, los 
funcionarios. 

Las cifras de la última década, aquí en España, como 
en casi todos los países de la Comunidad Europea, así lo 
demuestran, y ello muy a pesar de los cálculos presenta- 
dos por el Ministerio para las Administraciones Públicas 
con ocasiún de la concertación social en el ámbito de la 
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función pública. Si ustedes no aceptan este dato de la pér- 
dida del poder adquisitivo, jcómo íbamos a confiar que 
aceptaran una enmienda incrementando el porcentaje del 
6 por ciento, cuando esta cifra es inferior al porcentaje de 
inflación reconocida por ustedes? Esta cifra es también, 
cómo no, distinta y distante de las declaraciones del Mi- 
nistro de Economía y Hacienda que recomienda una su- 
bida salarial para el sector privado del 7,s por ciento. 
(Cómo pueden justificar la propuesta de un porcentaje in- 
ferior al de la inflación con la promesa de una revisión sa- 
larial por posibles desviaciones de los objetivos de aqué- 
lla si cuando éstas desviaciones se producen, se cuantifi- 
can y se reconocen oficialmente tampoco se aplican a los 
funcionarios? [Por qué puede existir, nos preguntamos, 
para los trabajadores de la empresa privada -nos parece 
muy bien y lo subrayo-, una cláusula de revisión auto- 
mática y, además, en sus convenios se están pactando au- 
mentos superiores al 8,s y al 9 por ciento? 

Alguna de nuestras enmiendas trata de garantizar para 
los funcionarios una eficaz y más justa revisión de sus sa- 
larios y usted lo sabe, señor Zambrana, que ya me ha res- 
pondido a esto; pero no creemos suficiente ajustar los sa- 
larios de la administración al crecimiento del IPC, que es 
la filosofía que subyace en el acuerdo Gobierno-sindica- 
tos, y que ocurre con otro tipo de gastos, como, por ejem- 
plo, las pensiones. 

Aceptar estas fórmulas, se lo dije en Comisión y lo re- 
pito aquí esta tarde, es vender muy barata la deuda so- 
cial. Los funcionarios, como todos los trabajadores, aspi- 
ran a mantener en niveles de justicia su participación en 
la riqueza nacional. Eso significa que en épocas de creci- 
miento los salarios deberían crecer más que el IPC y que 
las fórmulas de retribución tendrían que ser revisadas y 
modernizadas profundamente. No basta, pues, con que el 
sistema de retribuciones se lleve a cabo por métodos ra- 
cionales y se lleve a cabo la adecuación de los ingresos a 
la evolución del IPC. Ha de irse, necesariamente, hacia un 
equilibrio del actual sistema de retribuciones de los fun- 
cionarios que termine con las enormes disparidades exis- 
tentes y que estos presupuestos vuelven de manera pal- 
maria a consagrar. 

Parece excesivo, por ejemplo, que un funcionario del 
mismo grupo, incluso del mismo cuerpo o escala, perciba 
ingresos cuya diferencia puede ser de tres a uno, y tengo 
aquí unos cuantos ejemplos para demostrarlo. (Se puede 
dar una solución sin caer en el peligro de quienes justifi- 
can la necesidad de niveles muy diferenciados por la ven- 
tajosa competencia ejercida por el sector privado? Tienen 
que existir otros mecanismos en la Administración Públi- 
ca, además de los simplemente económicos, que permi- 
tan contar con funcionarios competentes, eficaces y mo- 
tivados. Lo que no parece buena solución es tener a am- 
plios colectivos de funcionarios retribuidos muy por de- 
bajo de sus inmediatos superiores con la misma o similar 
categoría profesional. En un buen porcentaje de puestos 
de los niveles superiores los complementos específicos y 
de productividad sobrepasan el valor del sueldo, antigüe- 
dad y complemento de destino, todo junto. Esto no pare- 

ce lógico, por no decir justo, explicable, tolerable, etcéte- 
ra, etc. 

El funcionario tiene derecho a unas retribuciones con- 
solidadas en función de su categoría, experiencia, puesto 
de trabajo ocupado, etcétera y, si además ocupa puesto 
de una especial responsabilidad, a un incentivo razona- 
ble. Nunca tendrá explicación que sus haberes dependan 
en más del 100 por cien del puesto de trabajo que tengan 
la suerte de ocupar. Así no se hacen las promociones ni 
las carreras administrativas; así se originan frustraciones, 
dependencias personales, dependencias políticas, prema- 
turos agotamientos de expectativas de promoción, etcéte- 
ra. 

No sería justo ni viable pretender que todo esto se arre- 
gle de un plumazo, pero sí es evitar obstáculos como el 
que significa la redacción del actual Título 111 de la Ley 
de Presupuestos, que sigue basando la política de recur- 
sos humanos en los incentivos económicos. Sin duda esta 
política cuenta con otras posibilidades. Los redactores del 
documento «Reflexiones para la modernización de la Ad- 
ministración del Estado)) que el Ministro, señor Almunia, 
tuvo la gentileza de enviarnos, vislumbran algunas de 
ellas y estamos de acuerdo con ellas. En el trabajo de la 
OIT, antes citado, también se dice que a través de múlti- 
ples experiencias en países desarrollados de economía de 
mercado está comprobado que el sistema de primas al 
rendimiento no es el procedimiento más adecuado. En to- 
dos los casos se acusa el efecto negativo que produce por 
las controversias que suscita entre los funcionarios. Por 
eso creemos que en nuestro caso, en España, el comple- 
mento de productividad crea serios problemas de estruc- 
tura salarial al incrementar de modo exorbitante, en al- 
gunos casos, el porcentaje de haberes complementarios. 

Existe casi unanimidad en calificar de imposible la 
aplicación del complemento de productividad en sentido 
estricto en el seno de la Administración pública, porque 
origina descontento, frustración y trato discriminatorio. 
Nuestra pregunta, que late en las enmiendas, es: {por qué 
año tras año se insiste en su regulación en la Ley de Pre- 
supuestos? (Cómo ampliar además su extensión a los di- 
rectores generales? 

Nuestras enmiendas son muy claras al respecto. Senci- 
llamente pretenden que los directores generales tengan 
idéntica categoría y rango, y que los incrementos especí- 
ficos sean fijados por el Gobierno en función de la estruc- 
tura orgánica y el contenido de especial dificultad técni- 
ca, dedicación, responsabilidad, peligrosidad o penosidad 
de cada puesto. Tales complementos específicos se con- 
signarán en las correspondientes relaciones de puestos de 
trabajo y así no habrá ningún tipo de duda. Los directo- 
res generales no percibirán complemento de productivi- 
dad, ni en ningún caso - é s t a  es otra de nuestras enmien- 
das-, el conjunto de retribuciones por los conceptos se- 
ñalados para los directores generales podrá superar 
7.476.660 pesetas, que son las retribuciones totales que 
asigna el mismo artículo, en el párrafo primero, para los 
subsecretarios o cargos asimilados. 

En todo caso, de los complementos específicos y de las 
retribuciones a los altos cargos se dará cuenta --creemos 
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que debería darse cuenta, y así lo solicitan dos de nues- 
tras enmiendas- a las Comisiones de Presupuestos del 
Congreso y del Senado en el plazo de un mes, contado des- 
de la autorización de estas retribuciones por parte del Mi- 
nistro de Economía y Hacienda. Creemos que la transpa- 
rencia en estos casos es más que obligada, y que simple- 
mente se trataría de cumplir un deber de información a 
las Cortes, que de tan natural nos parecería casi super- 
fluo ponerlo en una enmienda para recordárselo a uste- 
des. 

Para terminar este segundo grupo de razones, permí- 
tanme aludir a nuestra enmienda sobre el complemento 
familiar, que, con el fin de adecuarlo a las realidades ac- 
tuales -la Ley lo excluye hasta del aumento del 6 por 
ciento-, lo fijamos, para 1990, en 3.500 pesetas para cada 
miembro de la unidad familiar con derecho a ayuda. 

Dejando aparte lo que perciben los funcionarios de las 
administraciones de los países de la Comunidad, no po- 
demos olvidar a este respecto el fuerte incremento de la 
incorporación de la mujer al trabajo, sobre todo en el ám- 
bito de la función pública, en el que además, con las car- 
gas familiares correspondientes, los funcionarios tienen 
que hacer frente a gastos de guardería y cuidado de los 
niños, que no pueden ser atendidos por los servicios de 
atención social. Creemos que esta cantidad les compen- 
saría, por lo menos parcialmente, la falta de unas ayudas 
familiares dignas que, al menos, ustedes deberían haber 
tenido la vergüenza de ponerlas en los Presupuestos por- 
que ya ni las figuran, simplemente aluden, a las vigentes. 

Tercer grupo de razones y termino, señor Presidente. 
La última de las tres razones está en estrecha relación con 
los acuerdos adoptados en el ámbito de la concertación 
social. 

Existe pleno acuerdo por parte de todos los implicados 
en la política de personal de la Administración Pública de 
que muy poco se puede hacer con expectativas racionales 
de éxito sin contar con la participación y la implicación 
de los empleados públicos. Pues bien, este objetivo plau- 
sible, apuntado por el Gobierno en la reciente compare- 
cencia del Ministro señor Almunia ante la Comisión de 
Administraciones Públicas, también se ve truncado en 
este Título 111. En él se regulan, como saben SS. SS., nu- 
merosos procesos de reordenación de efectivos, situacio- 
nes de abosorción e integración de colectivos, procedi- 
mientos específicos de selección e integración, etcétera, 
para los que no se cuenta con mecanismos previos de con- 
sultas ni negociación con los representantes de los afecta- 
dos. 

Por estos tres grupos de razones básicas pedimos la su- 
presión del Título 111 o, como mal menor, la aceptación 
de nuestras enmiendas al articulado. 

Termino, señor Presidente, haciendo referencia a la en- 
mienda 851, que solicita la incorporación de una disposi- 
ción adicional, nueva, que trata de evitar que los funcio- 
narios del Cuerpo general Administrativo, que han veni- 
do siendo objeto de continuas discriminaciones, puedan 
acceder al Cuerpo de Gestión de la Administración Civil 
mediante la convocatoria de un curso por el Instituto Na- 
cional de Administración Pública. 

Como han visto ustedes, con esta enmienda se aplica- 
ría el principio de igualdad a dichos funcionarios. Ade- 
más la solución que proponemos, por el modo de ejecu- 
tarse, no implicaría aumento de gasto. 

Para todas las enmiendas que he defendido en esta in- 
tervención, solicito, señor Presidente, el voto favorable de 
la Cámara. 

Gracias, señor Presidente: gracias señoras y señores 
Diputados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera); Gra- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unio), tiene la pa- 
cias, señor Núñez. 

labra el señor Baltá. 

El señor BALTA 1 LLOPART: Señor Presidente, seño- 
rías, me propongo defender las enmiendas presentadas 
por el Grupo Catalán al Título 111 de la Ley de Presupues- 
tos del Estado, concretamente a las secciones 1 : y 3:, del 
capítulo primero y a las secciones 1 : y 2:, del capítulo se- 
gundo, así como el ámbito de aplicación del propio Título. 

Mi grupo, en primer lugar, considera insuficiente el in- 
cremento del 6 por ciento de los gastos del personal acti- 
vo y propone un incremento del 7 por ciento, en base a 
que será el mayor el incremento del IPC y con ello el im- 
pacto sobre el poder adquisitivo de los profesionales de 
la administración afectados. Más justificado puede estar 
este aumento, cuando en el trámite de elaboración del 
presupuesto se ha producido el reconocimiento de la ca- 
pacidad de negociación, a través de sus organismos repre- 
sentativos, para los empleados públicos, hecho que inci- 
dirá especialmente cuando desde el Ministerio de Econo- 
mía se plantea la posibilidad de una subida salarial del 
7,s por ciento para el sector privado. Como nuestro gru- 
po ha planteado en Comisión, el Estado debería empezar 
por aplicar este criterio a sus propios empleados, que, 
como es constatable, han ido perdiendo peso en la rique- 
za nacional en favor de otros colectivos. 

En los últimos años hemos visto crecer el empleo pú- 
blico por encima del crecimiento del empleo en el contex- 
to global de la economía. Los afectados consideran, quizá 
ron razón, que ha sido a costa del control de sus salarios, 
que han ido creciendo por debajo de los distintos colecti- 
vos de la actividad privada. 

También se refieren nuestras enmiendas a la necesidad 
de actualizar el complemento familiar para adecuarlo a 
la realidad actual, cuando se trata de incrementar las re- 
tribuciones del personal al servicio del sector público, 
procurando adaptarlo a lo que está establecido en los paí- 
ses de nuestro entorno comunitario. 

Por otra parte intentamos en nuestra enmienda núme- 
ro 115, al artículo veintidós, evitar agravios comparativos 
31 especificar que la propuesta presupuestaria se refiere 
1 cada departamento, concretando que es una referencia 
3 todos ellos. 

Pretendemos, además, rectificar el artículo treinta y 
tres en el sentido de incluir en los conceptos el nivel de 
:omplemento de destino consolidado. 

Nuestra primera enmienda a la sección2." del Títu- 
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lo 111, sobre la base de la creación del Cuerpo Técnico Su- 
perior de la Administración del Estado, con carácter in- 
terdepartamental, pretende adaptar la denominación del 
cuerpo que se cree a las funciones asumidas, desde el cri- 
terio de que no se trata de crear un nuevo cuerpo, sino de 
cambiar la denominación, en consonancia con su origen 
y su función. 

Al enmendar el número cuatro del artículo34, en su 
apartado tres, pretendemos evitar posibles confusiones, 
por cuanto el principio que se establece ya se encuentra 
recogido en la normativa vigente. Proponemos otra supre- 
sión, esta vez del apartado 5, del número cuatro del ar- 
tículo treinta y cuatro, pues consideramos su redacción 
inconcreta, hasta el extremo de que parece querer modi- 
ficar el sistema de retribuciones y servicios del personal 
de contingente y zona que no se integre en la reforma de 
la atención primaria. El motivo no queda justificado su- 
ficientemente cuando el Real Decreto-ley 3/1987 ya per- 
mite la modificación retributiva, si se considera oportu- 
no aplicarla. 

Anunciamos una posible interferencia en las competen- 
cias de las comunidades autónomas en la aplicación del 
texto del número 6 del punto 4 del artículo treinta y cua- 
tro, por cuanto aunque se refiere al Insalud las diferentes 
comunidades tienen organización propia de los servicios 
afectados. Nos parece correcto suprimir el mencionado 
número 6 y proceder a la regulación del proceso por me- 
dio de normas concretas y singulares. 

Finalmente, proponemos la modificación del número 7 
del apartado cuatro del artículo treinta y cuatro, porque 
también plantea una cierta interferencia, una vez más, en 
las competencias de las comunidades autónomas. Propo- 
nemos una ampliación del texto que se refiere a que el Go- 
bierno desarrollará por real decreto las normas conteni- 
das en el artículo en cuestión. Quisiéramos añadir que di- 
chas normas tendrán carácter supletorio en aquellas co- 
munidades autónomas que tengan transferidos los servi- 
cios a los que se refieren el artículo, dado que, en virtud 
de las competencias constitucional y estatutariamente 
atribuidas a las comunidades autónomas, esta normativa 
no debiera tener carácter básico. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 
cias, señor Baltá. 

Para defender las enmiendas del Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor 
Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA: Gracias, señor Presiden- 
te. 

Señorías, intervengo para defender las enmiendas 527 
a 564 que nuestro Grupo presenta al Título 111. 

A finales del pasado mes de marzo se celebró el debate 
de totalidad sobre el proyecto de ley de presupuestos. 
Como es tradición en los debates parlamentarios, dicho 
debate se centró fundamentalmente en el aspecto de la po- 
lítica económica del Gobierno que se desprendía del re- 
ferido proyecto de ley. Desde esa perspectiva el portavoz 

de nuestro Grupo hizo una valoración negativa del refe- 
rido proyecto de ley, que se tradujo en la enmienda a la 
totalidad que presentamos. No obstante, nuestro porta- 
voz hizo un esfuerzo importante por destacar cómo en ese 
proyecto de ley de presupuestos se contenían determina- 
dos apartados que habían sido objeto de acuerdo con las 
centrales sindicales mayoritarias. Hizo esfuerzos por des- 
tacar esos acuerdos, no tanto por la importancia en sí, 
desde el punto de vista económico de tales acuerdos, sino 
fundamentalmente por lo que suponían políticamente en 
relación con la anterior trayectoria del proceso democrá- 
tico al que habíamos asistido. Es necesario decir que en 
el día de hoy ese juicio crítico, que se vertió por nuestro 
portavoz, tendría que ser emitido con mayor coniunden- 
Cia. Ello no sólo por la consideración de los aspectos ne- 
gativos que contiene el articulado del proyecto de ley, so- 
bre el cual hasta la fecha por el portavoz de nuestro Gru- 
po que ha intervenido anteriormente se han hecho deter- 
minados análisis en un sentido claramente crítico, sino 
también porque en los últimos dos meses se nos ha per- 
mitido asistir a lo que podríamos decir que es un proceso 
de deterioro de ese inicio de concertación social, hasta el 
punto de que en el día de hoy se está en una situación de 
«impasse» y existe la posibilidad de dar por totalmente 
arruinado ese proceso tan felizmente alumbrado y quizá 
de tan escasa duración. 

Tenemos razones fundadas para compartir esas presun- 
ciones. Esas razones fundadas hacen referencia, en con- 
creto, al Título que nos ocupa, el 111. Buena parte de las 
enmiendas que hemos presentado al Título 111 tenían 
como objetivo recoger acuerdos literales suscritos por el 
Gobierno con las centrales sindicales. Así, en concreto, la 
necesidad de que se recogiera en la ley de presupuestos 
la revisión de las retribuciones del personal funcionario 
y del personal laboral al servicio de la Administración del 
Estado. Este es un acuerdo expreso suscrito por el Gobier- 
no con las centrales sindicales. Es el contenido de enmien- 
das concretas nuestras hasta la fecha rechazadas. 

La necesidad de que el personal laboral de las empre- 
sas públicas pueda negociar sin sujeción a los topes pre- 
vistos en la ley de presupuestos fue un acuerdo al que se 
llegó, parece ser, verbalmente con las centrales sindica- 
les, que es objeto de una enmienda expresa nuestra y que 
hasta la fecha ha sido rechazada. La necesidad de que la 
afirmación realizada por el Gobierno y las centrales sin- 
dicales de que con estos acuerdos -acuerdos que habían 
suscrit- se daban por cerradas definitivamente las com- 
pensaciones por desviaciones entre las inflaciones previs- 
tas y las registradas en los últimos años. Para que ese 
acuerdo sea realidad necesariamente hay que consolidar 
la deuda social que ha sido abonada al personal de la Ad- 
ministración del Estado en los últimos años. Ese es el con- 
tenido de otra enmienda nuestra que también ha sido re- 
chazada hasta la fecha. La necesidad de que la oferta pú- 
blica de empleo sea negociada con las centrales sindica- 
les; este es otro punto acordado expresamente, recogido 
en otra enmienda nuestra, también rechazada. La necesi- 
dad de que se negocie con las centrales sindicales todos 
los aspectos relativos a las condiciones de empleo del per- 
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sonal de la Administración de Estado, acordado con las 
centrales sindicales, recogido en una enmienda nuestra y 
también rechazada. 

Nos da la impresión de que desgraciadamente podemos 
asistir, tras deteriorar gravemente el diálogo político en 
esta Cámara -y buena prueba de ello es el proceso de 
esta ley de presupuestos en el que no ha sido aceptada nin- 
guna enmienda-, el deterioro y a la ruina total de ese 
proceso de concertación social que todos, y nosotros es- 
pecialmente, saludamos satisfactoriamente. En este sen- 
tido, hace un momento oíamos a un sector de la derecha 
de la Cámara y a otro sector de la izquierda calificarse re- 
cíprocamente de << hegelianosn. Quizá tuvieran razón en 
ese calificativo, porque hay que decir que el pobre Hegel 
no tuvo ocasión de conocer a los sindicatos, y nos da la 
impresión de que efectivamente esas fuerzas políticas si- 
guen sin entender a las centrales sindicales mayoritarias 
de nuestro país. Así se encontraron en su día con una huel- 
ga general e intentaron dar satisfacción con el famoso 
pacto de febrero de 1989, que no sirvió para nada y tuvo 
que ser objeto de las enmiendas en ese proceso de concer- 
tación social a que tantas veces he hecho referencia. 

Es verdad que otras enmiendas nuestras hacen referen- 
cia a puntos no previstos, no acordados por el Gobierno 
y las centrales sindicales, en concreto al tema relativo a 
las retribuciones para este año 1990. Porque no es verdad, 
como decía el portavoz del Grupo Popular, que el acuer- 
do de los sindicatos con el Gobierno hubiera llegado a ese 
punto; no señor. Ese punto no fue objeto de acuerdo pre- 
cisamente porque las centrales sindicales no aceptaban 
un incremento que fuera sólo el IPC. Las centrales sindi- 
cales entienden que la generalidad de los funcionarios en 
los últimos años ha perdido poder adquisitivo en función 
de los incrementos de sus retribuciones y de la realidad 
de la evolución del IPC. Por eso era necesario que este año 
el incremento de las retribuciones fuera superior al IPC. 
Eso no lo aceptó el Gobierno y eso no ha sido objeto de 
acuerdo. 

Nuestras enmiendas iban en la dirección de fijar un in- 
cremento retributivo superior al IPC y de ahí que plan- 
teemos un 7 por ciento con carácter general para todos 
los funcionarios. No sé si cuando hicimos esta enmienda 
podíamos pensar que el IPC de este año iba a evolucionar 
como lo está haciendo; a lo mejor al final el 7 por ciento 
ni siquiera garantiza ese incremento. De todas maneras, 
eso sería realidad en función de esa cláusula de revisión 
salarial que estaba acordada y que debería estar prevista 
en estos presupuestos. De todos modos, nosotros plantea- 
mos un incremento no del 7 por ciento sino del 9 por cien- 
to, porque es verdad que la generalidad de los funciona- 
rios ha perdido poder adquisitivo; pero eso no se puede 
predicar de todos los colectivos de funcionarios. Por eso 
planteamos que ese 2 por ciento se convirtiera en un fon- 
do que permitiera aumentos superiores a aquellos colec- 
tivos más específicamente perjudicados en el proceso de 
los últimos años. 

No parece necesario insistir más en dar razones para 
defender estas enmiendas. La mayor parte de ellas han 
sido firmadas por el gobierno y constan en acuerdos sus- 

critos con las centrales sindicales. Sería bueno que esos 
acuerdos aparecieran recogidos en la ley de presupuestos, 
al menos parte de ellos, todos los que hacen referencia a 
la revisión de retribuciones, etcétera, que son temas es- 
pecíficamente presupuestarios. 

Cabría afirmar que otros temas, como la negociación 
colectiva, tengan que ser objeto de una norma específica, 
pero hay otros que evidentemente deberían estar aquí y 
cuando no están aquí alguna razón debe existir para ello. 
Y cuando se ha venido obstaculizando en los distintos trá- 
mites parlamentarios de discusión de este proyecto de ley 
esa admisión, alguna razón hay para ello. 

Yo sólo quisiera terminar recordando al portavoz so- 
cialista que quizá tenga que seguir leyendo a Hegel, por- 
que Hegel hablaba realmente de la afirmación de la ne- 
gación y de la negación de la negación. La interpretación 
del portavoz socialista de que esa negación de la nega- 
ción es volver a la posición inicial, a reafirmar el punto 
de partida -y, en ese caso concreto, en el tema de retri- 
buciones de los funcionarios, el Gobierno siempre ha es- 
tado en ese seis por c ien tw,  nos parece que es una mala 
inteligencia de Hegel y que debe seguir estudiándolo. 
Nada más y gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Para defender su enmienda a este título, tiene la pala- 
cias, señor Peralta. 

bra el señor Larrínaga. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: Gracias, señor Presi- 
dente. Intervengo muy brevemente, desde el escaño. 

Mi enmienda pretende que se sustituya ese 6 por cien- 
to que aparece como incremento de las retribuciones por 
un 7 por ciento. Y no lo hago de manera caprichosa, sino 
porque mi Grupo entiende que no hay razones, en una 
economía que crece en términos nominales en un 10 por 
ciento, para que las retribuciones derivadas de los presu- 
puestos generales del Estado se incrementen tan sólo en 
un 6 por ciento. Se está dando la circunstancia en la eco- 
nomía española con este presupuesto y con otros anterio- 
res de que quizá el instrumento más eficaz de la política 
contra la inflación sean los bajos incrementos de los suel- 
dos de los funcionarios en los últimos años. Yo simple- 
mente a los datos me remito. Por eso, por la evolución en 
estos últimos años de las retribuciones dependientes de 
los presupuestos generales del Estado, y en aras a la jus- 
ticia redistributiva, entiende que sería bueno que con este 
presupuesto se inaugurase una nueva manera de enten- 
der las retribuciones derivadas del sector público y que 
se empezara ya a hacer un gesto de que los incrementos 
derivados de los presupuestos sean no sólo nominales, 
sino que realmente representen incrementos reales del po- 
der adquisitivo de las retribuciones que de los presupues- 
tos dependen. 

Hace un rato comentaba yo con un compañero Dipu- 
tado que con esta enmienda simplemente pretendía que 
en esta Cámara se hiciera un gesto. Cuando yo le decía 
cuál era la cuantía del gesto, me respondió: Eso, ni siquie- 
ra es un gesto; eso tan sólo es una mueca. Y la verdad es 
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que es una mueca. Y como de muecas se trata, yo creo 
que es perfectamente asimilable y asumible por las posi- 
bilidades económicas de este presupuesto, que pueden 
perfectamente encajar un incremento de esta naturaleza. 
Además, yo creo que existe una competente política im- 
portante a tener en cuenta, y es que es mejor que apro- 
bemos en este presupuesto incrementos reales de las re- 
tribuciones que dependen de él que el que luego, a equis 
tiempo, no se sabe si dentro de unos meses o dentro de 
un año, nos encontremos de nuevo aquí con un nuevo pa- 
quete de deuda social y tengamos que compensar lo que 
en su día no supimos prever en el presupuesto. A mí no 
me gustaría que al presupuesto de 1990 le pasara lo que 
al de 1989, y de ahí la razón de nuestra enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra- 

Para turno en contra, en nombre del Grupo Socialista, 
cias, señor Larrínaga. 

tiene la palabra el señor Zambrana. 

El señor ZAMBRANA PINEDA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, esta tarde parece que está la 
Cámara especialmente filosófica. Yo, que he citado a me- 
nudo a Hegel desde esta tribuna, no lo voy a hacer en este 
momento, porque creo que tendríamos que llamar a Gui- 
llermo de Ockham para comprender el debate absoluta- 
mente nominal que no guarda relación con la realidad de 
las cifras ni con la realidad de los hechos. 

Voy a intentar una respuesta articulada a la serie de ar- 
gumentos que se han venido esgrimiendo por parte de los 
diferentes grupos parlamentarios, diciendo, como New- 
ton, ((hipotheses non fingo». Me atengo, por consiguiente, 
a las realidades, que indican otra cosa. A ellas me refiero. 

El debate nominal cada año surge en torno a este pun- 
to, porque nada tienen que ver los incrementos reales re- 
tributivos que tienen los funcionarios con el incremento 
mínimo que se garantiza a la totalidad del colectivo, que, 
como SS. SS. saben, es un colectivo amplio que abarca 
ya el millón seiscientas mil personas en el conjunto de las 
Administraciones públicas. Ya tuve oportunidad de decir 
en Comisión que, s i  los incrementos mínimos suelen es- 
tar por debajo de la inflación, el incremento real del Ca- 
pítulo uno, gastos de personal, está de hecho muy por en- 
cima. En el año 1986 el incremento mínimo garantizado 
a todos los funcionarios fue del 7,2; el gasto presupuesta- 
do el 9,7 y el gasto efectivo el 10 por ciento, para un IPC 
del 8,3. El año 1987 el incremento general fue del 5 por 
ciento; el gasto presupuestado el 8,7; el ejecutado tam- 
bién 8,7 y el IPC 4,6. Vayan notando SS. SS. las diferen- 
cias. En el año 1988 el incremento general fue el 4 por 
ciento; el gasto presupuestario el 10,6 y el ejecutado el 
10,5 para un IPC del 5 por ciento. En el año 1989, el an- 
terior, el incremento general fue el 4 por ciento; el gasto 
presupuestado el 9,8; el gasto realmente efectuado fue el 
11,2 y el IPC el 6,9. Este año estamos igualmente discu- 
tiendo sobre un presunto 6 por ciento de incremento cuan- 
do realmente el Capítulo uno, gastos de personal, sube el 
11,l por ciento. 

Habrá de preguntarse por qué regla maravillosa ocurre 

que la Administración pública es la única empresa de este 
país en la que la masa salarial crece en estos porcentajes 
sin que las retribuciones del personal afectado crezcan en 
semejante proporción. La cuestión es simple. Podrían de- 
dicarse SS. SS. a comprender adónde ha llegado el dine- 
ro que estamos aquí votando, porque la problemática se 
sitúa en los créditos globales que estamos votando. El año 
pasado, por ejemplo -por referirnos a la Administración 
general-, el incremento salarial mínimo del 4 por ciento 
se vio compensado con un incremento adicional del 1,6 
derivado de un fondo de 20.000 millones de pesetas, que 
también se aprobó en estas Cortes con motivo de la con- 
flictividad social del 14 de diciembre. A ello hay que su- 
mar un 0,7 de medidas específicas para diferentes colec- 
tivos. Medidas específicas que en el caso de la docencia 
no universitaria les llevó a un incremento adicional del 
3,6; en el caso de la Administración de justicia les supuso 
un incremento adicional del 7 por ciento; y que en el caso 
de la docencia universitaria supuso un incremento adicio- 
nal del 5,4. No me refiero a los deslizamientos que se pro- 
ducen por antigüedad y por reclasificaciones legalmente 
esperadas. Por consiguiente, en cualquier convenio eco- 
nómico del sector privado esta serie de datos serían teni- 
dos en cuenta, porque efectivamente las retribuciones 
personales e individuales que reciben los funcionarios 
nada.tienen que ver. Por ejemplo, las Fuerzas Armadas el 
año pasado tuvieron un incremento adicional a partir del 
mes de abril, con efecto retroactivo, del 14,6 por ciento, 
que también hay que contabilizarlo puesto que igualmen- 
te eran sueldos bajos. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado también tuvieron sus complementos espe- 
cíficos -1.700 millones- que supusieron un incremento 
adicional del 0,6 por ciento. Por consiguiente, el debate 
que estamos manteniendo no es un debate riguroso sino 
absolutamente nominalista. 

Entrando en las argumentaciones concretas, hemos te- 
nido la oportunidad de escuchar al señor Lasuén hacien- 
do toda una serie de disquisiciones acerca de la política 
salarial como causante de los incrementos inflacionarios. 
Yo, señor Lasuén, no comparto estrictamente las opinio- 
nes de ninguna escuela neoclásica, y mucho menos de la 
de Chicago. Por consiguiente, creo que los salarios tienen 
su parte en los incrementos de inflación, de la misma for- 
ma que la tienen otra serie de sectores como, por ejem- 
plo, pueden tenerlos los beneficios. Le puedo conceder a 
S. S. una parte de razón en la argumentación de que a me- 
nudo se utiliza el sector público como efecto-demostra- 
ción para la negociación colectiva del sector privado. Es 
posible que eso tenga más peso. Es posible también que 
la negociación colectiva en el futuro evite este tipo de pro- 
blemas, porque indudablemente al Gobierno le resultaría 
más cómodo que esta Cámara, en lugar de entrar en toda 
esa serie de disquisiciones relativas a complementos o lis- 
tados, votara un crédito global que, por negociación co- 
lectiva, se distribuyera entre los funcionarios. Incluso se- 
ría más barato, porque difícilmente se podrían votar cré- 
tidos globales del 11,l por ciento, como se están aplican- 
do en la actualidad. (El señor Presidente ocupa la Presi- 
dencia.) Yo soy partidario, con su señoría, de que los sa- 
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larios participen en los crecimientos de productividad y 
comparto con usted que los costes laborales unitarios en 
España no son precisamente desmedidos. 

Ahora bien, dicho esto, S .  S. entraba en contradiccio- 
nes como, por ejemplo, acerca de la sociología familiar en 
nuestro país y el salario indirecto. Yo soy partidario de 
los salarios indirectos, pero parece que entra en contra- 
dición con la aportación de salarios directos que S .  S. ha 
estado pidiendo, y desde luego los incrementos en pensio- 
nes, los incrementos en gastos sanitarios, en gastos edu- 
cativos, en gastos de infraestructuras, etcétera, que se vie- 
nen haciendo por parte del Gobierno, me parece que han 
sido bastante sustanciales y bastante importantes. Desde 
luego comparto totalmente esa línea de reflexión que lle- 
va a potenciar el salario indirecto que, entre otros moti- 
vos, suele ser un salario bastante más solidario que el sa- 
lario privado. 

Su señoría dice que los salarios en la Administración 
pública son más bajos que en el sector privado, que están 
perdiendo diferencia. Yo no comparto totalmente este cri- 
terio; es posible que en determinadas categorías ocurra 
así. Le puedo decir que, por ejemplo, en la Administra- 
ción general del Estado, lo que son los funcionarios bu- 
rócratas, el salario promedio en estos momentos está si- 
tuado por encima de los dos millones de pesetas 
(2.027.000 pesetas) en el año 1988, que son los últimos da- 
tos de los que dispongo y que manejo. Que en la Admi- 
nistración de Justicia son 2.263.000 pesetas; que en el per- 
sonal estatutario de la Seguridad Social son 2.159.000 pe- 
setas; que en la docencia universitaria son 2.999.000 (ci- 
fras del año 1988). Por consiguiente, no es cierto que esos 
salarios sean inferiores al salario promedio de los secto- 
res equivalentes. Su señoría conoce bien, en la práctica, 
que los docentes públicos están mejor pagados que los do- 
centes privados, y que los docentes privados hacen huel- 
ga para que les equiparen el salario al sector público. Y 
ocurre la misma situación en el sector sanitario, salvo ex- 
cepciones de lujo en determinadas categorías. Cualquier 
auxiliar de clínica de una clínica privada ya querría ga- 
nar lo mismo que está ganando el auxiliar de clínica en 
ei Insalud. Por consiguiente no es cierto eso con carácter 
general. Puede ser cierto en determinadas categorías en 
los niveles altos. Y esto tiene dos soluciones, señor La- 
s u h .  Una es que el abanico salarial se abra en la Admi- 
nistración pública y otra, que yo hubiera esperado de 
S .  S., que por vía impositiva se cierre en el sector priva- 
do, que también sería una solución solidaria. También po- 
dríamos pedir que los impuestos redujeran el abanico sa- 
larial en el sector privado, que sería muy conveniente 
para la estructura interna de esta sociedad. El Gobierno, 
lógicamente, no está cerrando los ojos a la situación del 
mercado laboral privado y está atendiendo la situación. 

Ha habido otro Grupo que pretendía que los directores 
generales, funcionarios en su mayor parte y no especial- 
mente políticos, ganen menos de lo que ganan. Querrían, 
por ejemplo, que el Director General de Correos viniera 
a ganar (he estado haciendo los cálculos) unas 350.000 pe- 
setas. En ese caso, con una empresa de 50.000 trabajado- 
re y un volumen de facturación de bastantes decenas de 

miles de millones de pesetas, estaría sometido a un suel- 
do equivalente al que puede tener cualquier director de 
una pequeña empresa de paquetería que tenga 40 ó 50 tra- 
bajadores. Por consiguiente, el Gobierno no es que esté 
cerrando los ojos a esta realidad que S. S. indica, pero la 
Administración pública no va a poder competir nunca con 
la enorme diferencia de rentas salariales que existen en 
el sector privado. 

Su señoría pide una estructura retributiva diferente. 
Posiblemente sea un «desideratum» bueno. Se han hecho 
intentos y le puedo decir a S. S. que en este momento -y 
después de la Ley 34- hay bastantes menos conceptos re- 
tributivos de los que había en épocas anteriores. Siguen 
siendo muchos, siguen siendo pocos ... Posiblemente no 
haya solución mientras el sistema corporativo que está en 
la raíz de los diferentes complementos, y que ha lastrado 
la reforma, no sea superado por un sistema de negocia- 
ción colectiva. Pero es difícil, créame, reducir mucho más 
el abanico de retribuciones, que en este momento es suel- 
do base y tres tipos de retribuciones complementarias. 

Por otra parte indico a S .  S. también -porque ha ha- 
blado de nóminas que no representan la totalidad- que 
las retribuciones básicas suponen el 60 por ciento del to- 
tal. Son retribuciones muy pautadas, pero con un abani- 
co muy corto (de 1 a 4), que son las que fuerzan a que se 
produzca la apertura retributiva en el resto de los con- 
ceptos, induciendo a una estructura que no nos convence, 
pero que son, como le digo, las causas que motivan la si- 
tuación. 

Su señoría indica que en España hay pocos funciona- 
rios públicos. Es verdad; se están incrementando. Pero 
creo que se deben incrementar con pauta y prudentemen- 
te, sobre todo no en la burocracia sino en los servicios. Es- 
paña va a necesitar más personal sanitario, más personal 
docente; es decir, funcionarios de servicios no funciona- 
rios de burocracia. Estos funcionarios no creo que estén 
tan mal pagados como S .  S. ha dicho y, por otra parte, di- 
siento totalmente en que sean poco eficaces. Las personas 
que han ido a trabajar a las administraciones europeas, 
en concreto Bruselas y Estrasburgo, están añorando en 
buena parte la eficiencia profesional de la Administración 
pública española. Ciertamente el gasto de personal es li- 
geramente inferior. Tenemos ocupados en España actual- 
mente un 13 por ciento de la población activa y el pro- 
medio europeo viene a ser del 16 por ciento, pero estamos 
creciendo y, por consiguiente, lo que no se trata es de con- 
tratar a centenares de miles de personas en un año. Con 
esto, señor Lasuén, creo haber respondido a la mayor par- 
te de sus argumentaciones. 

El señor Núñez, en representación del Grupo Popular, 
ha seguido una línea habitual de argumentos en su Gru- 
po, según la cual no hay política de personal, se hacen par- 
ches permanentemente y que lo ideal sería que existiese 
un estatuto de personal que lo recogiera todo. Posible- 
mente haya que llegar a hacer una ley resumen de todas 
las leyes. Ahora bien, señor Núñez, conforme la Adminis- 
tración pública vaya siendo mayor, más amplia, más di- 
versa, más ágil, más eficaz, cada día va a ser más difícil 
esa concepción un tanto jacobina, por lo central, de una 



- 

CONGRESO 
1342 - 

16 DE MAYO DE 199O.-NÚM. 33 

ley que pretenda abarcar todo. Posiblemente la tenden- 
cia del futuro -eso es lo que las tendencias liberales han 
aportado en muchos sitios- sea a una pluralidad. Conste 
que no soy el defensor de una pluralidad excesiva de nor- 
mas, pero desde luego no la uniformidad que indica S. S. 

Su señoría ha hecho referencia a la necesidad de incre- 
mentar las retribuciones públicas, y creo que ya he res- 
pondido a buena parte de sus argumentaciones. En con- 
creto S .  S. hace mucho hincapié en la necesidad de que 
los directores generales no cobren complemento de pro- 
ductividad. La inmensa mayoría de los directores gene- 
rales, como S. S .  conoce bien, no son partidarios, son fun- 
cionarios de la Administración pública, más o menos afi- 
nes al partido en el Gobierno en cada momento y son pro- 
fesionales. Estos señores necesitan tener unas retribucio- 
nes que si no les acercan al sector privado, cuando menos 
no les separen demasiado. He puesto el ejemplo gráfico 
de lo que sería el Director General de Correos, según las 
retribuciones que tanto usted como su grupo han propues- 
to, e indudablemente sería muy difícil retener a personas 
valiosas en la Administración si estuvieran rígidamente 
sometidas a este tipo de propuestas. 

Su señoría ha defendido la necesidad de un complemen- 
to familiar superior. En estos momentos se está discutien- 
do con carácter general el complemento familiar, pero 
desde luego no en las cuantías que S. S. pide. En este com- 
plemento familiar va a existir un problema de agravio 
comparativo con el resto de la población, y es que la ma- 
yor parte de los funcionarios, la casi totalidad o todos los 
funcionarios van a estar por encima del millón cien mil 
o millón ciento cincuenta mil pesetas de mínimo -toda- 
vía queda por decidir- que se va a proponer al resto de 
la población para que tengan derecho a percibir el com- 
plemento familiar de 36.000 pesetas anuales. Va a ser di- 
fícil encontrar una solución. No obstante mi Grupo la de- 
sea de la misma forma que la pueda desear S. s. 

El representante de Convergencia i Unió ha vuelto a in- 
sistir en la necesidad de unos incrementos salariales y ha 
hecho referencia, por aludir a una enmienda específica no 
tocada por otro grupo, a la necesidad de que los créditos 
de productividad sean por departamentos. Así viene sien- 
do. Algunas veces se modifica, pero los créditos se dan glo- 
balmente por departamentos. Es cierto que la producti- 
vidad levanta agravios comparativos, pero también la Ad- 
ministración necesita de algunas dosis de agilidad. Yo 
puedo indicar a S .  S. que los créditos por productividad 
en el total de la masa salarial representan, para lo que es 
Administración burocrática del Estado, no más del dos 
por ciento de la masa salarial. Por consiguiente, no esta- 
mos hablando de cifras exorbitantes. Cuando se incluyen 
los créditos que hacen referencia al INSALUD, esta pro- 
porción sube ligeramente en el INSALUD, pero no en 
cuanto al conjunto de la administración burocrática. 

Pide la constitución de un cuerpo técnico con los cuer- 
pos técnicos provenientes de los antiguos organismos au- 
tónomos. Este problema ya está resuelto por la anterior 
Ley de Reforma de la Función Pública y, desde luego, de 
aceptar su enmienda, no le quepa duda a S. S. de que se 
crearían otra serie de agravios comparativos. 

En cuanto al artículo treinta y cuatro, le puedo anun- 
ciar a S. S. que está sometido a consideración y que le va- 
mos a hacer una propuesta de modificación en profundi- 
dad de este artículo en el Senado. Sus compañeros del Se- 
nado tendrán oportunidad, con el Grupo Socialista de di- 
cha Cámara, de tratar este asunto. Nos proponemos con- 
sensuar o pactar una enmienda que, por otra parte, el Go- 
bierno ya ha pactado con las comunidades autónomas y, 
en concreto, con el representante de la comunidad autó- 
noma donde ustedes tienen la mayoría de gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Señor Zambrana, le ruego que 
concluya. 

el señor ZAMBRANA PINEDA: Voy a tratar de abre- 
viar, señor Presidente. 

El señor Peralta, en representación de Izquierda Uni- 
da, pretende algo que va unido a la historia sindical de 
nuestro país, cuando todo tenía que plasmarse en leyes, 
porque, si no, no entraba en vigor. Estamos en otra épo- 
ca, y un sindicato lo que necesita es, posiblemente, que 
haya menos leyes y más musculatura, porque el sistema 
de llevarlo todo a la legalidad tiene su herencia en el an- 
terior régimen -lo digo sin ánimo agresivc+ en el cual, 
debido a que no había sindicatos ni musculatura sindical, 
los derechos individuales se protegían por vía legal. Lo 
que ha firmado el Gobierno, firmado está y se cumplirá. 
Cuando haya un incumplimiento, S. S. podrá pedir las 
responsabilidades pertinentes en la Cámara. 

El Gobierno va a remitir a la Cámara, porque ya lo ha 
aprobado el Consejo de Ministros, un proyecto de ley que 
modifica la negociación colectiva de los funcionarios, que 
as lo que necesitan los funcionarios: capacidad de nego- 
ciar colectivamente. Los funcionarios no necesitan que se 
lleve y se plasme cada detalle de la negociación en un tex- 
to legislativo. Eso obedece a una concepción que me pa- 
rece completamente superada. 

El personal laboral de las empresas públicas va a se- 
p i r  negociando como lo viene haciendo en años pasados, 
3on total libertad, y en esta ley de presupuestos fíjese S. S. 
que las restricciones van para el personal funcionario que 
:n esas empresas prácticamente no existe. Por consiguien- 
te, esta ley no les va a afectar, y descuide S .  S., que Ren- 
le, el INI, etcétera, van a negociar como lo han venido ha- 
ziendo en los últimos años. 

Habla permanentemente de la deuda social. Anterior- 
mente ya me he referido con detenimiento a que esta deu- 
l a  social es relativa. Es posible que haya algún colectivo 
1 algún funcionario individual que no haya tenido nada 
nás que los incrementos retributivos mínimos, pero no 
:s el caso de la inmensa mayoría de los colectivos: docen- 
:es, sanitarios, justicia, etcétera, que han tenido impor- 
.antes incrementos retributivos. 

En cualquier caso, aconsejaría a su Grupo que utiliza- 
-a la calculadora a la hora de pedir incrementos salaria- 
es, porque ustedes no piden el 9 por ciento de incremen- 
.o salarial. Para estas cosas, soy relativamente cuidadoso 
I me he dedicado a sumar las numerosas partidas en las 
lue piden incrementos retributivos importantes adicio- 
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nales. Piden un siete por ciento de incremento de masa sa- 
larial, que se consolide la paga extraordinaria del año an- 
terior, lo cual supondría un 1,7 por ciento más; piden un 
fondo de 27.000 millones de pesetas, que equivale a un 
dos por ciento más; piden que los trienios se fijen en el 
3,84 por ciento, que supondría casi un uno por ciento; pi- 
den que se incluya en las pagas extraordinarias el com- 
plemento de destino, lo cual supone la friolera de 60.000 
millones de pesetas, otro 3 por ciento más; piden que los 
interinos cobren al cien por cien; que los funcionarios en 
práctica cobren también al cien por cien; que los docen- 
tes universitarios cobren más; que las matronas se asimi- 
len a otras categorías; que los índices de la Administra- 
ción de justicia cambien y suban; que haya un fondo pro- 
pio en la Administración de justicia y que haya una paga 
extraordinaria para el personal del exterior. Esto supon- 
dría, por lo menos, el 15 por ciento de incremento sala- 
rial. Sería conveniente sacar la calculadora y sumar an- 
tes de presentar enmiendas sin ton ni son y de no evaluar 
el incremento de los gastos salariales que se producen. 

Finalizo, señor Presidente, con una referencia, por una 
parte, al problema suscitado por el cuerpo administrati- 
vo, que provoca un pequeño agravio comparativo en re- 
lación con la creación del cuerpo de gestión, pero solucio- 
nar ese problema para un colectivo amplio, de más de seis 
mil funcionarios, supondría la creación de múltiples agra- 
vios comparativos y la ruptura en este momento del sis- 
tema de promoción interna de la Administración Pública. 

Termino diciendo al Grupo Popular que aceptamos en 
una enmienda transaccional, pero viene a decir lo mismo, 
su enmienda 765 sobre los incrementos del personal que 
no tiene una relación de servicios permanentes en el Ejér- 
cito. La enmienda transaccional que proponemos -repi- 
to que en esencia es lo mism- diría: Los oficiales y sub- 
oficiales que mantienen una relación de servicios profe- 
sionales no permanentes percibirán el 95 por ciento del 
sueldo correspondiente a su empleo militar y no deven- 
garán trienios. Es en esencia su enmienda, y espero que 
S. S .  pueda aceptar esta transaccional. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Zambrana. 
Tiene la palabra el señor Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO: Gracias, señor Presiden- 
te. Señorías, muy brevemente, para puntualizar cuestio- 
nes, a efectos de que no haya errores de comunicación. 

Señor Zambrana, no quisiera reproducir el debate del 
año pasado en algunas cuestiones. Usted es perfectamen- 
te consciente de que nosotros no le hemos imputado, ni 
le imputamos el año pasado, la pérdida de poder adqui- 
sitivo de los funcionarios. Le defendimos frente a otros 
grupos cuando le acusaron de ese cargo. En segundo lu- 
gar, hemos dicho que a través de los mecanismos que us- 
ted ha indicado y que yo he referido, el incremento en las 
remuneraciones de los funcionarios era mayor que los in- 
crementos salariales, del orden del 10 por ciento, y en al- 
gunos colectivos mucho más. Por tanto, no voy a entrar 
en ese tema. 

A ese respecto, quiero añadir que tampoco he dicho que 
el salario medio público sea inferior al salario medio pri- 
vado. He dicho que el diferencial del salario medio públi- 
co está disminuyendo respecto del salario medio privado. 
El salario medio público -le dije el año pasad+ había 
sido un 35 por ciento superior al salario medio privado, 
en media, porque evidentemente el sector público no tie- 
ne peones ni asalariados de bajo nivel, sino que tiene téc- 
nicos medios y superiores. Por tanto, la remuneración me- 
dia del sector público es superior a la del sector privado. 
Pero también le dije -y se lo recalc+ que en los últi- 
mos cuatro o cinco años el diferencial entre el salario me- 
dio público y privado ha disminuido ocho puntos, y este 
año ha disminuido dos más; es decir, era el 35 por ciento 
y ahora es el 25 por ciento. Hablo de salario medio pú- 
blico y medio privado. Pero por colectivos equivalentes y 
a medida que aumenta el nivel de los funcionarios hacia 
niveles técnicos, el diferencial se vuelve negativo, y el sec- 
tor privado, a igual calificación, paga mucho más que el 
sector público. Los ejemplos de docentes que usted ha ex- 
puesto no son equivalentes, porque los docentes del sec- 
tor privado no son los del sector público. La cualificación 
de los docentes del sector público es infinitamente supe- 
rior a la de los del sector privado. Y lo mismo pasa con 
otros profesionales del sector público y privado. 

Despachado eso, no quiero insultarles, señor Zambra- 
na. He hecho esfuerzos dialécticos suficientes para decir- 
les que ustedes son marginalistas no porque lo deseen, 
sino porque se quieren adecuar a la corriente universal y 
a las corrientes de política salarial que practican los otros 
países, pero como da la casualidad que los otros países sí 
que aplican una política económica de síntesis neoclási- 
ca, marginalista, friedmaniana, ustedes la aplican exac- 
tamente igual. De forma que yo ya sé que a ustedes les mo- 
lesta, pero no puedo hacer más esfuerzos dialécticos y re- 
tóricos para evitar llamarles lo que les tengo que llamar. 
Es así y además les tengo que decir -y también se lo dije 
el año pasado- que de los infinitos libros que ustedes pu- 
blican, de color rojo, de color verde, de color azul, los más 
importantes son los de color azul que hace el Banco de Es- 
paña, y el Banco de España lleva recomendando desde 
hace cinco años -y ustedes consecuentemente la practi- 
can- una política de contención de la inflación a través 
de la reducción salarial. Eso, posteriormente, se lo avala 
el Fondo Monetario y la CEE, así como todos los organis- 
mos, de forma que las recomendaciones del Banco de Es- 
paña se las refuerzan a ustedes retórica y políticamente 
los organismos internacionales. Ustedes practican esa po- 
lítica salarial. Piensan que la única forma de contener la 
inflación es reduciendo la demanda interna. Reducir la 
demanda interna significa reducir la demanda de traba- 
jo, y reducir la demanda de trabajo es presionar los sala- 
rios a la baja. 

Posteriormente les he dicho que, incluso dentro de esa 
doctrina neoclásica, hay dos principios a satisfacer: uno, 
que los oferentes de trabajo reciban la compensación por 
su productividad, y, dos, que los incrementos de salarios 
correspondan a los incrementos de productividad. Y les 
he dicho que en el sector público español no se está pa- 
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gando la productividad del funcionario. El nivel de remu- 
neración global de la productividad del funcionario espa- 
ñol es injusto. Me he referido a que hay muy pocos fun- 
cionarios en España con relación a Europa; a que la pro- 
ductividad del funcionario español respecto al europeo es 
muy elevada relativamente, y a que la remuneración del 
funcionario público español respecto al europeo es muy 
baja, y a que en consecuencia, no estamos remunerando 
a los funcionarios de acuerdo con su productividad. Esto 
desde el punto de vista neoclásico. Adicionalmente, al no 
remunerarles de acuerdo con su nivel de productividad, 
cuando calculamos los incrementos de salarios tampoco 
corresponden a los incrementos de productividad. De for- 
ma que ustedes están aplicando una política neoclásica 
más «retrógrada», entre comillas, para que no les moles- 
te, que la que propone incluso el propio señor Friedman. 

Dicho esto, no voy a hacer comentarios sobre su prin- 
cipio del arrastre, con el que coincido. Solamente tengo 
que matizar que tampoco he dicho que la sociedad fami- 
liar tenga que remunerarse con salarios indirectos. Por su- 
puesto que tiene que remunerarse con salarios indirectos 
de servicios públicos. Lo que le he dicho adicionalmente 
es que la teoría neoclásica está elaborada para una socie- 
dad anglosajona, donde los padres se desentienden de los 
hijos a los 18 años, cualquiera que sea el nivel de renta 
de la familia, y que esa teoría de fijación de salarios, aun 
si fuera cierta en el mundo anglosajón - cosa  que no lo 
es y ya se lo explicaré en la Sección 19-, en el caso espa- 
ñol, como en el italiano, como en el francés del sur, es ina- 
decuado porque en España no hay familias nucleares, hay 
familias extendidas, y los padres cuidan de los hijos y de 
las nueras en paro hasta que decidan marcharse de casa, 
y no se marchan de casa. 

En consecuencia, se podría conseguir una remunera- 
ción más baja, que aceptaran los trabajadores, los cabe- 
zas de familia, si los hijos y las nueras tuvieran seguro de 
desempleo o asistencia social al desempleo, aunque no tu- 
vieran trabajo. Eso es lo que les dije el año pasado en la 
sección y les recuerdo este año. Lo que les digo es que hay 
una inadecuación básica entre esta teoría neoclásica y la 
sociología española. Pero también les digo, adicionalmen- 
te, que la propia teoría neoclásica de que estamos hablan- 
do, que recomienda el Fondo Monetario, la CEE, y que us- 
tedes aplican, está en crisis incluso en Chicago. Y les diré 
que la nueva corriente de crecimiento económico del 
mundo anglasajón empieza a reconocer lo que otros he- 
mos dicho muchas veces, y es que la teoría del crecimien- 
to no tiene rendimientos constantes, sino rendimientos 
crecientes a escala, y que entonces la remuneración sala- 
rial no es un impedimiento para controlar la inflación, 
pero esto lo explicaré en la Sección 19. 

El señor PRESIDENTE: Señor Lasuén, le ruego conclu- 
ya. 

El señor LASUEN SANCHO: Digo que se lo explicaré 
en la Sección 19, porque no le puedo decir todo en una 
sola sección, señor Zambrana. Nosotros le vamos a reco- 
mendar que en el proyecto de ley de medidas fiscales de 

carácter urgente eleven la tasa impositiva para ingresos 
altos y que la reduzcan para medios y bajos. No quere- 
mos que apliquen el techo máximo del 56 por ciento; se 
pueden llegar al 65 y al 70 en ingresos realmente altos. 
Lo que nos parece injusto es que las rentas de ocho o diez 
millones paguen lo mismo que las de cien millones. Les 
vamos a poner frente al dilema de tener que elevar las de 
veinte y treinta millones y rebajar las de ocho, seis y cua- 
tro millones. De forma que eso va a tener respuesta cum- 
plida en nuestras enmiendas al proyecto de ley de medi- 
das fiscales que modifican las tarifas. Desearíamos que 
aplicaran las tarifas a las rentas altas salariales y que las 
aumentaran, y que las disminuyeran para las medias y 
bajas. 

Finalmente quiero decir que nosotros tampoco quere- 
mos que aumenten los funcionarios públicos. Nosotros es- 
tamos en contra de la regulación total, y el sistema sovié- 
tico ha fallado, y estamos también en contra de la desre- 
gulación total, y el sistema norteamericano no es un éxi- 
to. Nosotros estamos a favor de una regulación interme- 
dia y de una libertad intermedia. Estamos a favor de un 
estado de bienestar moderno y corregido. No queremos 
intervención pública directa si lo puede hacer la econo- 
mía privada; pero queremos asignación de recursos direc- 
tos de carácter público en todos los bienes sociales y que- 
remos un Estado competente, lo más profesionalizado po- 
sible y lo menos politizado posible. Les hemos propuesto 
que se haga una corrección de la política salarial en el sen- 
tido que usted ha entendido muy bien. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Lasuén. 
Tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Gracias, señor Presidente. 
Señor Zambrana, muchas gracias. Admitir una enmien- 

da en la primera intervención del debate de Presupuestos 
es muy grato para nosotros y aceptamos, cómo no, el tex- 
to de la enmienda transaccional que usted nos ha pro- 
puesto para la enmienda 765. Por tanto, retiramos nues- 
tra enmienda, si es que hay que retirarla, y votaremos la 
que usted ha propuesto. 

Gracias también por el tono de su intervención y por to- 
das las ideas que nos ha dicho a borbotones. Hay que ver 
con qué rapidez habla usted de estos temas que tan bien 
conoce. Lo que pasa es que, algunas veces, al hablar con 
rapidez, corre uno el peligro de acercarse a las tesis del 
otro sin darse cuenta. Eso es lo que ha hecho usted en al- 
gunos pasajes de su intervención. Pero con todo lo que ha 
dicho, la verdad es que no me ha convencido nada para 
que yo retire más enmiendas que la que tenemos que usar 
para la transaccional. 

No se trata, señor Zambrana, señoras y señores Dipu- 
tados, de defender con nuestras enmiendas una fórmula 
uniforme, jacobina, centralizada, etcétera, no, no nos 
cambie usted la matrícula. Lo que nosotros decimos aquí 
en estas enmiendas es que determinadas disposiciones no 
pueden estar en esta ley de presupuestos, nada más. No 
prejuzgue usted el segundo paso. No sabemos cómo nos 
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vamos a comportar con el proyecto de ley que ustedes en- 
víen, o en el debate que haríamos si estas disposiciones 
que figuran en la ley de presupuestos viniesen aquí inde- 
pendientemente. Por tanto, no califique usted, como hizo 
en Comisión, estas intervenciones mía’s. Limítese a con- 
testar por qué están en esta ley-ferrocarril facturadas es- 
tas disposiciones legislativas que afectan a leyes tan im- 
portantes como la Ley 3011984. Límitese usted a decir por 
qué, nada más. Nosotros ya le hemos dicho por qué no 
queremos que estén. 

Yo creo, señor Zambrana que lo que se contiene en el 
artículo 29 bis, tal y como se regula en el artículo treinta 
y cuatro de la ley de presupuestos, tendría que venir a ini- 
ciativa del Ministro señor Almunia, que éste lo llevase al 
Gobierno y que nos trajese aquí una proposición de ley 
para que empezara a cumplir lo que nos ha prometido y 
las ideas que barajó en la última intervención que tuvo 
en la comparecencia del, me parece, 30 de enero de este 
año en la Comisión. 

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pro- 
nunciarse sobre la ubicación de este tipo de normas en la 
ley de presupuestos. Lo ha dicho antes mi compañero Ote- 
ro Novas. Yo se lo voy a recordar y le voy a decir que, ade- 
más, lo rechaza con claridad en una sentencia de 21 de 
mayo de 1987, que contiene en el fundamento quinto el 
siguiente párrafo: No puede, por tanto, descartarse la po- 
sibilidad de que la inclusión injustificada de materias no 
relacionadas con la disciplina presupuestaria suponga 
una restricción ilegítima de las competencias del poder le- 
gislativo al disminuir sus facultades de examen y enmien- 
da sin base constitucional ... etcétera. Lo demás lo glosó 
muy bien el señor Otero Novas para otras materias y vale 
perfectamente bien para estas que estamos analizando. 

Dice usted que no distinguimos entre incrementos 
máximos y mínimos, y de ahí que confundamos el incre- 
mento mínimo del 6 por ciento con el incremento real, 
que usted dice que es el 11,i por ciento. Lo que pasa es 
que eso no lo vemos en ninguna parte, señor Zambrana, 
no lo vemos en ninguna parte. Dígame algún sitio de la 
ley, aunque sea en el preámbulo, donde ustedes se com- 
prometan con este incremento real, dígamelo; no está en 
ningún sitio. Y, claro, como usted dice muy bien que se 
maravilla de determinadas intervenciones nuestras, fal- 
tas de datos, yo también me maravillaría si encontrara 
este porcentaje claramente reflejado, repito, aunque fue- 
se en el preámbulo, en la ley de presupuestos, porque re- 
sulta que, así como usted nos dio datos de la evolución 
de estos incrementos reales, yo le voy a dar datos año tras 
año, los mismos que usted, de la pérdida del poder ad- 
quisitivo real, después de deducidos los incrementos rea- 
les de los salarios de los funcionarios: en 1983 la pérdida 
del poder adquisitivo fue exactamente del 3,2 (hallada la 
diferencia, no le doy las otras dos cifras, pero están aquí 
a su disposición); en 1984, el 2,5; en 1985, el 1; en 1986, 
el 3,3; en 1987, el 0,6;: en 1988, el 1,8; y en 1989, el 2,9. 
Estas son cifras que, repito, están aquí a su disposición y 
que tienen en cuenta no el incremento mínimo, sino el in- 
cremento real. Por tanto, estos argumentos nos dejan sin 
contestar el problema que hemos planteado de la pérdi- 

da del poder adquisitivo de los salarios de los funciona- 
rios. 

¿Para qué seguir hablando -no voy a argumentar, por- 
que además ya es muy tarde y no quiero que me escuchen 
con antipatía mis compañeros- de un problema tan tri- 
llado, debatido hasta la saciedad, al que ustedes, desde 
que están apoyando al Gobierno, qué casualidad, porque 
yo recuerdo otras intervenciones, prestan oídos de mer- 
cader? (Vale la pena decir de nuevo que los funcionarios 
españoles han perdido en la última década el 23 por cien- 
to del poder adquisitivo? ¿Vale la pena? No vale la pena. 
¿Vale la pena poner sobre la mesa la comparación entre 
el aumento del IPC año tras año y los aumentos salaria- 
les de la función pública año tras año? No vale la pena. 
Le podía haber dado todas las cifras; sólo le di las últi- 
mas. ¿Vale la pena decir que nuestros empleados públi- 
cos son los peor pagados de los países de la Comunidad 
Económica Europea? ¿Vale la pena decirlo? Ya lo saben 
ustedes. Creo que estos presupuestos ni de lejos inician la 
recuperación de la pérdida del poder adquisitivo de los 
funcionarios, y las enmiendas de todos los grupos así lo 
demuestran. 

Es posible que yo haya confundido, querido represen- 
tante de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, la base 
del acuerdo de los sindicatos con el Gobierno, es posible 
que yo lo haya confundido, pero lo que está claro es que 
yo no negué que a ustedes también les preocupaba que el 
poder adquisitivo tuviese un claro reflejo en la ley de pre- 
supuestos, como a todos los demás grupos les preocupa y 
como le preocupa, cómo no, al Grupo Parlamentario So- 
cialista, jsi los conoceré yo! 

Finalmente, y en cuanto a las retribuciones, permíta- 
me, señor Zambrana, que le recuerde algo que usted co- 
noce muy bien y que no aparece para nada en su inter- 
vención. La otra vez en Comisión sí que me lo recordó, y 
yo me lo apunté ahora para que no se me olvidara, y a 
ver si a lo mejor recordándoselo terminan la réplica ofre- 
ciéndome otra enmienda transaccional. 

El complemento específico, el de productividad y las 
gratificaciones son elementos del sistema retributivo que 
se están fijando sin criterios lógicos y contribuyen a dar, 
repito, una gran irraccionalidad a las retribuciones; y la 
irracionalidad es especialmente acusada en la producti- 
vidad, y ello se debe no sólo a la aplicación de criterios 
distintos, sino a que cada organismo dispone de una do- 
tación para este complemento que no responde a ningu- 
na razón lógica. La dotación se fijó originariamente -y 
esto lo sabe usted muy bien- con lo que cada organismo 
disponía para dedicaciones exclusivas; se incrementa en 
una cantidad fija por cada funcionario de los grupos A o 
B que se suman a la plantilla anterior o por la concesión 
graciosa del Ministerio de Economía y Hacienda. Eso 
quiere decir, y concluyo, que en cada organismo se co- 
bran cantidades distintas, y las diferencias no se deben al 
mayor o menor esfuerzo, sino al azar, y esto es así; un téc- 
nico de Administración Civil o de cualquier otro cuerpo 
cae en un Ministerio y cobra distinto que otro con la mis- 
ma antigüedad que ha caído en otro. ¿Por qué? Por azar. 
Y este sistema de retribuciones es desnaturalizado, no se 
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puede mantener como base fundamental para iniciar una 
carrera política. 

Todo esto había que discutirlo en el estatuto de la fun- 
ción pública que nosotros solicitamos, que ustedes han 
prometido, que son reacios a enviarnos y que, a lo mejor, 
empezaría a provocar un debate y a arreglar las cosas que 
tanto necesita que se arreglen la Administración Pública 
española. 

Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Nuñez. 
Tiene la palabra el señor Baltá. 

El señor BALTA 1 LLOPART: Señor Presidente, sim- 
plemente para manifestar que tomamos nota de la en- 
mienda transaccional a presentar en el Senado. Muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Baltá. 
Tiene la palabra el señor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA: Gracias, señor Presiden- 
te. 

Señor Zambrana, creo que no juega usted correctamen- 
te cuando acusa a los grupos de la oposición de que esta- 
mos promoviendo un debate nominal porque hablamos 
de la cifra de incremento que aparece en la ley de presu- 
puestos, y a continuación usted hace referencia al incre- 
mento del gasto del Capítulo primero. Tan nominal pue- 
de ser el debate limitado a la cifra de incremento que apa- 
rece en el texto articulado como puede serlo el referirnos 
al incremento del gasto del Capítulo primero, porque ese 
incremento del gasto de dicho capítulo obedece a muy di- 
versos motivos: incremento de plantilla, deslizamiento 
por antigüedad, etcétera. Si no se hace referencia concre- 
ta y detallada a las'causas de ese incremento del gasto, 
el debate es tan nominal utilizando tanto un criterio como 
otro. 

Pero resulta extraño que usted reconozca que en ejer- 
cicios anteriores, estando establecida en la ley de presu- 
puestos una determinada cifra, posteriormente se hayan 
producido incrementos de gastos muy superiores, y que a 
continuación, utilice usted como argumento de crítica 
contra nosotros que hablamos de un incremento de nue- 
ve por ciento que en la realidad se convertiría en una ci- 
fra superior -usted ha llegado a hablar de un 15 por cien- 
to-. Eso no sería extraño, porque, según usted, este año, 
con el seis por ciento nominal que prevén en el texto de 
la ley, se va a producir un incremento del gasto de un 
once por ciento real. No es descabellado pensar que con 
un nueve por ciento nominal que planteamos nosotros se 
produzca un incremento tres o cuatro puntos superior al 
que ustedes prevén en la realidad. En definitiva, señor 
Zambrana, ese tipo de argumentos no entra en el fondo 
de los problemas y no sale de ese nominalismo del que us- 
ted nos acusa. 

Pero sí quiero felicitarle por una cosa, señor Zambra- 
na. Creo que sí ha actuado correctamente de portavoz del 
Gobierno, y lo ha hecho porque ha transmitido usted 

exactamente la imagen de ese Gobierno cuando ha dicho 
que hacen falta menos leyes sociales y más musculatura 
sindical. Efectivamente, eso es lo que ha hecho este Go- 
bierno. No ha gastado el tiempo haciendo legislación so- 
cial, y lo ha malgastado, desgraciadamente, echándole 
pulsos a los sindicatos. Nosotros podemos estar de acuer- 
do en que los sindicatos necesitan musculatura y reforzar 
su control, depende de ustedes, y ahí tienen normas como 
el control de los contratos, etcétera, tema en el que se po- 
drá ver si actúan con un criterio restrictivo y cicatero o 
no. 

Aquí estamos hablando de un proyecto de ley remitido 
por el Gobierno, y en estas cuestiones lo que le hace falta 
al Gobierno es tener capacidad intelectual, un talante po- 
lítico dialogante y una sensibilidad social. Comprenderá, 
señor Zambrana, que la opinión de nuestro Grupo es que, 
a tenor de lo que dice este proyecto de ley, faltan muchos 
de esos elementos en los autores del mismo. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Peralta. 
Tiene la palabra el señor Larrínaga. (Pausa). 
Tiene la palabra el señor Zambrana. 

El señor ZAMBRANA PINEDA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, voy a tratar de responder bre- 
vemente y sin duda obligado a hacerlo de forma apresu- 
rada, dada la multiplicidad de cuestiones. 

Señor Núñez, yo no esperaba llegar a cambiar su voto. 
Yo aplico la norma de aquel «lord» inglés que decía que 
había escuchado en la Cámara algunos discursos tan bri- 
llantes que incluso le habían llegado a convencer, aunque 
jamás a hacerle cambiar de voto. Por consiguiente, ha- 
biéndolo aprendido de un «lord» inglés, no aspiraba a me- 
nos. 

Su señoría sigue con las modificaciones de la ley 
30/1984. Yo creo que en Comisión tuve oportunidad de ex- 
plicarle que en el último medio siglo no hay una sola ley 
de Presupuestos donde no se plantee algún tema de per- 
sonal. Es normal en las leyes de presupuestos, y la pre- 
sente no se caracteriza precisamente por tratar excesivos 
temas de personal. La modificación que se hace de la Ley 
de Funcionarios sobre el reingreso en la Administración 
Pública es una cosa absolutamente marginal, pequeña, y 
un poco más ampliamente se trata el del personal del IN- 
SALUD, pero no hay excesivos aspectos sustantivos. Sus 
señorías sí que proponen enmiendas de temas sustanti- 
vos, como es por ejemplo el del Cuerpo Administrativo o 
la creación del Cuerpo Técnico, etcétera. Pero esta ley no 
va por ahí. 

Por el representante de Izquierda Unida se ha plantea- 
do el asunto de los incrementos nominales reales. Voy a 
tener que ofrecerles algunos datos reales. Reales son las 
nóminas que se llevan los funcionarios a su casa. Señor 
Peralta, representante de Izquierda Unida, un técnico de 
organismo autónomo, en su nivel mínimo, en 1982 -es- 
tamos con las pérdidas de poder adquisitiv- ganaba 
1.1 18.073 pesetas. En 1989 está ganando 2.365.215. Incre- 
mento: 11 1,54 por ciento. 
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Otro ejemplo, el de un profesor de EGB. En 1982 gana- 
ba 1.008.792 pesetas, actualmente gana 2.1 11.689 pesetas. 
Incremento: 109,33 por ciento. 

No quiero agotarle, pero podría seguir con la lista, in- 
dicándole que la realidad de las nóminas que se están Ile- 
vando los funcionarios a su casa no indican la pérdida de 
poder adquisitivo. Por consiguiente, el problema está en 
los sistemas según los que se articula la ley de Presupues- 
tos y la negociación colectiva, pero no se encuentra en la 
pérdida de poder adquisitivo de los funcionarios. Puedo 
reconocer que haya algún colectivo, pero 2 ha computado 
S. S .  que en Correos, el año pasado, aparte del incremen- 
to que se votó con carácter general, hubo un reparto li- 
neal para los niveles 12 e inferiores de 22.000 pesetas más 
otro adicional posterior de 4.000 pesetas? No. Pues es di- 
nero. Esa es la realidad pura y simple. ¿Ha tenido en cuen- 
ta que en los niveles superiores al 12, ese incremento fue 
de 26.200 pesetas? Fueron incrementos adicionales que se 
votaron, y esos son los que hacen -y no el incremento de 
plantilla- que las masas salariales que estamos votando 
sean cada año el doble de los incrementos mínimos que 
se garantizan para todos los funcionarios. Ese debería ser 
el debate rigurosos que se tuviera en esta Cámara, por- 
que si no efectivamente estaremos cayendo cada año, se- 
ñor Núñez, en un debate nominal. 

Su señoría me ha sacado la lista de diferencias entre la 
inflación y los incrementos mínimos, pero todas estas par- 
tidas, que son numerosísimas cada año -repito que no 
quiero agotar el debate dándolas, porque tengo montones 
de datos-, indican lo que acabo de decirle. 

Los complementos específicos de productividad, grati- 
ficaciones, distorsionan o no. La Administración también 
necesita instrumentos para premiar al buen trabajador, 
para que no se aplique la ley de la mala moneda, que al 
final expulsa a la buena. Todo el mundo que conozca la 
Administración sabe que hay funcionarios que trabajan 
mucho más que otros y que suelen cargarse con el traba- 
jo de los demás. Son los propios funcionarios, es el Sub- 
director de turno el que dice que hay que pagarle a uno 
o a otro, no es el Ministro de Hacienda ni el Consejo de 
Ministros. Obviamente. 

Hay una enmienda que quiere que la Cámara distribu- 
ya los complementos de productividad. Arreglados está- 
bamos los Diputados si tuviéramos que dedicarnos a esa 
tarea. Por consiguiente, también la Administración nece- 
sita un margen de discrecionalidad que, como he dicho a 
S. S., es el 2 por ciento de la masa salarial en la Adminis- 
tración central del Estado. 

Señor Peralta, el tema del 15 por ciento es lo suyo. Si 
sumamos lo que va hasta el 11 por ciento estaríamos en 
el 20. Es decir, los incrementos serían infinitamente ma- 
yores y los incrementos hasta el 1 l por ciento, la mayor 
parte de las veces provienen de negociaciones de los fun- 
cionarios. Con esto aprovecho para decirle que lo que 
quiero es que haya sindicatos fuertes, y que en la medida 
que en que vaya habiendo una negociación colectiva fuer- 
te, posiblemente no será necesario que exista todo este 
tipo de normas. Allí donde los sindicatos son fuertes no 
son tan necesarias ese tipo de leyes que los protejan y si 

S. S. tiene experiencia sindical lo sabrá, como yo he teni- 
do también oportunidad, a lo largo de mi vida, de com- 
probarlo. Siempre hemos aspirado, al menos en el mode- 
lo sindical en el que me movía, a que los sindicatos nece- 
sitaran de pocas tutelas porque tuvieran la suficiente 
musculatura social para poder pactar directamente. Creo 
que eso es lo que una izquierda debe desear y a lo que 
una izquierda debe aspirar. 

Señor Lasuén, S. S. ha hecho referencia a que hemos 
aplicado una política neoclásica porque no teníamos más 
remedio. Efectivamente, Mitterrand intentó una política 
clásica Keynesiana los dos primeros años de gobierno y 
no le fue demasiado bien. Ahora bien, no creo que una po- 
lítica neoclásica sea el incremento de presión fiscal que 
ha tenido este país desde que gobiernan los socialistas, de 
lo cual estamos orgullosos. Eso no es lo que han hecho el 
señor Reagan y la señora Thatcher, ellos han bajado los 
impuestos. Aquí se han subido y está creciendo la presión 
fiscal, sobre todo por la zona que más tiene que crecer. 
El incremento del gasto público ha sido también sustan- 
cial desde que estamos en el gobierno. Llegamos con un 
37 por ciento del Producto Interior Bruto y estamos cerca 
del 42 por ciento. 

Apoyo totalmente -y en eso estamos y eso hemos he- 
cho durante bastantes años- el cambiar salarios direc- 
tos por salarios indirectos. En este país se ha negociado 
durante largos años en base a que el salario directo se re- 
ducía para que creciera el salario indirecto, crecieran las 
prestaciones sociales. Como no defendemos ese modelo 
neoclásico, aunque estemos al tanto de las corrientes de 
la economía mundial, le digo a S. S. que hemos aplicado 
este tipo de política. No soy el culpable de que S. S. ten- 
ga tendencia a leer determinados folletos editados por ór- 
ganos donde necesariamente debe haber mucho moneta- 
rista, pero esa es su tendencia particular que, desde lue- 
go, no tiene nada que ver con la realidad de la política 
que aplica el Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Señor Zambrana, le ruego que 
concluya. 

El sefior ZAMBRANA PINEDA: Señor Presidente, aca- 
bo en seguida. 

El crecimiento del gasto público ha sido, por tanto, im- 
portante y no considero ningún tipo de insulto el hablar 
de marginalismo, me parecen doctrinas económicas que 
se pueden discutir, pero que, en ningún caso, guardan re- 
lación con lo que se ha venido haciendo. 

Sigo pensando, señor Lasuén, que los salarios en el sec- 
tor público, donde también hay peones, son salarios dig- 
nos y son amplios colectivos de docentes, de sanitarios, 
en el sector privado, por hablarle de colectivos de tres- 
cientas mil personas cada uno, los que desearían y envi- 
diarían los salarios que hay en el sector público. Compar- 
to su opinión de que es mejor un sector público bien pa- 
gado que no uno mal pagado, y en eso estamos y creo que 
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eso es lo que viene haciendo el Gobierno durante todos es- 
tos años. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias señor Zambrana. 
Vamos a proceder a las votaciones. 
Vamos a votar, en primer lugar, las enmiendas del se- 

ñor Larrínaga al Título 1 y demás materias afectadas por 
el bloque que ha sido objeto de debate. 

Enmiendas del señor Larrínaga. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 291; a favor, 14; en contra, 165; abstenciones, 
112. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Larrínaga. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 295; a favor, 117; en contra, 166; abstenciones, 
12. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo Vasco (PNV). 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 295; a favor, 36; en contra, 166; abstenciones, 
93. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo Catalán (Convergen- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Vasco (PNV). 

cia i Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
- emitidos, 294; a favor, 126; en contra, 166; abstenciones, 

dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo de Izquierda Unida- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 294; a favor, 128; en contra, 165; abstenciones, 
una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya. 

Habiéndose retirado las enmiendas del Grupo del CDS, 
corresponde votar la enmienda transaccional presentada 

por el Grupo Socialista a la enmienda 664, al artículo 
diez. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 200; en contra, dos; abstenciones, 
94. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional. 

Se somete seguidamente a votación el texto del dicta- 
men relativo al Título 1, con la modificación resultante de 
la enmienda aprobada al artículo diez, el anexo primero, 
el anexo segundo y el anexo séptimo. 

(El señor De Vicente Martín pide la palabra.) 
Tiene la palabra el señor De Vicente. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Señor Presidente, 
tengo la impresión de que los artículos uno y dos debe- 
rían quedar exentos de la votación, habida cuenta de la 
ubicación sistemática en el debate. 

El señor PRESIDENTE: Efectivamente, como consta 
en la ordenación del debate, los artículos uno y dos van 
a debatirse separadamente y, por tanto, a votarse tam- 
bién separadamente. Pero no es ocioso hacer la observa- 
ción de que al votar el texto del dictamen quedan exclui- 
dos los artículos uno y dos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 171; en contra, 116; abstenciones, 
nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
dictamen relativo al Título 1, excepto los artículos uno y 
dos y los anexos primero, segundo y séptimo. 

Enmiendas del Grupo del CDS al Título 11, así como la 
enmienda 665 de este Grupo Parlamentario. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 21; en contra, 167; abstenciones, 
108. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Popular al Título 11, así como en- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo del CDS. 

mienda 834 del mismo Grupo. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 295; a favor, 103; en contra, 165; abstenciones, 
27. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo Vasco (PNV). 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Popular. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 295; a favor, 37; en contra, 166; abstenciones, 
92. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo Vasco (PNV). 

Sometemos a votación las enmiendas del Grupo de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, así como la en- 
mienda número 526, de este mismo Grupo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 24; en contra, 166; abstenciones, 
106. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya. 

Votamos las enmiendas del señor Larrínaga al Título 11, 
así como la enmienda número 105, del mismo señor Dipu- 
tado. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 23; en contra, 165; abstenciones, 
108. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Finalmente, votamos las enmiendas del Grupo Catalán 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Larrínaga. 

(Convergencia i Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 295; a favor, 36; en contra, 165; abstenciones, 
94. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Procede seguidamente la votación del texto del dicta- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

men relativo al Título 11. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 163; en contra, 103; abstenciones, 
30. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
dictamen relativo al Título 11. 

Enmiendas del Grupo del CDS al Título 111, a las dis- 
posiciones transitorias primera, segunda y tercera y a la 
disposición final quinta. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 297; a favor, 131; en contra, 166. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo del CDS. 

Enmiendas del Grupo Popular, excepto la 765, que en- 
tiendo ha sido retirada para facilitar la votación de la en- 
mienda transaccional al artículo veintitrés, incluyendo en 
la votación la enmienda 851 que postula la creación de la 
disposición adicional nueva que entiendo que ha sido de- 
fendida en este trámite. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 126; en contra, 164; abstenciones, 
seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas del Grupo Popular. 

Enmienda transaccional presentada por el Grupo So- 
cialista en sustitución de la enmienda 765, del Grupo Po- 
pular, al artículo veintitrés. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 297; a favor, 292; en contra, dos; abstenciones, 
tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 

Enmiendas del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 
Comienza la votación. (Pausa.) 

transaccional. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 132; en contra, 162; abstenciones, 
dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo de izquierda Unida 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 296; a favor, 107; en contra, 166; abstenciones, 
23. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas del señor Larrínaga. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 297; a favor, 40, en contra, 166; abstenciones, 
91. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Se somete seguidamente a votación el texto del dicta- 
men del Título 111, con la modificación resultante de la 
aprobación de la enmienda transaccional al artículo vein- 
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titrés, así como el texto de las disposiciones transitorias 
primera, segunda y tercera y de la disposición final quin- 
ta. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 298; a favor, 168; en contra, 124; abstenciones, 
seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
dictamen relativo al Títuto 111 y disposiciones enuncia- 
das. 

El Pleno se reanudará mañana, a las nueve de la maña- 
na. 

Se suspende la sesión. 

Eran las nueve y treinta y cinco minutos de la noche. 
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